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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 21 de junio de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
Sesión extraordinaria, el próximo jueves 23 de junio, 
a la hora 9 y 30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


19) por el que se crea el Sistema de Responsabili- 
dad Penal Adolescente (SIRPA). 


Carp. N* 569/11 - Rep. N* 319/11 - Anexo I 


2%) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud remitida por el 
Poder Ejecutivo a fin de designar: 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional en lo Pe- 
nal de Sexto Turno, al doctor Carlos Genaro Negro 
Fernández. 

Carp. N* 532/11 - Rep. N* 317/11 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional de Meno- 
res de Primer Turno, al doctor Gilberto Carlos Rodrí- 
guez Olivar. 

Carp. N* 531/11 - Rep. N* 318/11 


- en el cargo de Fiscal Letrada Nacional de lo Civil 
de Cuarto Turno, a la doctora Silvia Liliana Porteiro 
Bello. 

Carp. N* 555/11 - Rep. N* 322/11 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Bordaberry, Chiruchi, 
Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, 
Gamou, Gargano, Larrañaga, Martínez, 
Michelini, Montiel, Moreira (Carlos), Moreira 
(Constanza), Nin Novoa, Pasquet, Penadés, 
Pintos, Rubio, Saravia, Tajam, Topolansky, 
Umansky y Viera. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora Xavier 
y los señores Senadores Baráibar, Couriel, Lorier 
y Solari; y, con aviso, el señor Senador Lacalle 
Herrera. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 36 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El Presidente de la República solicita la au- 
torización prescripta en el artículo 170 de la Cons- 
titución de la República para ausentarse del país 
por más de cuarenta y ocho horas, a partir del 5 de 
julio del corriente, a fin de participar de la Cumbre 
de América Latina y el Caribe sobre Integración y 
Desarrollo (CLAC) y Comunidad de Estados Lati- 
noamericanos y Caribeños (CELAC), a llevarse a 
cabo en la Isla Margarita, República Bolivariana de 
Venezuela. 

- HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR LUEGO 
DE LA LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Presidencia de la Asamblea General destina 
mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, hasta por un plazo de 
180 días, el subsidio por desempleo de los ex trabaja- 
dores de la empresa Meten y Sena S.A. 


- por el que se crea un régimen especial de subsi- 
dio por desempleo para los trabajadores de Metzen y 
Sena S.A. que se encuentren en goce del subsidio por 
desempleo servido por el Banco de Previsión Social. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que 
comunica la promulgación de los siguientes proyectos 
de ley: 


- por el que se designa con el nombre de “Maes- 
tra Ofelia de Horta Campodónico” la Escuela N* 286 
de la ciudad de Las Piedras, departamento de Cane- 
lones, dependiente del Consejo de Educación Inicial 
y Primaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 


- por el que se modifican los artículos 35, 70 y 
101 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 
en la redacción dada por la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, relativos al Instituto Nacional de 
Colonización. 
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- por el que se concede una pensión graciable al 
señor José María Silva López. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite un 
mensaje por el que comunica que ha designado como 
Director de la Dirección de Relaciones Instituciona- 
les de la Cancillería al Embajador Carlos Mora. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se introducen modificaciones a la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, relacionadas 
con el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


- por el que se introducen modificaciones a la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de la 
Niñez y la Adolescencia), relativas al mantenimien- 
to de los antecedentes judiciales de adolescentes en 
conflicto con la ley penal. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


- por el que se autoriza la salida del país de per- 
sonal de la Fuerza Aérea Uruguaya y el ingreso al te- 
rritorio nacional de efectivos de la Fuerza Aérea Ar- 
gentina, a efectos de participar en el Ejercicio Militar 
Combinado “Río IV”, a desarrollarse desde el 27 de 
junio al 8 de julio de 2011. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Y además, comunica que ha aprobado el proyecto 
de ley por el que se autoriza la salida del país de efec- 
tivos del Ejército Nacional, a efectos de participar en 
el desfile militar conmemorativo del “Bicentenario de 
la firma del Acta de la Independencia de la República 
Bolivariana de Venezuela y Día de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana”, a realizarse en la ciudad de 
Caracas, República Bolivariana de Venezuela, en el 
período comprendido entre el 28 de junio y el 7 de 
julio de 2011. 

- AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes remitidas por el 
Poder Ejecutivo a fin de designar: 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional de Meno- 
res de Primer Turno, al doctor Gilberto Carlos Rodrí- 
guez Olivar. 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional en lo Pe- 
nal de Sexto Turno, al doctor Carlos Genaro Negro 
Fernández. 
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- en el cargo de Fiscal Letrada Nacional de lo Civil 
de Cuatro Turno, a la doctora Silvia Liliana Porteiro 
Bello. 


La Comisión de Constitución y Legislación ele- 
va informado un proyecto de ley por el que se crea 
el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente 
(SIRPA). 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueban los Proyectos de Enmien- 
das al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario 
Internacional, denominados “Enmienda para poten- 
ciar la voz y la participación en el Fondo Monetario 
Internacional” y “Enmienda para ampliar las faculta- 
des de inversión del Fondo Monetario Internacional”, 
adoptados por la Junta de Gobernadores de dicho 
Organismo los días 28 de abril y 5 de mayo de 2008, 
respectivamente. 


- por el que se aprueba el Acuerdo para la Protec- 
ción y Promoción de Inversiones entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República Socialista de Vietnam, suscrito en la 
ciudad de Montevideo el 12 de mayo de 2009. 


- por el que se aprueba el Acuerdo de Asociación 
Estratégica entre la República Oriental del Uruguay y 
los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la ciudad 
de Montevideo el 14 de agosto de 2009. 


- por el que se aprueba el Convenio entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la Confederación 
Suiza para evitar la Doble Imposición en Materia de 
Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y su 
Protocolo, firmado en la ciudad de Berna el 18 de 
octubre de 2010. 


- por el que se aprueban el Acuerdo de Inversiones 
entre la República Oriental del Uruguay y la Repú- 
blica de Chile y sus Anexos, suscrito en la ciudad de 
Montevideo el 25 de marzo de 2010. 


- por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Comercial entre el Gobierno de la República Oriental 
del Uruguay y el Gobierno del Estado de Kuwait, sus- 
crito en Montevideo el 29 de julio de 2010. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social eleva informado un proyecto de ley por el que 
se deroga el artículo 178 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, relacionado con las contribucio- 
nes especiales de seguridad social generadas por las 
empresas unipersonales. 
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La Comisión de Educación y Cultura eleva infor- 
mado un proyecto de ley por el que se designa con 
el nombre de “María Luisa Anselmi de Lyonnet” la 
Escuela N* 2 de la ciudad de Dolores, departamento 
de Soriano, dependiente del Consejo de Educación 
Inicial y Primaria, Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formada la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de destituir de su cargo a un funcio- 
nario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca y a un funcionario del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 

- REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


El Congreso Nacional de Ediles remite un men- 
saje relacionado con el sistema eleccionario para la 
designación de integrantes del Directorio del Banco 
de Previsión Social. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Maldonado remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Roberto Airaldi, relacionada 
con los derechos y obligaciones de los adolescentes 
uruguayos. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Junta Departamental de Artigas remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Manuel Caram, sobre un 
planteamiento efectuado por las religiones afroum- 
bandistas. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
copia de las versiones taquigráficas de las palabras 
pronunciadas: 


- por la señora Edila Liliana Capecce, relaciona- 
das con los programas que se están llevando a cabo 
en el ámbito de la salud y los derechos sexuales y 
reproductivos. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


- por el señor Edil Sebastián Moreira, vinculadas 
con la baja de la edad de imputabilidad. 
- TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Paysandú remite nota 
por medio de la cual manifiesta su apoyo al plantea- 
miento realizado por la Junta Departamental de So- 
riano respecto a que se incluya la vacuna contra el 
virus del Papiloma Humano en el Certificado Esque- 
ma de Vacunación. 
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La Junta Departamental de Florida remite copia 
de una resolución referida a la prórroga del seguro de 
paro de los trabajadores del Frigorífico Florida. 

- TÉNGANSE PRESENTES.” 


4) SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN DEL 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
PARA AUSENTARSE DEL TERRITORIO 
NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la nota remitida 
por el señor Presidente de la República relacionada 
con la solicitud de autorización de la que se dio cuen- 
ta en los asuntos entrados. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 21 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente 
a los efectos de solicitar la autorización prescripta 
por el artículo 170 de la Constitución de la Repú- 
blica, en virtud de que me ausentaré del territorio 
nacional por más de cuarenta y ocho horas, a partir 
del 5 de julio de 2011, para participar en la Cumbre 
de América Latina y el Caribe sobre Integración y 
Desarrollo (CLAC) y Comunidad de Estados Lati- 
noamericanos y Caribeños (CELAC), a llevarse a 
cabo en Isla de Margarita, República Bolivariana de 
Venezuela. 


Saludo al señor Presidente con mi más alta con- 
sideración, 


JOSÉ MUJICA. Presidente de la República.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
“El señor Senador Luis Alberto Lacalle Herrera, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un pedi- 
do de informes con destino al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, relacionado con la caducidad de los man- 
datos de los integrantes del Parlamento del Mercosur.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 15 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito a Ud. tenga 
a bien tramitar el presente pedido de informes al Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores. 


En virtud de lo dispuesto por las Disposiciones Tran- 
sitorias -primera y quinta- del Protocolo Constitutivo del 
Parlamento del Mercosur y tal cual surge de lo discutido 
en la reciente comparecencia del Sr. Ministro de Rela- 
ciones Exteriores ante la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales del Senado, han caducado los mandatos de 
todos los integrantes del denominado Parlamento. 


A pesar de ello y en virtud de noticias fidedignas 
al respecto pedimos se nos informe con la mayor 
urgencia: 


1.- Si nuestra Cancillería ha establecido negocia- 
ciones con los demás del Mercosur buscando exten- 
der de alguna manera distinta a la suscripción de un 
nuevo tratado los mandatos de los parlamentarios de 
dicho cuerpo. 


2.- Si nuestro gobierno ha recibido una nota del 
coordinador del GMC de Argentina, fechada el 5 de 
mayo del corriente planteando una propuesta de di- 
cho país para “resolver” la mencionada situación de 
caducidad de los mandatos. 


3.- Similar interrogante respecto de gestiones en 
el mismo sentido planteada por el coordinador de 
Brasil. 


4.- Si nuestro país ha contestado dichos plantea- 
mientos, y si así fuera, texto de las respuestas. 


5.- Si la Cancillería considera que puede salvarse 
la situación creada mediante un instrumento distinto 
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de la negociación de un nuevo protocolo y, si así fue- 
re, el fundamento jurídico para ello. 


Saluda a Ud. atentamente, 


Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Sergio Abreu, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución de la República, solicita se curse un pedido 
de informes con destino al Ministerio de Educación 
y Cultura y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y por su intermedio a 
OSE, relacionado con la situación sanitaria y ambien- 


tal de las escuelas públicas rurales”. 
- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 15 de junio de 2011. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


Señor Presidente: 


Al amparo del artículo 118 de la Constitución, so- 
licito a los señores Ministros de Educación y Cultu- 
ra y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, y por su intermedio a la OSE información 
sobre la situación sanitaria y ambiental de las escue- 
las públicas rurales, de acuerdo con la respuesta que 
se remitió al Parlamento ante el pedido de informes 
enviado con fecha 26 de mayo de 2009. 


1. ¿En cuántas escuelas rurales se ha procedido al 
análisis de muestras, bacteriológico o físico químico, 
y cuántas no se ajustan actualmente a las especifica- 
ciones de potabilidad? Identificarlas. 


2. En el avance del proyecto con el Banco Intera- 
mericano de Desarrollo a que se refiere OSE, ¿cuál 
es el cronograma que se va a ejecutar, si este ha teni- 
do alguna variación desde su inicio? 


3. De acuerdo a la información precedente, se so- 
licita una evaluación concreta por escuela del proyec- 
to “Agua y saneamiento rural en las escuelas”. 
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Sin otro particular, saludo al señor Presidente con 
mi más distinguida consideración. 


Sergio Abreu. Senador.” 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la Sesión ordinaria del 15 de junio faltaron, 
con aviso, los señores Senadores Da Rosa y Lacalle 
Herrera y, sin aviso, los señores Senadores Penadés 
y Rubio. 


A la Sesión de la Comisión de Salud Pública del 
14 de junio faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Lacalle Herrera y Saravia. 


A la Sesión de la Comisión de Educación y Cultu- 
ra del día 15 de junio faltaron, con aviso, los señores 
Senadores Amorín, Da Rosa y Lorier. 


A la Sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del día 15 de junio faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Gamou y Sanabria. 


A la Sesión de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales del día 16 de junio faltaron, con aviso, los seño- 
res Senadores Heber, Lacalle Herrera y Larrañaga. 


A la Sesión de la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social del día 16 de junio faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Da Rosa y Rubio. 


A la Sesión de la Comisión de Hacienda del día 16 
de junio faltó, con aviso, el señor Senador Rubio. 


A la Sesión de la Comisión de Defensa Nacional 
del día 20 de junio faltaron, con aviso, los señores 
Senadores Gallo Imperiale, Lacalle Herrera, Nin 
Novoa y Saravia. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, junio 22 de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ec. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por razones personales desde el 4 has- 
ta el 7 de julio al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Héctor Lescano ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Gusta- 
vo Guarino, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 22 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
del 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia el día 23 de junio, por motivos 
particulares. 

Sin más, saluda atte. 


Eduardo Lorier. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Jorge Venegas ha pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocada la señora Alicia Pin- 
tos, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 22 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia el día 23 de junio 
por razones personales y se convoque al suplente co- 
rrespondiente. 


Sin otro particular lo saluda atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Roberto Conde, Wal- 
ter Morodo, Daniel Olesker, Jorge Basso y Eduardo 
Fernández han presentado notas de desistimiento in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Reinaldo Gargano, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


8) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado ingrese a la consideración del Orden del Día. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 
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SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: voy a so- 
licitar -formulo moción en ese sentido- que se decla- 
ren urgentes y se traten en el día de hoy, en primer 
lugar, la Carpeta N* 590/11, que corresponde a un 
proyecto de ley por el que se crea un régimen espe- 
cial de subsidio por desempleo para los trabajadores 
de la empresa Metzen y Sena; y, en segundo término, 
la Carpeta N* 594/11, por la que se autoriza la salida 
del país de personal de la Fuerza Aérea Uruguaya y el 
ingreso al territorio nacional de efectivos de la Fuerza 
Aérea Argentina. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para referir- 
me al tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: solicito 
que se vote en forma separada la declaración de ur- 
gente consideración de estas Carpetas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, enton- 
ces, vamos a votar la declaración de urgente conside- 
ración de la Carpeta N* 590/11, relativa a la creación 
de un régimen especial de subsidio por desempleo 
para los trabajadores de la empresa Metzen y Sena. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Quiero hacer presente a las señoras Senadoras y 
a los señores Senadores que la carpeta fue repartida 
con anterioridad. 


Corresponde ahora votar la urgente consideración 
de la Carpeta N* 594/11, que refiere a la autorización 
para la salida del país de personal de la Fuerza Aérea 
Uruguaya y el ingreso al territorio nacional de efecti- 
vos de la Fuerza Aérea Argentina. 


(Se vota:) 
-20 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: he- 
mos votado negativamente por fundamentos que 
ya expresamos con anterioridad. Según lo que su- 
pimos por la prensa, además, está sucediendo algo 
similar en la Cámara de Representantes. Enten- 
demos que muchas veces hay motivos de urgencia 
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para tratar estos temas, pero no puede ser que la 
urgencia sea la regla. 


El 7 de junio el Ministerio de Defensa Nacional, 
en representación del Poder Ejecutivo, remitió al Par- 
lamento este pedido para la salida de personal de la 
Fuerza Aérea Uruguaya para participar en estos ejer- 
cicios a fin del mismo mes. Nos parece una falta de 
respeto hacia el Parlamento hacer este pedido con tan 
poca anticipación, pero lo más importante es que esto 
está revelando que en el Ministerio de Defensa Na- 
cional no hay previsiones suficientes acerca de cuáles 
son los ejercicios y las actividades en que se va a parti- 
cipar. A nuestro juicio, dicha Cartera debería tener un 
calendario semestral o anual para tomar los recaudos 
del caso, y enviar estos pedidos con más tiempo. 


Muchas gracias. 


9) RÉGIMEN ESPECIAL DE SUBSIDIO POR 
DESEMPLEO PARA LOS TRABAJADORES 
DE METZEN Y SENA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dada la naturaleza y en- 
vergadura de los asuntos que integran el Orden del 
Día, la Presidencia sugiere que el Senado trate inme- 
diatamente los dos asuntos cuya urgencia fue votada. 


(Apoyados) 

-Corresponde considerar en primer término la 
Carpeta N* 590/11: “Proyecto de ley relativo por el 
que se crea un régimen especial de subsidio por des- 
empleo para los trabajadores de la empresa Metzen y 
Sena. (Carp. N* 590/11)” 

(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 590/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 17 de junio de 2011. 
Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo un proyecto de ley por el que se crea un régi- 
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men especial de subsidio de desempleo para los tra- 
bajadores de la empresa Metzen y Sena. 


Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se acompaña responde a la 
necesidad de mantener la cobertura de desempleo de 
los empleados de la firma Metzen y Sena, actualmen- 
te en goce del subsidio, durante un período de tiempo 
adicional de hasta doce meses. 


Como es de conocimiento de los señores Legisla- 
dores, la empresa referida se encuentra en un proce- 
so concursal, y en dicho marco, los trabajadores se han 
visto en la necesidad de denunciar ante la sindicatura, 
los créditos laborales de los que son titulares, tanto para 
su debido resguardo como para su hipotética afectación 
a alguna modalidad de capitalización de un emprendi- 
miento sustentable, sin que de ello pueda inferirse, ni 
siquiera remotamente, su desinterés por la búsqueda 
de soluciones concretas a la problemática de fondo que 
suponga la reactivación de la unidad productiva y la co- 
rrespondiente preservación de los puestos de trabajo. 


El Poder Ejecutivo y los diferentes organismos pú- 
blicos que tienen relación con el tema han realizado 
y explorado todas las alternativas que puedan conce- 
birse, a fin de alcanzar la mejor solución posible, en 
aras de un país productivo y con pleno empleo. 


En dicho marco mientras se procesan y negocian 
las diferentes opciones, se considera conveniente 
asegurar al personal de Metzen y Sena, actualmente 
amparado en el subsidio por desempleo, la continui- 
dad de la prestación de seguridad social por el plazo 
máximo antes indicado. 


Por las razones expuestas el Poder Ejecutivo re- 
mite a la Asamblea General para su consideración el 
proyecto de ley que se acompaña. 


Saludamos a ese Alto Cuerpo con la más alta esti- 
ma y consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Fernando Lorenzo. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Crease un régimen especial de sub- 
sidio por desempleo para los trabajadores de la firma 
Metzen y Sena S.A., remunerados por día, por hora o 
por mes, que a mayo de 2011 se encuentren en goce 
del subsidio por desempleo servido por el Banco de 
Previsión Social. 


Artículo 2”.- Son causales para el otorgamiento 
del subsidio por desempleo que se establece por la 
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presente ley, las previstas en el artículo 5” del De- 
creto-Ley N” 15.180 de 20 de agosto de 1981, en la 
redacción dada por el artículo 1” de la Ley N* 18.399 
de 24 de octubre de 2008. 


Artículo 3”.- El subsidio por desempleo se servirá: 


1) Para el empleado con remuneración mensual fija 
o variable, por un plazo máximo de 12 (doce) meses. 


2) Para el empleado remunerado por día o por hora, 
por un total de 144 (ciento cuarenta y cuatro) jornales. 


Artículo 4”.- El monto del subsidio se regirá, 
según la causal de la que se trate, por lo dispuesto en 
el artículo 7.2) y 7.3) del Decreto-Ley N* 15.180 de 20 
de agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 
1? de la Ley N* 18.399 de 24 de octubre de 2008. 


En ningún caso el monto del subsidio podrá supe- 
rar el equivalente a 11 (once) Bases de Prestaciones 
y Contribuciones. 


Artículo 5*.- Las solicitudes de amparo al régi- 
men especial creado por la presente ley, se presenta- 
rán ante el Banco de Previsión Social. 


Artículo 6”.- En todo lo que no esté específica- 
mente regulado en la presente ley, se aplicará lo es- 
tablecido en el régimen general vigente en la materia 
de subsidio por desempleo a cargo del Banco de Pre- 
visión Social. 


Eduardo Brenta, Fernando Lorenzo.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la señora Senadora Dalmás, que 
oficiará como Miembro Informante. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: el Poder 
Ejecutivo envía este proyecto de ley en mérito a la 
necesidad de mantener la cobertura por desempleo, 
por un período adicional de hasta doce meses, para 
los empleados de la firma Metzen y Sena que actual- 
mente están haciendo uso de ese subsidio. 


El artículo 2% de este proyecto de ley expresa que 
son causales para el otorgamiento del subsidio por 
desempleo las mismas que figuran en el artículo 1" 
de la Ley N* 18.399. 


En otra disposición, se establece que el subsidio 
será servido para el empleado con remuneración fija 
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o variable por un plazo máximo de doce meses; y para 
el empleado remunerado por día o por hora, por un 
total de 144 jornales. 


El monto de ese subsidio será, según la causal de 
que se trate, el mismo que el dispuesto por el artículo 
19 de la Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008. 


En cuanto a las solicitudes de esta cobertura, ellas 
serán realizadas ante el Banco de Previsión Social. 


Por último, en todo lo no específicamente regu- 
lado en la presente ley, se aplicará lo establecido en 
el régimen general vigente en la materia de subsi- 
dio por desempleo a cargo del Banco de Previsión 
Social. 


Esta empresa, que ya lleva largo tiempo con pro- 
blemas, se encuentra en un proceso concursal, he- 
cho por el cual los trabajadores han debido denunciar 
ante la sindicatura los créditos laborales para su res- 
guardo o su afectación a un emprendimiento susten- 
table. En realidad, el Poder Ejecutivo ha estudiado la 
posibilidad de diferentes alternativas que aún no se 
han concretado, pero entiende que es muy importan- 
te mantener estos puestos de trabajo, esta experien- 
cia y la marca “Metzen y Sena”, para proteger no solo 
el empleo, sino también la producción del país. Con 
esta solución se apuesta justamente a eso y, como es 
obvio, requiere ser votada por el Senado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: ade- 
lantamos nuestra voluntad de votar este proyecto 
afirmativamente, pero nos gustaría saber si hay una 
estimación de cuánto se ha pagado ya por este seguro 
de desempleo y a cuánto asciende lo que se va a pagar 
mensualmente de aquí en más por esta prórroga. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las respuestas 
a las preguntas formuladas pueden ser dadas luego 
de que los señores Senadores hayan intervenido. 


Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: si la se- 
ñora Miembro Informante quiere contestar las pre- 
guntas, no tengo inconveniente en concederle una 
interrupción. 
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De todas maneras, quiero señalar que la Bancada 
del Partido Nacional va a votar afirmativamente este 
proyecto de ley. Es la segunda oportunidad en que el 
Parlamento otorga una prórroga de seguro de desem- 
pleo. Según la ley, agotados los mecanismos tradicio- 
nales en función de los cuales se paga este subsidio, 
el Poder Ejecutivo tiene iniciativa para pedir una pró- 
rroga a fin de cumplir con las obligaciones en aquellos 
casos en que nos enfrentemos a empresas que se en- 
cuentren en un proceso de reconversión o estudiando 
algún proyecto en función del cual se pueda hacer 
viable su trabajo futuro. Tal es el caso de Metzen y 
Sena, donde los propios trabajadores de la empresa 
están elaborando proyectos y, según la información de 
que disponemos, también a nivel del Poder Ejecutivo 
se está explorando la posibilidad de hacer viable su 
futuro. Es más, los integrantes del Cuerpo recordarán 
que en su momento aprobamos una modificación a 
la Carta Orgánica del Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay que incluía la creación de un fondo 
con el superávit que el Banco genera cada año, con 
el propósito de atender proyectos de esta naturaleza. 
En aquella oportunidad, nosotros discrepamos con el 
hecho de que se incluyera esta norma dentro de la 
Carta Orgánica y propusimos -aunque finalmente no 
se logró- aprobarlo en un proyecto de ley diferente. 
De todas maneras, la urgencia estaba fundamentada 
en la necesidad de asistir la viabilidad de Metzen y 
Sena, así como de otros proyectos que pasarán a es- 
tudio de la institución que tenga la responsabilidad de 
administrar el fondo. 


Sin duda, es una buena idea que el país se plantee 
institucionalmente la posibilidad de crear un instru- 
mento que permita no solo mantener empresas que 
tienen un valor patrimonial -económico y también 
por el prestigio de sus marcas, como en este caso- y 
alternativas de viabilidad, sino fundamentalmente las 
fuentes de trabajo. Nos parece que es un proyecto in- 
teresante y creo que en algún momento tenemos que 
transformarlo en ley, reglamentando efectivamente la 
forma en que se pueden realizar asistencias de estas 
características. 


Es por todos estos motivos que votaremos el pro- 
yecto de ley. A la vez, vamos a solicitar al Senado -el 
señor Presidente dirá cuál es la instancia que corres- 
ponde; creo que no sería mala idea que lo hiciéramos 
en el día de hoy, junto con la aprobación del proyecto 
de ley- que el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial y el Banco de la República nos envíen informes 
acerca de los pasos que se están dando con referencia 
al proyecto por el que se pretende viabilizar a Metzen 
y Sena. Si el señor Presidente considera que esta no 
es la instancia procesal correspondiente, haríamos 
el planteamiento en la Comisión. Y creo que vamos 
a tener consenso, porque es bueno que cada vez que 
se considere una prórroga de seguro de desempleo -más 
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aun cuando están en juego recursos tan importantes 
como el fondo que se está por crear a través de la 
ley que ya se aprobó- se disponga de la información 
correspondiente para poder votar a conciencia, más 
allá de que en este caso tenemos muy claro que es 
importante otorgar una vez más una prórroga de es- 
tas características. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre esta última pro- 
puesta, estoy a lo que disponga el Senado. Personal- 
mente no veo ninguna dificultad para hacerlo hoy, 
pero solicitaría una moción por escrito al respecto, 
que votaríamos inmediatamente después de decidido 
el proyecto de ley que estamos analizando. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Dalmás, para referirse a los puntos a los 
que aludía el señor Senador Bordaberry. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: no con- 
tamos con la información que nos ha solicitado el 
señor Senador Bordaberry, pero podríamos intentar 
recabarla. De todas maneras, creemos que el centro 
de discusión de este proyecto de ley, tal como men- 
cionaba el señor Senador Gallinal, es habilitar la po- 
sibilidad, como dije antes, de la reconversión de una 
empresa por parte de sus trabajadores para mantener 
el empleo y la producción. Esto fue analizado por el 
Consejo de Ministros, en el que naturalmente inter- 
vino el señor Ministro de Economía y Finanzas, razón 
por la cual afirmamos que está financiada la posibili- 
dad de cumplir con ese pago por parte del Banco de 
Previsión Social. Prueba de ello es que se ha puesto 
un tope de 11 Bases de Prestaciones y Contribuciones 
al monto del subsidio en cualquier caso, más allá de 
que el monto ya está regido por ley. Quiere decir que 
se ha sustentado -responsablemente, creemos noso- 
tros- la posibilidad de abonar este seguro de desem- 
pleo sin alterar las finanzas del Estado. 


Reitero que existe la posibilidad de recabar esa 
información, pero no lo hicimos por la urgencia del 
proyecto y por las razones anteriormente menciona- 
das: creemos que este gasto está responsablemen- 
te financiado por el Banco de Previsión Social y el 
motivo que nos mueve a presentar este proyecto es 
primordialmente que sea factible la reconversión de 
la empresa. De todas maneras, estoy de acuerdo con 
la posibilidad de pedir información acerca de todas 
las alternativas que se están manejando por parte de 
algunos organismos del Poder Ejecutivo en conjunto 
con los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley 
informado. 
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(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1”.- Créase un régimen especial de sub- 
sidio por desempleo para los trabajadores de la firma 
Metzen y Sena S.A., remunerados por día, por hora o 
por mes, que a mayo de 2011 se encuentren en goce 
del subsidio por desempleo servido por el Banco de 
Previsión Social.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2”.- Son causales para el otorgamiento 
del subsidio por desempleo que se establece por la 
presente ley, las previstas en el artículo 5” del De- 
creto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la 
redacción dada por el artículo 1” de la Ley N* 18.399, 
de 24 de octubre de 2008.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3%. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 3%.- El subsidio por desempleo se ser- 
virá: 

1) Para el empleado con remuneración mensual 


fija o variable, por un plazo máximo de 12 (doce) 
meses. 
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2) Para el empleado remunerado por día o por 
hora, por un total de 144 (ciento cuarenta y cuatro) 


jornales”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

Léase el artículo 4”. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 4”.- El monto del subsidio se regirá, 
según la causal de la que se trate, por lo dispuesto en 
el artículo 7.2) y 7.3) del Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981, en la redacción dada por el artí- 
culo 1% de la Ley N* 18.399 de 24 de octubre de 2008. 


En ningún caso el monto del subsidio podrá supe- 
rar el equivalente a 11 (once) Bases de Prestaciones 
y Contribuciones.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

Léase el artículo 5”. 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 5”.- Las solicitudes de amparo al régi- 
men especial creado por la presente ley, se presenta- 
rán ante el Banco de Previsión Social”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 6". 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 6”.- En todo lo que no esté específi- 
camente regulado en la presente ley, se aplicará lo 
establecido en el régimen general vigente en la ma- 


teria de subsidio por desempleo a cargo del Banco de 
Previsión Social”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes para su consi- 
deración. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- La moción a la que hacía 
referencia diría: “La Cámara de Senadores solicita al 
Poder Ejecutivo informe acerca de los avances en la 
viabilidad de la Empresa Metzen y Sena, tanto en lo 
actuado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial como en la asistencia que se pueda otorgar a la 
misma a través del fondo creado al efecto en el Banco 
de la República Oriental del Uruguay”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega al señor 
Senador Gallinal que haga llegar la moción por escrito. 


Si el Senado está de acuerdo, daríamos por leída 
la moción y nos pronunciaríamos al respecto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
moción presentada por el señor Senador Gallinal. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) EJERCICIO MILITAR COMBINADO “RÍO IV” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar 
ahora el segundo asunto cuya urgencia fue votada: 
“Proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
país de personal de la Fuerza Aérea Uruguaya y el 
ingreso al territorio nacional de efectivos de la Fuerza 
Aérea Argentina. (Carp. N* 594/11)” 


(Antecedentes: ) 
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“Carp. N* 594/11 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

La Cámara de Representantes de la República 
Oriental de Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado 
el siguiente 

Proyecto de Ley 

Artículo 1%.- Autorízase la participación de perso- 
nal y medios de la Fuerza Aérea Uruguaya en el Ejer- 
cicio Militar Combinado previsto para el año 2011, de 
acuerdo al plan anual de actividades que se detalla: 

Ejercicio “RIO IV”: 

Lugar a desarrollarse: Litoral oeste del país. 

Período previsto: 27 de junio al 8 de julio de 2011. 

Duración: Cinco días. 

Personal y medios involucrados: 


Fuerza Aérea Argentina: 


Hasta veinticuatro Personal Superior y Subalterno 
y hasta tres aeronaves de enlace y/o transporte. 


Fuerza Aérea Uruguaya: 


Hasta doce Personal Superior y Subalterno y tres 
aeronaves de enlace y/o transporte con su correspon- 
diente tripulación. 


Horas de vuelo: 
Veinticinco horas de vuelo aeronaves de enlace. 
Cinco horas de vuelo aeronaves de transporte. 


Treinta y seis horas de vuelo aeronaves 
interceptoras. 


Artículo 2”.- La autorización a que refiere el ar- 
tículo 1? comprende tanto la salida de tropas nacio- 
nales para el cumplimiento del Ejercicio Combinado 
que se desarrolla en el exterior, como la entrada y 
salida de la Fuerza extranjera a nuestro país, para la 
continuación del mencionado Ejercicio. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 21 de junio de 2011. 


Luis Lacalle Pou, Presidente; José Pedro 
Montero, Secretario. 
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PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 7 de junio 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo cumple en dirigirse a ese Cuer- 
po remitiendo el presente Proyecto de Ley, a los efec- 
tos de que se concedan las autorizaciones estableci- 
das en los numerales 11) y 12) del artículo 85 de la 
Constitución de la República, para la salida del país 
de Personal de la Fuerza Aérea Uruguaya y para la 
entrada y salida de efectivos de la Fuerza Aérea Ar- 
gentina a nuestro País, con motivo de la participación 
en el EJERCICIO “RIO IV”. 


1.- Tipo de EJERCICIO: 


El Ejercicio “RIO IV” consiste en la transferencia 
de información de tránsitos aéreos que evolucionan 
en el área de frontera común (Argentina-Uruguay), 
con el fin de ejercer la soberanía y la vigilancia sobre 
sus respectivos espacios aéreos jurisdiccionales. 


La finalidad del mismo es implementar y compro- 
bar los procedimientos de coordinación y transferen- 
cia de información, de tráficos aéreos irregulares 

(TAD (simulados), ingresando o evolucionando en 
los respectivos Espacios Aéreos Nacionales, emplean- 
do medios aéreos, de detección, control y comunica- 
ciones entre la Fuerza Aérea Argentina y la Fuerza 
Aérea Uruguaya. 


La práctica de interceptación de aeronaves de 
acuerdo a la normativa vigente (artículos 1, 11, 18 y 
209 del Código Aeronáutico aprobado por el Decreto- 
Ley N* 14.305 de 29 de noviembre de 1974; artículo 
35 del Decreto-Ley N* 14.157 (Orgánico de las Fuer- 
zas Armadas) 21 de febrero de 1974; artículos 6 y 18 
del Decreto-Ley N* 14.747 de 28 de noviembre de 
1977 y el Decreto N* 437/001 (de 8 de noviembre de 
2001) es de competencia exclusiva de la Fuerza Aérea 
que ejerce el control del Espacio Aéreo Nacional. 


Las aeronaves de Estado que ingresan al territorio 
nacional así como las que salen de él, utilizadas como 
señuelos para cumplir con los objetivos del Ejercicio 
son de carácter no bélico que se utilizan para el trans- 
porte de Personal en funciones auxiliares. 


Las aeronaves interceptoras de cada Estado que 
serán utilizadas en el desarrollo del mencionado Ejer- 
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cicio, permanecerán dentro de sus respectivos Es- 
pacios Aéreos Jurisdiccionales, no transponiendo las 
fronteras. Las mismas se ajustaran a los procedimien- 
tos internacionales de acuerdo a lo establecido por la 
Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), 
tanto para la interceptación como para la conducción 
segura al aterrizaje de la aeronave interceptada, al 
aeródromo previsto. 


En cuanto a Ejercicios Combinados, correspon- 
de indicar que la República Argentina y la República 
Oriental del Uruguay son partes del Convenio sobre 
Aviación Civil Internacional del 7 de diciembre de 
1944 y ambos Países han aprobado el Protocolo re- 
lativo a una enmienda al citado Convenio (artículo 
3 bis), que refiere a casos de interceptación de aero- 
naves. 


2.- Objetivos del EJERCICIO: 


a. Establecer un sistema permanente de coordi- 
nación y cooperación para el control de la actividad 
aérea irregular en la zona de frontera entre ambos 
Países. 


b. Establecer los procedimientos necesarios para 
la ejecución de operaciones aéreas, basados en nor- 
mas establecidas y su posterior aplicación. 


c. Establecer procedimientos, tácticas y técnicas 
comunes para la transferencia, entre los dos Países, 
de la información de los tráficos irregulares. 


d. Adiestrar al Personal que integra los medios 
operacionales y de apoyo de la Fuerza Aérea Argenti- 
na y de la Fuerza Aérea Uruguaya. 


e. Adiestrar al Personal del Comando de Ope- 
raciones Aéreas de la Fuerza Aérea Argentina y del 
Comando Aéreo de Operaciones de la Fuerza Aérea 
Uruguaya en actividades de planeamiento de Opera- 
ciones Aéreas entre ambos Países. 


f. Establecer los enlaces que permitan un contacto 
permanente entre el Centro de Operaciones Aeroes- 
paciales (COAe) de la Fuerza Aérea Argentina y el 
Centro de Operaciones Aéreas (COA) de la Fuerza 
Aérea Uruguaya, que posibiliten la transferencia de 
información oportuna del tráfico irregular que ingre- 
se al espacio aéreo de los respectivos Países. 


g. Determinar las aéreas de responsabilidad, a fin 
de establecer los procedimientos para Vigilancia y 
Control del Espacio Aéreo. 


h. Estrechar relaciones, intercambiar experien- 
cias y establecer procedimientos comunes en lo que 
se refiere a Vigilancia y Control del Espacio Aéreo. 
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3.- Detalle: 

Lugar a desarrollarse: Litoral Oeste del País. 

Período previsto: 20 de junio al 8 de julio de 2011. 

Duración: 5 (cinco) días. 

Personal y Medios involucrados: 

a. Fuerza Aérea Argentina: 

-Hasta 24 (veinticuatro) Personal Superior y Sub- 
alterno y hasta 3 (tres) aeronaves de enlace y/o trans- 
porte. 

b. Fuerza Aérea Uruguaya: 

-Hasta 12 (doce) Personal Superior y Subalterno 
y 3 (tres) aeronaves de enlace y/o transporte con su 
correspondiente tripulación. 


Horas de vuelo: 


- 25 (veinticinco) horas de vuelo en aeronaves de 
enlace. 


- 5 (cinco) horas de vuelo en aeronaves de trans- 
porte. 


- 36 (treinta y seis) horas de vuelo en aeronaves 
interceptoras. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita la aten- 
ción de ese Cuerpo al adjunto Proyecto de Ley cuya 
aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de 
la Asamblea General, atentamente. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Almagro, Luis Rosadilla, Jorge Vázquez. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO 1RO.- Autorízase la participación de 
Personal y medios de la Fuerza Aérea Uruguaya en 
el Ejercicio Militar Combinado previsto para el año 
2011 de acuerdo al Plan Anual de Actividades que se 
detalla: 


EJERCICIO “RIO IV”: 
Lugar a desarrollarse: Litoral Oeste del País. 
Período previsto: 27 de junio al 8 de julio de 2011. 


Duración: 5 (cinco) días. 


CÁMARA DE SENADORES 


305-C.S. 


Personal y Medios involucrados: 


Fuerza Aérea Argentina: 


Hasta 24 (veinticuatro) Personal Superior y Sub- 
alterno y hasta 3 (tres) aeronaves de enlace y/o trans- 
porte. 


Fuerza Aérea Uruguaya: 


Hasta 12 (doce) Personal Superior y Subalterno 
y 3 (tres) aeronaves de enlace y/o transporte con su 
correspondiente tripulación. 


Horas de vuelo: 


25 (veinticinco) horas de vuelo aeronaves de enla- 
ce. 5 (cinco) horas de vuelo aeronaves de transporte. 


36 (treinta y seis) horas de vuelo aeronaves inter- 
ceptoras. 


ARTÍCULO 2DO.- La autorización a que refiere 
el artículo 1ro comprende tanto la salida de tropas 
nacionales para el cumplimiento del Ejercicio Combi- 
nado que se desarrolla en el exterior, como la entrada 
y salida de la Fuerza extranjera a nuestro País, para la 
continuación del mencionado Ejercicio. 


Luis Almagro, Luis Rosadilla, Jorge Vázquez.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 
SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Gamou, quien en este caso oficiará como 
Miembro Informante. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: se trata del 
Ejercicio Militar Combinado “RÍO IV”, a realizarse 
entre los días 27 de junio y 8 de julio del presente 
año. Básicamente, se solicita autorización para que 
personal de nuestra Fuerza Aérea pueda participar y 
para el ingreso de aviones de la Fuerza Aérea Argen- 
tina a nuestro territorio. 


El objetivo esencial de este Ejercicio es establecer 
un sistema permanente de coordinación y coopera- 
ción para el control de la actividad aérea, así como re- 
gular la zona de frontera entre Uruguay y Argentina. 
Sabemos la importancia que tienen estos Ejercicios 
dadas las irregulares actividades de tráfico aéreo que 
se producen en nuestro espacio aéreo fronterizo. 


306-C.S. 


Por lo expuesto, solicitamos que se apruebe este 
proyecto de ley. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: señalo que 
vamos a acompañar esta iniciativa dándole nuestro 
voto, pero como integrante de la Comisión de Defensa 
Nacional deseo expresar que compartimos la preocu- 
pación que se ha manifestado en el sentido de que 
las solicitudes de esta índole que recibe la Comisión 
están llegando a destiempo e, incluso, con un desfase 
importante para la preparación de las Fuerzas. Por 
lo tanto, nos gustaría -y lo vamos a solicitar formal- 
mente- que el Ministerio de Defensa Nacional nos las 
hiciera llegar de forma regular y con la debida antici- 
pación, no solo para saber cuáles son las misiones en 
las que se va a participar, sino también que la Fuerza 
involucrada está debidamente preparada cuando la 
Comisión de Defensa Nacional considere y conceda 
la autorización correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1%. 

SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Solicito que se suprima la lec- 
tura y se voten en conjunto los dos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor Senador Gamou en el sentido 
de que se suprima la lectura y se voten en bloque los 
dos artículos. 


(Se vota:) 
-277 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
bloque el proyecto de ley que se ha informado. 


CÁMARA DE SENADORES 


23 de junio de 2011 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


11) SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 
ADOLESCENTE (Sirpa). 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Or- 
den del Día con la consideración del asunto que fi- 
gura en primer término: “Proyecto de ley por el que 
se crea el Sistema de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente (SIRPA). (Carp. N* 569/11 - Rep. N* 319/11 
- Anexo 1)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 569/11 
Rep. N* 319/11 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1. Cométese al Instituto del Niño y Ado- 
lescente del Uruguay (INAU) la creación con carác- 
ter transitorio, de un órgano desconcentrado que 
se denominará Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente (SIRPA) a fin de suceder al Sistema de 
Ejecución de Medidas para Jóvenes en Infracción 
(Semeji), en todo lo relativo a la ejecución de las me- 
didas socioeducativas dispuestas por los artículos 77 y 
siguientes de la Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de 
2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia). 


El citado órgano cumplirá funciones hasta tanto la 
ley disponga, en el transcurso del actual -Período de 
Gobierno, dentro del plazo más breve posible, la crea- 
ción del Instituto de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente como servicio descentralizado de acuerdo con 
lo dispuesto en la Sección XI de la Constitución de 
la República; y asumirá, por competencia delegada, 
los cometidos que el artículo 78 de la Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004, y el literal F) del artículo 
2? de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, 
asignan al INAUÚ. 
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Artículo 2”. (Delegación).- A los efectos de lo dis- 
puesto en el artículo 1 de esta ley, el Directorio del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay delegará, 
por resolución fundada, las atribuciones que le asig- 
nan las normas legales -en particular la que refiere a 
ser ordenador primario de gastos e inversiones dentro 
de los límites de las asignaciones presupuestales co- 
rrespondientes- en una Comisión Delegada compuesta 
por tres miembros de reconocida idoneidad técnica. 


Todo ello en un todo de acuerdo con las normas de 
esta ley y lo preceptuado por el artículo 106 de la Ley 
N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, y los literales 
A), B), J), O) y P) del artículo 7” de la Ley N* 15.977, 
de 14 de setiembre de 1988. 


Artículo 3%. (Comisión Asesora Intergubernamen- 
tal).- Créase una Comisión Asesora Interguberna- 
mental del Sistema de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente referido en el artículo 1? de esta ley, que se 
integrará por un representante de los organismos pú- 
blicos que se dirá: 


A) Del Ministerio de Desarrollo Social, quien 
tendrá la función principal de contribuir a diseñar y 
coordinar todas las acciones necesarias a efectos de 
asegurar la existencia y el eficaz funcionamiento del 
Programa de Inserción Social y Comunitaria que por 
esta ley se prevé. 


B) Del Ministerio de Educación y Cultura y del 
Consejo Directivo Central de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública, quienes tendrán la función 
principal de contribuir a diseñar y coordinar todas las 
acciones necesarias a efectos de asegurar la existen- 
cia y el eficaz funcionamiento de los proyectos de edu- 
cación formal, no formal y formación profesional. 


C) Del Ministerio de Salud Pública y de la Ad- 
ministración de los Servicios de Salud del Estado, 
quienes tendrán la función principal de contribuir a 
diseñar y coordinar todas las acciones necesarias a 
efectos de asegurar la existencia y el eficaz funciona- 
miento del Programa de Medidas Curativas (artículo 
106 del Código de la Niñez y la Adolescencia). 


D) Del Ministerio del Interior, quien tendrá la 
función principal de contribuir a diseñar y coordinar 
todas las acciones necesarias a efectos de asegurar la 
existencia y el eficaz funcionamiento de todos los as- 
pectos vinculados a la seguridad externa de cada uno 
de los establecimientos donde se desarrollen medidas 
socioeducativas de privación de libertad. 


Artículo 4”. (Designación de la Comisión Delega- 
da).- La Comisión Delegada será designada por re- 
solución del Directorio del Instituto del Niño y Ado- 
lescente del Uruguay, quien deberá asegurar, a tales 
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efectos, la búsqueda del mayor consenso posible del 
punto de vista político-técnico. 


Deberá comunicar los nombres que se proponga 
designar, acompañados de sus respectivos currículos, 
al Poder Ejecutivo y a la Presidencia de la Asamblea 
General, con una antelación no menor a los quince 
días corridos previo a su efectiva designación. 


Artículo 5”. (Requisitos, prohibiciones e incompa- 
tibilidades).- Los integrantes de la Comisión Delegada 
tendrán las mismas prohibiciones e incompatibilida- 
des, en lo pertinente, que los integrantes del Directo- 
rio del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


Artículo 6”. Existirá una Gerencia General Eje- 
cutiva, que tendrá a su cargo la gestión cotidiana, 
debiendo ejecutar fielmente los lineamientos y las 
decisiones emanadas de la Comisión Delegada, y res- 
ponderá directamente ante esta. 


Artículo 7”. (Programas).- Existirán cinco progra- 
mas dependientes directamente de la Gerencia Ge- 
neral Ejecutiva, de acuerdo con el siguiente detalle: 


A) Programa de Ingreso, Estudio y Derivación. 
Tendrá a su cargo el Centro de Ingreso Transitorio de 
Montevideo, realizará los informes técnicos de diag- 
nóstico inicial y definirá las derivaciones a los diver- 
sos programas y proyectos existentes. 


B) Programa de Medidas Socioeducativas no Pri- 
vativas de Libertad y Mediación. Tendrá a su cargo la 
ejecución de las medidas socioeducativas previstas en 
los artículos 80 a 84 inclusive del Código de la Niñez 
y la Adolescencia. 


C) Programa de Medidas Socioeducativas Privati- 
vas de Libertad y Semilibertad. Tendrá a su cargo la 
ejecución de las medidas previstas en los artículos 86 
a 88 inclusive del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


D) Programa de Medidas Curativas. Tendrá a su 
cargo la ejecución de las medidas socioeducativas 
previstas en el artículo 106 del Código de la Niñez y 
la Adolescencia. 


E) Programa de Inserción Social y Comunitaria 
(egreso). Tendrá a su cargo todas las acciones ten- 
dientes a obtener un reintegro social exitoso. 


Artículo 8. (Presupuesto).- El presupuesto del 
sistema de Responsabilidad Penal Adolescente se es- 
tablecerá en base a las previsiones del artículo 328 
de la Ley N” 18.719, de 27 de diciembre de 2010, 
correspondiente al Presupuesto Nacional del Período 
2010-2014. 
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Especialmente dispondrá de fondos a los efectos de 
cubrir las necesidades en materia de infraestructura 
incluyendo, entre otros, construcción, mejoramiento 
y rehabilitación de inmuebles, comunicaciones, vigi- 
lancia electrónica externa e interna y vehículos. 


Se dispondrá de fondos tendientes a la instalación 
de una guardia especializada de efectivos del Minis- 
terio del Interior, destinados en exclusividad a la cus- 
todia y seguridad externa de los establecimientos de 
privación de libertad para adolescentes existentes o a 
construirse. Estos fondos se imputarán al Inciso 04, 
Ministerio del Interior, quien solo podrá destinar los 
mismos a la finalidad prevista en esta ley. 


Artículo 9%. (Fondo de Infraestructura).- Con los 
fondos y a los efectos previstos en el artículo anterior 
-con excepción de lo previsto en el inciso tercero del 
mismo-, se creará el Fondo de Infraestructura del Sis- 
tema de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA), 
el que será administrado por la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo, en ejercicio de los cometidos 
asignados por el artículo 11 de la Ley N* 15.785, de 
4 de diciembre de 1985, en la redacción dada por el 
artículo 34 de la Ley N” 18.602, de 21 de setiembre 
de 2009, que se ajustará estrictamente a las direc- 
tivas de la Comisión Delegada rectora del SIRPA y 
realizará todas las contrataciones mediante procedi- 
mientos competitivos que aseguren el cumplimiento 
de los principios de publicidad e igualdad de oferen- 
tes, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 114 
del “TOCAF 1996”. 


Artículo 10. (Presupuesto y recursos humanos).- 
Deberá asimismo prever los fondos necesarios para la 
creación y mejora de los cinco programas previstos en 
el artículo 7* de esta ley, así como todo lo atinente al 
funcionamiento de la Comisión Delegada, sus aseso- 
res y los integrantes de la Comisión Asesora Intergu- 
bernamental (artículos 1? y 3” de esta ley), incluyen- 
do infraestructura edilicia, retribuciones, mobiliario, 
comunicaciones y locomoción. 


Lo mismo ocurrirá a efectos del ingreso de perso- 
nal técnico profesional, especialmente licenciados en 
psicología, trabajadores sociales, médicos psiquiatras 
y de medicina general, auxiliares de enfermería, abo- 
gados, procuradores, profesores de educación física, 
educadores y técnicos en administración. Asimismo, 
podrá preverse el ingreso de ingenieros agrónomos, 
médicos veterinarios, especialistas en informática, ta- 
lleristas y recreadores. 


La Comisión Delegada podrá disponer o solicitar -se- 
gún corresponda- por decisión propia o a sugerencia de 
la Gerencia General Ejecutiva, el traslado y la reubica- 
ción de funcionarios en o desde otros programas y pro- 
yectos del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 
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Los fondos previstos en este artículo se imputarán 
al Inciso 27 del Presupuesto Nacional, Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay, Programa Seguri- 
dad Pública, Sistema de Responsabilidad Penal Ado- 
lescente, con el exclusivo fin de ser utilizados a los 
efectos que esta ley prevé. 


Artículo 11. (Formación y capacitación).- Existirá 
un fondo previsto para un Programa de Formación y 
Capacitación del personal actual o futuro del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente, funciones que 
estarán a cargo del Centro de Formación y Estudios 
(CENFORES) del Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay y, en lo atinente a los funcionarios, téc- 
nicos, mandos medios y superiores del Programa de 
Gestión de las Medidas Socioeducativas Privativas de 
Libertad y Semilibertad; se incorporarán las depen- 
dencias del Ministerio del Interior que correspondan, 
a cuyos efectos se firmará un convenio entre estas y 
el precitado CENFORES. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 31 de mayo de 2011. 


Doreen Javier Ibarra, 4to. Vicepresidente; José 
Pedro Montero, Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


Informe 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración por unanimidad 
tiene a bien informar el proyecto sobre el sistema de 
responsabilidad penal adolescente. Este se ha basado 
en el proyecto originalmente presentado por el Direc- 
torio del Instituto del Niño y del Adolescente, INAU, 
ante la “Comisión Especial de la Asamblea General 
para el análisis de la legislación relativa a los temas 
de seguridad y en especial la de los Adolescentes en 
conflicto con la ley penal”. El proyecto recoge varios 
antecedentes, entre ellos los del Partido Nacional de 
1986 y de 2010. 


El proyecto original recibió estado parlamentario 
el 3 de mayo próximo pasado, y todos los partidos han 
decidido apoyar el que se presenta ante esta Cámara. 


La iniciativa tiene el propósito de crear en el mar- 
co del actual INAU un órgano desconcentrado cuyo 
cometido sea específico en todo lo relativo a la ejecu- 
ción de las medidas socio-educativas en el marco del 
cumplimiento del Código de la Niñez y Adolescencia. 
Se ha llegado a la conclusión que este es un paso ne- 
cesario a los efectos de poder dotar al Estado urugua- 
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yo del diseño institucional y los poderes jurídicos para 
una adecuada contención de los adolescentes que se 
encuentran en conflicto con la ley penal. 


El artículo 1” establece en el marco del INAU 
con carácter transitorio, un órgano desconcentrado 
que cumplirá funciones hasta tanto la ley disponga 
la creación de un Instituto de Responsabilidad Penal 
Adolescente como servicio descentralizado. Esta es 
la diferencia más importante entre el proyecto pri- 
migenio del INAU y este puesto a consideración de 
la Cámara, pues el proyecto aprobado establece en 
forma indubitable que es una transición -lo que no 
decía el originario- pues se afirma que se creará una 
nueva institucionalidad como es la de servicio des- 
centralizado. 


El órgano desconcentrado y luego el Instituto es- 
tará dirigido por una Comisión Delegada compuesta 
por tres miembros de reconocida idoneidad técnica y 
tendrán el mayor consenso político posible. Asimis- 
mo, se crea una Comisión Asesora Intergubernamen- 
tal integrada por los Ministerios de Desarrollo Social, 


CÁMARA DE SENADORES 


309-C.S. 


de Educación y Cultura, de Salud Pública e Interior, 
así como la Administración Nacional de Educación 
Pública y la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado. 


Asimismo, se establece a texto expreso que el ór- 
gano desconcentrado será delegatario al efecto de ser 
ordenador primario de gastos e inversiones. 


La Comisión aspira que la aprobación de este pro- 
yecto y la puesta en práctica de la iniciativa serán 
un aporte sustantivo para mejorar la atención de los 
adolescentes en conflicto con la ley penal y al mismo 
tiempo una garantía de cumplimiento de la ley. 


Sala de la Comisión, 30 de mayo de 2011. 


Felipe Michelini, Miembro Informante; José 
Bayardi, Jorge Orrico, Aníbal Pereyra, Gustavo 
Borsari Brenna, con salvedades, Fitzgerald 
Cantero Piali, con salvedades, Gustavo Cersósimo, 
con salvedades.” 
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Disposiciones Citadas 


Constitución de la República 


SECCION XI 


DE LOS ENTES AUTONOMOS Y DE LOS SERVICIOS 
DESCENTRALIZADOS 


CAPITULO 1 


Artículo 185.- Los diversos servicios del dominio industrial y comercial del 
Estado serán administrados por Directorios o Directores Generales y tendrán el 
grado de descentralización que fijen la presente Constitución y las leyes que se 
dictaron con la conformidad de la mayoría absoluta del total de componentes 
de cada Cámara. 


Los Directorios, cuando fueren rentados, se compondrán de tres o cinco 
miembros según lo establezca la ley en cada caso. : 


La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara, 
podrá determinar que los Servicios Descentralizados estén dirigidos por un 
Director General, designado según el procedimiento del artículo 187. 


En la concertación de convenios entre los Consejos o Directorios con 
Organismos Internacionales, Instituciones o Gobiernos extranjeros, el Poder 
Ejecutivo señalará los casos que requerirá su aprobación previa, sin perjuicio 
de las facultades que correspondan al Poder Legislativo, de acuerdo a lo 
establecido en la Sección V. 


Artículo _186.- Los servicios que a continuación se expresan: Correos y 
Telégrafos, Administraciones de Aduanas y Puertos y la Salud Pública no 
podrán ser descentralizados en forma de Entes Autónomos, aunque la ley 
podrá concederles el grado de autonomía que sea compatible con el contralor 
del Poder Ejecutivo. 


Artículo 187.- Los miembros de los Directorios y los Directores Generales que 
no sean de carácter electivo, serán designados por el Presidente de la 
República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara 
de Senadores, otorgada sobre propuesta motivada en las condiciones 
personales, funcionales y técnicas, por un número de votos equivalente a tres 
quintos de los componentes elegidos conforme al artículo 94, inciso primero. 


Si la venia no fuese otorgada dentro del término de sesenta días de recibida 
su solicitud, el Poder Ejecutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar su 
propuesta anterior, y en este último caso deberá obtener el voto conforme de la 
mayoría absoluta de integrantes del Senado. 


La ley por tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara 
podrá establecer otro sistema de designación. 


23 de junio de 2011 CÁMARA DE SENADORES 311-C.S. 


Artículo 188.- Para que la ley pueda admitir capitales privados en la 
constitución o ampliación del patrimonio de los Entes Autónomos o de los 
Servicios Descentralizados, así como para reglamentar la intervención que en 
tales casos pueda corresponder a “los respectivos accionistas en los 
Directorios, se requerirán los tres quintos de votos del total de los componentes 
de cada Cámara. 


El aporte de los capitales particulares y la representación de los mismos en 
los Consejos o Directorios nunca serán superiores a los del Estado. 


El Estado podrá, asimismo, participar en actividades industriales, 
agropecuarias o comerciales, de empresas formadas por aportes obreros, 
cooperativos o capitales privados, cuando concurra para ello el libre 
consentimiento de la empresa y bajo las condiciones que se convengan 
previamente entre las partes. 


La ley, por mayoría absoluta del total de componentes de cada Cámara, 
autorizará en cada caso esa participación, asegurando la intervención del 
Estado en la dirección de la empresa. Sus representantes se regirán por las 
mismas normas que los Directores de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. 


Las disposiciones de este artículo no serán aplicables a los servicios públicos 
de agua potable y saneamiento. 


Artículo 189.- Para crear nuevos Entes Autónomos y para suprimir los 
existentes, se requerirán los dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara. 


La ley por tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, 
podrá declarar electiva la designación de los miembros de los Directorios, 
determinando en cada caso las personas o los Cuerpos interesados en el 
servicio, que han de efectuar esa elección. 


Artículo _190.- Los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados no 
podrán realizar negocios extraños al giro que preceptivamente les asignen las 
leyes, ni disponer de sus recursos para fines ajenos a sus actividades 
normales. 


Artículo 191.- Los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en 
general, todas las administraciones autónomas con patrimonio propio, 
cualquiera sea su naturaleza jurídica, publicarán periódicamente estados que 
reflejen claramente su vida financiera. La ley fijará la norma y número anual de 
los mismos y todos deberán llevar la visación del Tribunal de Cuentas. 


Artículo _192.- Los miembros de los Directorios o Directores Generales 
cesarán en sus funciones cuando estén designados o electos, conforme a las 
normas respectivas, quienes hayan de sucederlos. 
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Las vacancias definitivas se llenarán por el procedimiento establecido para la 
provisión inicial de los cargos respectivos, pero la ley podrá establecer que, 
conjuntamente con los titulares de los cargos electivos, se elijan suplentes que 
los reemplazarán en caso de vacancia temporal o definitiva. 


La ley, dictada por el voto de la mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara, regulará lo correspondiente a las vacancias temporales, sin 
perjuicio de lo establecido en el inciso anterior. 


Podrán ser reelectos o designados para otro Directorio o Dirección General 
siempre que su gestión no haya merecido observación del Tribunal de Cuentas, 
emitida por lo menos por cuatro votos conformes de sus miembros. 


Artículo _193.- Los Directorios o Directores Generales cesantes, deberán 
rendir cuentas de su gestión al Poder Ejecutivo, previo dictamen del Tribunal de 
Cuentas, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Sección XIII. 


Artículo 194.- Las decisiones definitivas de los Entes Autónomos, sólo darán 
lugar a recursos o acciones ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o 
el Poder Judicial, según lo disponga esta Constitución o las leyes, sin perjuicio 
de lo dispuesto en los artículos 197 y 198. 


Artículo 195.- Créase el Banco de Previsión Social, con carácter de Ente 
Autónomo, con el cometido de coordinar los servicios estatales de previsión 
social y organizar la seguridad social, ajustándose dentro de las normas que 
establecerá la ley que deberá dictarse en el plazo de un año. 


Sus Directores no podrán ser candidatos a ningún cargo electivo hasta 
transcurrido un período de gobierno desde su cese, siendo de aplicación para 
el caso lo dispuesto por el artículo 201, inciso tercero. 


Artículo 196.- Habrá un Banco Central de la República, que estará organizado 
como Ente Autónomo y tendrá los cometidos y atribuciones que determine la 
ley aprobada con el voto de la mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara. 


Artículo 197.- Cuando el Poder Ejecutivo considere inconveniente o ilegal la 
gestión o los actos de los Directores o Directores Generales, podrá hacerles las 
observaciones que crea pertinentes, así como disponer la suspensión de los 
actos observados. 


En caso de ser desatendidas las observaciones, el Poder Ejecutivo podrá 
disponer las rectificaciones, los correctivos o remociones que considere del 
caso, comunicándolos a la Cámara de Senadores, la que en definitiva 
resolverá. Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los incisos segundo y 
tercero del artículo 198. 


Artículo 198.- Lo dispuesto en el artículo precedente es sin perjuicio de la 
facultad del Poder Ejecutivo de destituir a los miembros de los Directorios o a 
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los Directores Generales con venia de la Cámara de Senadores, en caso de 
ineptitud, omisión o delito en el ejercicio del cargo o de la comisión de actos 
que afecten su buen nombre o el prestigio de la institución a que pertenezcan. 


Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de sesenta días, el 
Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


Cuando lo estime necesario, el Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, podrá reemplazar a los miembros de Directorios o Directores 
Generales cuya venia de destitución se solicita, con miembros de Directorios o 
Directores Generales de otros Entes, con carácter interino y hasta que se 
produzca el pronunciamiento del Senado. 


Las destituciones y remociones previstas en este artículo y en el anterior, no 
darán derecho a recurso alguno ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Artículo 199.- Para modificar la Carta Orgánica de los Bancos del Estado, se 
requerirá la mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada 
Cámara. 


Artículo 200.- Los miembros de los Directorios o Directores Generales de los 
Entes Autónomos o de los Servicios Descentralizados no podrán ser 
nombrados para cargos ni aun honorarios, que directa o indirectamente 
dependan del Instituto de que forman parte. Esta disposición no comprende a 
los Consejeros o Directores de los servicios de enseñanza, los que podrán ser 
reelectos como catedráticos o profesores y designados para desempeñar el 
cargo de Decano o funciones docentes honorarias. 


La inhibición durará hasta un año después de haber terminado las funciones 
que la causen, cualquiera sea el motivo del cese, y se extiende a todo otro 
cometido, profesional o no, aunque no tenga carácter permanente ni 
remuneración fija. 


Tampoco podrán los miembros de los Directorios o Directores Generales de 
los Entes Autónomos o de los Servicios Descentralizados, ejercer 
simultáneamente profesiones o actividades que, directa o indirectamente, se 
relacionen con la Institución a que pertenecen. 


Las disposiciones de los dos incisos anteriores no alcanzan a las funciones 
docentes. 


Artículo 201.- Los miembros de los Directorios o Directores Generales de los 
Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, para poder ser 
candidatos a Legisladores, deberán cesar en sus cargos por lo menos doce 
meses antes de la fecha de la elección. 


En estos casos, la sola presentación de la renuncia fundada en esta causal, 
determinará el cese inmediato del renunciante en sus funciones. 
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Los Organismos Electorales no registrarán listas en que figuren candidatos 
que no hayan cumplido con aquel requisito. 


CAPITULO Il 


Artículo 202.- La Enseñanza Pública Superior, Secundaria, Primaria, Normal, 
Industrial y Artística, serán regidas por uno o más Consejos Directivos 
Autónomos. 


Los demás servicios docentes del Estado, también estarán a cargo de 
Consejos Directivos Autónomos, cuando la ley lo determine por dos tercios de 
votos del total de componentes de cada Cámara. 


Los Entes de Enseñanza Pública serán oídos, con fines de asesoramiento, en 
la elaboración de las leyes relativas a sus servicios, por las Comisiones 
Parlamentarias. Cada Cámara podrá fijar plazos para que aquéllos se expidan. 


La ley dispondrá la coordinación de la enseñanza. 


Artículo 203,- Los Consejos Directivos de los servicios docentes serán 
designados o electos en la forma que establezca la ley sancionada por la 
mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara. 


El Consejo Directivo de la Universidad de la República será designado por los 
órganos que la integran, y los Consejos de sus órganos serán electos por 
docentes, estudiantes y egresados, conforme a lo que establezca la ley 
sancionada por la mayoría determinada en el inciso anterior. 


Artículo 204.- Los Consejos Directivos tendrán los cometidos y atribuciones 
que determinará la ley sancionada por mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara. 


Dichos Consejos establecerán el Estatuto de sus funcionarios de conformidad 
con las bases contenidas en los artículos 58 a 61 y las reglas fundamentales 
que establezca la ley, respetando la especialización del Ente. 


Artículo 205.- Serán aplicables, en lo pertinente, a los distintos servicios de 
enseñanza, los artículos 189, 190, 191, 192, 193, 194, 198 (incisos 1* y 2”), 
200 y 201. 
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Ley N* 18.719, 
de 27 de diciembre de 2010 


SECCIÓN IV 


INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 


INCISO 05 — MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Artículo 328.- Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a habilitar para 
el ejercicio 2011 las partidas necesarias para la instalación y funcionamiento 
del Instituto de Rehabilitación del Adolescente Infractor, una vez sancionada su 
ley de creación. 


315-C.S. 
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Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


Código de la Niñez y la Adolescencia 


CAPITULO X 
Il! - Medidas socioeducativas 


Artículo 77 (Principios generales).- Las medidas contempladas en este 
Código sólo podrán aplicarse a los adolescentes respecto a los cuales haya 
recaído declaración de responsabilidad, por sentencia ejecutoriada. 


Artículo 78 (Ejecución de las medidas).- Una vez que el Juez disponga las 
medidas, deberá comunicarlo por escrito al Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU) o institución privada seleccionada para el cumplimiento de la 
misma, con remisión del texto de las resoluciones o sentencias, sin cuyos 
requisitos el órgano destinatario no dará curso a la ejecución de la misma. (*) 


Artículo 79 (Medidas complementarias).- Todas las medidas que se 
adopten conforme a lo establecido en el numeral 12) del artículo 76, se podrán 
complementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter educativo, procurarán 
la asunción de responsabilidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto 
del mismo por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
terceros como asimismo, el robustecimiento de los vínculos familiares y 
sociales. ' 


La medida será seleccionada por el Juez, siguiendo los criterios de 
proporcionalidad e idoneidad para lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 80 (Medidas sustitutivas).- Podrán aplicarse, entre otras, las 
siguientes medidas no privativas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presencia del defensor y de los 
padres o responsables, sobre los perjuicios causados y las 
consecuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en presencia del defensor, de los 
padres o responsables, intimándolo a no reiterar la infracción. 


C) Orientación y apoyo mediante la incorporación a un programa 
socioeducativo a cargo del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU)de instituciones públicas o privadas, por un período máximo de 
un año. 


D) Observancia de reglas de conducta, como prohibición de asistir a 
determinados lugares o espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta por un máximo de dos 
meses. 


F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima. 
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G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta por dos años. 
H) Libertad asistida, 
1) Libertad vigilada. 


Artículo 81 (Programas de orientación).- Los programas de orientación y 
apoyo tienen por finalidad incorporar paulatinamente al adolescente al medio 
familiar o grupo de crianza u otros grupos, así como a los centros de 
enseñanza y cuando corresponda, a los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU) o por otras instituciones públicas o privadas. 


Artículo 82.- (Trabajos en beneficio de la comunidad).- Los trabajos en 
beneficio de la comunidad se regularán de acuerdo a las directivas que. al 
efecto programe el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y en otros servicios 
comunitarios públicos. No podrán exceder de seis horas diarias. La autoridad 
administrativa vigilará su cumplimiento, concertando con los responsables de 
su ejecución, de forma que no perjudique la asistencia a los centros de 
enseñanza, de esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo cual se 
observará el cuidado de no revelar la situación procesal del adolescente. 


Artículo 83.- (Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima).- 
En cualquier etapa del proceso, previa conformidad del adolescente y de la 
víctima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el caso a mediación, 
suspendiéndose las actuaciones por un plazo prudencial. Alcanzando un 
acuerdo, previo informe técnico y oídos la defensa y el Ministerio Público, el 
Juez deberá valorar razonablemente desde la perspectiva exclusiva del interés 
superior del adolescente, el sentido pedagógico y educativo de la reparación 
propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la clausura de las actuaciones. Tal 
decisión será preceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio Público. El 
mismo efecto tendrán los acuerdos conciliatorios celebrados en audiencia. 


Artículo 84.- (Régimen de libertad asistida y vigilada).- 
A) El régimen de libertad asistida consiste en acordarle al adolescente el 
goce de libertad en su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especialistas y funcionarios 
capacitados para el cumplimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medida. 


En cualquier momento de su ejecución la medida podrá ser 
interrumpida, revocada o sustituida, de oficio o a instancia de los 
actores habilitados y previa intervención del Ministerio Público y del 
defensor. 


318-C.S. CÁMARA DE SENADORES 23 de junio de 2011 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la permanencia del 
adolescente en la comunidad con el acompañamiento permanente de 
un educador, durante el tiempo que el Juez determine. 


Artículo 85 ("Non bis in idem"). - El Juez sólo podrá aplicar una de las 
medidas previstas en este Título o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 86 (Aplicación).- Las medidas privativas de libertad sólo se 
aplicarán a los adolescentes declarados por sentencia ejecutoriada, 
responsables de infracción, que a juicio del Juez justifique las mismas: 


- También podrán aplicarse a los adolescentes que, habiendo sido 
declarados por sentencia ejecutoriada responsables de una infracción, 
incumplen las medidas adoptadas por el Juez. 


Artículo 87 (Aplicabilidad).- Las medidas privativas de libertad no son 
obligatorias para el Juez. Se aplicarán cuando configurándose los requisitos 
legales, no existan otras medidas adecuadas dentro de las no privativas de 
libertad. El Juez fundamentará los motivos de la no aplicación de otras 
medidas. Se tendrá en consideración el derecho del adolescente a vivir con su 
familia, y en caso que proceda la separación, a mantener contacto permanente 
con la familia, pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos no fueren 
perjudiciales para el mismo. 


Artículo 88 (Medidas privativas de libertad).- Las medidas privativas de 
libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados completamente de los 
establecimientos carcelarios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con posibilidades de gozar de 
semilibertad. 


Vil - De las medidas curativas 


Artículo 106 (Procedencia).- A los adolescentes incapaces que hubieren 
cometido infracciones a la ley penal, se les aplicarán, con las garantías del 
debido proceso fijado para los infractores, las medidas de carácter curativo, 
que se cumplirán en establecimientos adecuados y separados de los adultos 
mayores de dieciocho años. Corresponde a los Directores de dichos 
establecimientos y a los técnicos que designe el Juez, determinar su 
tratamiento. 
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Ley N* 16.134, 
de 24 de setiembre de 1990 


Capitulo VII — Disposiciones varias 


Artículo 106.- La autoridad máxima de los organismos a que refieren los 
artículos 220 y 221 de la Constitución de la República podrán delegar, por 
resolución fundada, las atribuciones que les asignan las mormas legales, 
cuando lo estimen conveniente para la regular y eficiente prestación de los 
servicios a su cargo. 


Esta disposición entrará en vigencia a partir de la promulgación de la 
presente Ley. 
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Ley N* 15.977, 
de 14 de setiembre de 1988 


Reglamentada por: Decreto N* 877/988 de 27/12/1988. 


Artículo 1 Créase el Instituto Nacional del Menor, servicio descentralizado 
con personería jurídica y domicilio legal en Montevideo. El Instituto Nacional del 
Menor sucederá al Consejo del Niño y funcionará de acuerdo con las normas 
pertinentes de la Constitución de la República y de esta ley. 


Artículo 2 El Instituto Nacional del Menor tendrá los siguientes cometidos, 
además de los expresamente asignados por otras leyes: 


A) Asistir y proteger a los menores moral o materialmente abandonados, 
desde su concepción hasta la mayoría de edad; 


B) Realizar todas aquellas actividades que tengan por finalidad prevenir el 
abandono material o moral y la conducta antisocial de los menores; 


C) Contribuir, conjuntamente con otros organismos especializados, a la 
protección de los menores minusválidos, aun cuando no se hallaren 
en situación de abandono; 


D) Cooperar con los padres, tutores y educadores para procurar el 
mejoramiento material, intelectual y moral de los menores; 


E) Controlar las condiciones de trabajo de los menores, sin desmedro de 
las competencias del Poder Ejecutivo; 


F) Ejecutar las medidas de seguridad que disponga la justicia competente a 
efectos de lograr la rehabilitación y educación de los menores 
infractores; 


G) Apoyar la acción de las instituciones privadas sin fines de lucro y con 
personería jurídica que persigan similares objetivos. 


Artículo 3 El Instituto será administrado por un Directorio rentado integrado 
por un Presidente y dos Directores, que deberán tener veinticinco años 
cumplidos de edad y ser personas de reconocida versación en materia de 
menores. 


Artículo 4 El Directorio será designado por el Poder Ejecutivo, previa venia 
de la Cámara de Senadores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 187 
de la Constitución de la República. 


Será renovado cada cinco años, correspondiendo la iniciación y el término 
de dicho lapso con los del periodo constitucional de gobierno. 


Sin perjuicio de ello, sus integrantes durarán en sus funciones hasta que 
tomen posesión sus sustitutos. 


Artículo 5 El patrimonio del Instituto Nacional del Menor estará constituido 
por todos los bienes cuyo titular fuera el Consejo del Niño o estuvieran 
asignados a la prestación de sus servicios, a la fecha de vigencia de la 
presente ley, así como los que en el futuro adquiera o reciba a cualquier título. 
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Artículo 6 El Instituto Nacional del Menor dispondrá para su 
funcionamiento, de los siguientes recursos: 


A) Las partidas que se le asignen por las normas de carácter presupuestal; 
B) Los frutos naturales y civiles de sus bienes; 


C) La totalidad de los proventos de sus dependencias y el producido de las 
multas y tributos que recaude. 


Las sumas que perciba serán destinadas a atender los gastos de 
funcionamiento e inversiones; 


D) Las donaciones, herencias y legados que reciba. El Directorio aplicará 
los bienes recibidos en la forma indicada por el testador o donante y de 
conformidad a los fines del servicio a su cargo. 


Artículo 7 Para el cumplimiento de los cometidos del Instituto, el Directorio 
tendrá las siguientes facultades: 


A) Determinar la organización interna del Instituto; 


B) Ejercer la dirección y administración del servicio, dictando para ello las 
reglamentaciones y resoluciones pertinentes; 


C) Proyectar su presupuesto, el que será presentado al Poder Ejecutivo a 
los efectos dispuestos en el articulo 220 de la Constitución de la 
República; 

D) Ser ordenador primario de gastos e inversiones dentro de los límites de 
las asignaciones presupuestales correspondientes; 


E) Aceptar herencias, legados y donaciones instituidos en su beneficio; 


F) Gravar y enajenar los bienes inmuebles y muebles del Instituto, 
requiriéndose para ello la unanimidad de votos de sus integrantes; 


G) Administrar sus bienes y recursos; 


H) Proyectar el Reglamento General del Servicio, el que será aprobado por 
el Poder Ejecutivo; 


l) Efectuar las designaciones y destituciones de los funcionarios de sus 
dependencias; 


J) Ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal del Instituto; 


K) Celebrar convenios con entidades públicas o privadas, nacionales, 
departamentales o locales. Podrá igualmente concertar préstamos o 
convenios con organismos internacionales, instituciones o gobiernos 
extranjeros, sin perjuicio de las limitaciones contenidas en el inciso final 
del articulo 185 de la Constitución de la República; 


L) Coordinar la gestión de las instituciones públicas o privadas que 
cumplan actividades afines a sus competencias; 


LL) Ser oído en las solicitudes de personeria juridica de las instituciones de 
protección al menor; 


M) Difundir a todos los niveles y por todos los medios posibles, los 
cometidos y actividades del servicio a su cargo; 
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N) Ejercer el contralor y la policía de los espectáculos y de las exhibiciones 
públicas, cualquiera sea el medio de comunicación utilizado, al solo 
efecto de salvaguardar la salud moral, intelectual o fisica de los 
menores; 


Ñ) Gestionar de las autoridades competentes la observación, suspensión o 
clausura de aquellas instituciones, obras o servicios que, con 
violación de las leyes, reglamentos o resoluciones administrativas, 
impliquen la realización de actividades contrarias al bienestar 
material y moral de los menores; 


O) Imponer multas en el caso de transgresión a las leyes, reglamentos o 
resoluciones administrativas relativas a la prestación de los servicios 
a su cargo. Dichas multas tendrán un límite máximo 2.000 UR 
(unidades reajustable dos mil). 


A efectos de la comprobación de las transgresiones a que se hace 
referencia, asi como para el correcto cumplimiento de sus cometidos, el 
Directorio podrá ordenar las inspecciones que estime oportunas. 


Fuente: Ley N* 16.736 de 05/01/1998 articulo 610. 


P) Delegar, por resolución fundada las facultades mencionadas en los 
literales B), J) y O), en otros órganos del Instituto. 


Artículo 8 Sin perjuicio de lo dispuesto en el literal final del artículo anterior, 
corresponde al Presidente del Directorio: 


A) Presidir las sesiones del Directorio y representar al Instituto Nacional del 
Menor; 


B) Ejecutar las resoluciones del Directorio; 


C) Tomar medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión, estándose a lo que éste resuelva; 


D) Firmar, conjuntamente con otro miembro del Directorio, o con el 
funcionario que este Cuerpo designe, todos los actos y contratos en 
que intervenga el Instituto, 


Artículo 9 Los miembros del Directorio serán personal y solidariamente 
responsables de las resoluciones votadas en oposición a la ley o por 
inconveniencia de la gestión. A tales efectos, el directorio remitirá 
mensualmente al Poder Ejecutivo, testimonio de las actas de sus 
deliberaciones y copias de sus resoluciones. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad: 


A) Los ausentes a la sesión en que se adoptó la resolución y que tampoco 
hubieren estado presentes cuando se leyó el acta de aquella sesión; 


B) Los que hubieran hecho constar en actas su disentimiento y el 
fundamento que lo motivó. 


Cuando este pedido de constancia se produzca, el Presidente del 
Directorio estará obligado a dar cuenta del hecho dentro de las 
veinticuatro horas al Poder Ejecutivo, remitiéndole testimonio del acta 
respectiva. 
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Artículo 10 En la capital de cada departamento del interior de la República 
habrá un Jefe Departamental rentado y sometido a la jerarquía del Directorio y 
una Comisión Honoraria de asesoramiento y colaboración. 


Artículo 11 Al Jefe Departamental compete la administración de los 
servicios del Instituto y la implementación y ejecución de las directivas que 
emanen del Directorio. Asimismo, requerirá la opinión de la Comisión Honoraria 
toda vez que lo estime necesario para el cumplimiento de sus cometidos y de 
los fines del Instituto y cuando preceptivamente lo establezca el directorio, 


También deberá asistir, con voz y sin voto, a las reuniones de la Comisión 
Honoraria Departamental. 


Artículo 12 Las Comisiones Honorarias Departamentales estarán 
integradas por siete miembros elegidos entre las personas que se hayan 
destacado por su interés en los problemas sociales del departamento o que por 
sus conocimientos o funciones que cumplan, sean las que en mejores 
condiciones se encuentran para colaborar con los cometidos del Instituto. 


Las Comisiones Honorarias serán designadas por el Directorio y tendrán la 
misma duración que éste, siendo sus facultades las de asesorar al mismo o al 
Jefe Departamental, cuando se requiera su opinión, proponer las iniciativas que 
estimen oportunas y cooperar en la obtención de todas las mejoras que 
contribuyan al cumplimiento de los fines del servicio. 


Las Comisiones Honorarias elegirán anualmente su propio Presidente y 
dictarán el reglamento necesario para su funcionamiento. 


Artículo 13 En aquellos centros urbanos o rurales donde no funcionen las 
Comisiones mencionadas en el artículo anterior, el Directorio constituirá, 
cuando lo estime necesario, Comisiones Honorarias Locales. 


Estas Comisiones tendrán entre tres y siete miembros designados por el 
Directorio y funcionarán según la orientación que éste les imparta. 


Sus cometidos serán reglamentados por el Directorio. 


Artículo 14 El Directorio y las Comisiones Honorarias Departamentales y 
Locales sesionarán con la presencia de más de la mitad de sus componentes y 
resolverán por mayoría absoluta de presentes, salvo que se requiera mayoría 
especial, 


En caso de empate, el voto del Presidente tendrá valor doble, aun cuando 
el mismo se haya producido como consecuencia de su propio voto. 


Artículo 15 Sin perjuicio de las condiciones exigidas por la legislación 
vigente para el ingreso a la función pública, en los cargos técnicos, 
especializados o docentes, deberá tenerse en cuenta la especialización que 
corresponda al cargo a proveer. 


Además, los postulantes a cargos en los cuales se deba trabajar en 
contacto directo con menores, deberán acreditar previamente a su ingreso, su 
aptitud psíquica para el desempeño de los mismos, la cual será determinada 
por un tribunal especializado que designará el Directorio. 


Artículo 16 El Directorio, por unanimidad de sus integrantes, podrá celebrar 
contratos a término para el arrendamiento de un servicio u obra determinada, 
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cuando el servicio así lo requiera. Quienes, en tal virtud, presten servicios o 
realicen obras, no revestirán la calidad de funcionarios públicos. 


Artículo 17 Los ascensos a niveles de jefatura o de dirección, requerirán 
previamente la aprobación de una prueba de suficiencia, sin perjuicio de los 
demás requisitos establecidos en la legislación vigente. 


Artículo 18 Las promociones o ascensos se realizarán por circunscripción 
nacional o regional, según lo determine la reglamentación que al efecto dicte el 
Directorio y de acuerdo con el procedimiento de antiguedad, mérito y 
capacitación. 


Artículo 19 El Directorio, por unanimidad de sus integrantes, podrá 
contratar personal eventual a fin de cubrir las necesidades por vacantes en los 
servicios de asistencia directa al menor. El número máximo de personas que 
podrán estar contratadas en este régimen será de cincuenta; la Contaduría 
General de la Nación habilitará los créditos necesarios para atender su 
remuneración transfiriendo las economías correspondientes a los cargos 
vacantes que den lugar a tal contratación. 


Artículo 20 (Cobro ejecutivo - mora). - El Instituto tendrá acción ejecutiva 
para el cobro de las multas que imponga y demás recursos que recaude. 


A tal efecto constituirán título ejecutivo, los testimonios de las liquidaciones 
respectivas que hayan sido aprobadas por acto administrativo dictado por el 
Instituto Nacional del Menor. 


La mora en los pagos a favor del Instituto se producirá de pleno derecho 
por el solo vencimiento de los plazos fijados y será sancionada con un recargo 
del 5,5% (cinco con cinco por ciento) mensual. 


Artículo 21 Dentro de los sesenta días contados a partir del siguiente a la 
promulgación de la presente ley, se procederá a designar a los integrantes del 
Directorio, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3*. 


Los actuales integrantes del Consejo del Niño podrán ser designados para 
integrar el órgano, siempre que reúnan las condiciones estipuladas en el 
referido artículo. 


El Directorio así designado durará hasta la terminación del actual período 
de gobierno. 


La remuneración de los Directores del instituto Nacional del Menor será la 
misma que actualmente reciben los integrantes del Consejo del Niño, la que se 
mantendrá hasta la aprobación de la norma presupuestal correspondiente. 


Hasta tanto no se proceda a designar a los nuevos Directores, continuará - 
en funciones el actual Consejo del Niño. 


Artículo 22 Dentro de los sesenta días contados a partir del siguiente al de 
su instalación, el Directorio del Instituto Nacional del Menor designará los 
integrantes de las Comisiones Honorarias Departamentales y Locales, cesando 
simultáneamente los miembros de los Comités Departamentales Delegados y 
de los Comités Locales designados por ellos. 


Artículo 23 Quedan derogadas todas las disposiciones del Código del Niño 
y demás leyes que se opongan a la presente. 
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Ley N* 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985 


CAPÍTULO Il - DE LA COMPETENCIA 


ARTÍCULO 11.- La Corporación Nacional para el Desarrollo tendrá los 


siguientes cometidos: 


A) 


B) 


C) 


D 


o 


E) 


Actuar como concesionario de proyectos de infraestructura pública de 
transporte, energía, telecomunicaciones y de cualquier otro tipo que sean 
de uso público, de acuerdo con lo que por ley, contratos y convenios se le 
asignen. A estos efectos la Corporación podrá crear o adquirir sociedades 
comerciales o participar en consorcios y/o en fideicomisos especializados 
en la explotación de las concesiones o proyectos que se le otorguen. 


Ejercer como administrador y/o fiduciario de proyectos vinculados al 
desarrollo y mantenimiento de infraestructura financiados con recursos 
públicos, préstamos o donaciones nacionales o internacionales. 


Constituir sociedades comerciales, consorcios y/o fideicomisos con entes 
autónomos y servicios descentralizados a los efectos de la realización de 
obras de infraestructura o prestación de servicios. 


Analizar y preparar proyectos de inversión así como identificar áreas de 
oportunidad en infraestructura pública. 


Prestar servicios de administración de fondos, de recursos humanos o de 
administración contable y financiera, siempre y cuando los mismos no 
puedan ser prestados por otras personas públicas en razón de sus 
cometidos. 


Fuente: Ley N” 18.602, de 21 de setiembre de 2009, artículo 34. 
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Texto Ordenado 1996 
(DGI) 


(Reforma Tributaria -Ley N? 18.083) 


TITULO 1 - NORMAS GENERALES DE DERECHO TRIBUTARIO 
NACIONAL 


SECCION IV - DERECHO PROCESAL TRIBUTARIO 


CAPITULO 4 - CLAUSURA DE JUICIOS, INCOBRABILIDAD 
Y RESPONSABILIDAD POR PRESCRIPCION 


Artículo 114-T1.- Los créditos a favor del Estado, que una vez agotadas 
las gestiones de recaudación se consideren incobrables a los efectos 
contables, podrán así ser declarados por los ordenadores primarios a que 
refiere el artículo 475 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con la 
redacción dada por el artículo 653” de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, o por los directores o jerarcas que dependan directamente de ellos, en 
quienes se hubiera delegado dicha atribución. Tal declaración no importará 
renunciar al derecho del Estado, ni invalida su exigibilidad conforme a las 
Leyes que rigen en la materia. El acto administrativo por el que se declare la 
incobrabilidad deberá ser fundado y constar, en los antecedentes del mismo, 
las gestiones realizadas para el cobro. A partir del límite máximo de la licitación 
abreviada se deberá enviar copia autenticada de dicho acto al Poder Ejecutivo 
o Junta Departamental respectivamente. 


Fuente: Ley 15.903 de 10 de noviembre de 1987, articulo 459. 
Ley 16,170 de 28 de diciembre de 1990, artículo 653. 
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Decreto N* 877/988, 
de 27 de diciembre de 1988 


(Reglamentario de la Ley N* 15.977) 


Visto: la entrada en vigencia de la ley 15.977 del 14 de setiembre de 1988 
por la cual se crea el Instituto Nacional del Menor como servicio 
descentralizado con personería jurídica, el cual habrá de suceder al Consejo 
del Niño. 


Resultando: 1) Que la naturaleza jurídica del nuevo Organismo obliga a 
adoptar medidas administrativas y materiales de ejecución a fin de asegurar el 
normal cumplimiento de los cometidos que venía desarrollando el Consejo del 
Niño, adaptado al nuevo régimen estatuido por la ley 15.977; í 


11) Que el legislador no previó en el articulado de la referida ley el régimen 
pertinente a aplicar a determinadas situaciones que es necesario contemplar y 
regular desde su entrada en vigencia. 


Considerando: 1) Que es necesario determinar el Ministerio a través del cual 
se vinculará el Instituto Nacional del Menor con el Poder Ejecutivo; 


11) Que también es necesario adoptar decisión en cuanto a la fecha de corte 
presupuestal y a aspectos vinculados al área contable-presupuestal, hasta la 
designación y entrada en funcionamiento de las Auditorías delegadas de la 
Contaduría General de la Nación y el Tribunal de Cuentas de la República; 


111) Que es imprescindible reglamentar lo referido a la sustanciación y decisión 
de todos los asuntos en trámite y en especial, de los recursos que se hubieran 
deducido contra actos administrativos dictados por el Consejo del Niño y que 
se encontraren pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigencia de 
la ley 15.977. 


Atento: a lo dispuesto por el artículo 168, numeral 4 de la Constitución de la 
República y por la ley 15.977 de 14 de setiembre de 1988, 


El Presidente de la República 
DECRETA: 


Artículo 1.- El Instituto Nacional del Menor se relacionará con el Poder 


Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, sin perjuicio de 


las vinculaciones especiales que, por razón de la materia, pueda mantenerse 
directamente con otros Ministerios. 


Artículo 2.- A partir de la entrada en vigencia de la ley 15.977, el Directorio del 
Instituto Nacional del Menor actuará como ordenador primario de gastos e 


* inversiones (Art. 7 literal D de la ley). 


Artículo 3.- Hasta el 31 de diciembre de 1988 el Instituto Nacional del Menor 
ejecutará su presupuesto a través de la terminal de la Contaduria Central del 
Ministerio de Educación y Cultura. A partir de dicha fecha, comenzará a 
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funcionar la Contaduría Central del Servicio descentralizado que se crea por la 
ley que se reglamenta. 


Artículo 4.- Los créditos presupuestales (sueldos, gastos e inversiones) que se 
adjudiquen al Instituto Nacional del Menor, estarán determinados por los saldos 
que al 27 de octubre de 1988 poseía el Consejo del Niño como unidad 
ejecutora del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 5.- Las gestiones por sueldos, gastos e inversiones correspondientes 
al ejercicio 1988 que no hubieren culminado al 31 de diciembre de 1988, 
continuarán tramitándose hasta su finalización a través de la terminal de la 
Contaduría Central del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 6.- Todos los expedientes provenientes del Consejo del Niño o 
relacionados con éste, que estuvieran radicados en el Ministerio de Educación 
y en los cuales ni este Ministerio, ni el Poder Ejecutivo, hubieran dictado 
resolución a la fecha de entrada en vigencia de la ley que se reglamenta, serán 
remitidos al Instituto Nacional del Menor, a efectos de que su Directorio dicte 
los actos administrativos que correspondan, en ejercicio de los poderes 
jurídicos emergentes de la naturaleza descentralizada otorgada por la Ley 
N? 15.977. 


Artículo 7.- Quedan exceptuados de lo establecido en el artículo anterior los 
expedientes que refieran a recursos jerárquicos nterpuestos, conjunta y 
subsidiariamente con recursos de revocación, contra actos dictados por el 
Consejo del Niño en los cuales no haya recaído resolución a la fecha de 
entrada en vigencia de la ley que se reglamenta. Estos expedientes quedarán 
radicados en el Poder Ejecutivo a fin de que éste resuelva los recursos 
subsidiarios pendientes, los cuales en virtud de la naturaleza jurídica asignada 
al Instituto Nacional del Menor que sucede al Consejo del Niño, se sustanciarán 
y resolverán como recursos de anulación (Art. 317 inciso 3 de la Constitución, 
Art. 4 inciso 3 de la Ley N* 15.869 de 28 de junio de 1987). 


Artículo 8.- En los casos en que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 
N?* 15.977, el Consejo del Niño no hubiera resuelto los recursos de revocación 
interpuestos contra sus actos y el Instituto Nacional del Menor los mantuviera o 
confirmara expresa o tácitamente, éste franqueará el recurso de anulación para 
ante el Poder Ejecutivo. 


Artículo 9.- El Instituto Nacional del Menor, sucederá al Consejo del Niño y al 
Ministerio de Educación y Cultura (cuando éste actúe en representación del 
Estado, por asuntos relacionados con el Consejo del Niño) en los juicios de 
cualquier naturaleza en que los mencionados órganos sean actores O 
demandados. El Ministerio de Educación y Cultura remitirá al Instituto Nacional 
del Menor todos los antecedentes de los referidos juicios que estuvieran siendo 
tramitados desde dicho Ministerio. 


Artículo 10,- Extiéndase al Instituto Nacional del Menor lo dispuesto por el 
artículo 22 del decreto ley 14.189 del 30 de abril de 1974. 


Artículo 11.- El Director General del Instituto Nacional del Menor, será 
ordenador secundario de gastos e inversiones en los términos establecidos por 
el artículo 476 numeral 1 de la Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987. 
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Decreto N* 247/987, 
de 22 de mayo de 1987 


(Reglamentario de Ley N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985) 


Visto: La ley 15.785, de 4 de diciembre de 1985. 


Resultando: |) Que por la misma se crea la Corporación Nacional para-el 
Desarrollo como persona pública no estatal; 


11) Que por resolución del Poder Ejecutivo de fecha 20 de noviembre de 
1986, previa venia del Senado, fueron designados los miembros del Directorio 
que representan al Estado y por resolución del 24 de noviembre de 1986, fue 
designado el Presidente de dicho Organo; 


11) Que varias disposiciones de la ley cometen la reglamentación al Poder 
Ejecutivo, en varios aspectos, ya sea en forma explícita o implicita. 


Considerando: |) Que al crearse una persona jurídica se crea un ente titular 
de derechos y obligaciones y con fines específicos a cumplir, que, en el caso, 
son de carácter público. 


Toda persona moral desde el momento de su aparición al mundo jurídico 
debe tener órgano para manifestar su voluntad y entablar las relaciones 
necesarias a su actividad. 


11) Que en el caso de la Corporación, la constitución del Directorio con la 
integración que establece el artículo 3” requiere el transcurso de un lapso, por 
cuanto debe integrarse el capital privado, llamar a reunión de accionistas y 
proceder a la designación de los Directores que lo representen; 


111) Que durante ese lapso la corporación debe desarrollar la actividad de 
suscripción e integración del capital, recibir aportes, convocar oportunamente a 
la Asamblea de accionistas así como cumplir los fines para que fue creada; 


IV) Que ante esta situación, procede llenar la laguna de la Ley, 
constituyendo el Directorio con los miembros representantes del Estado, hasta 
tanto puedan ser designados los Directores representantes del capital privado; 


V) Que la ley 15.785, con buena técnica, ha establecido el marco jurídico 
fundamental, dejando librado el reglamento una mayor concreción de las 
disposiciones; 


VI) Que dada la naturaleza y la especificidad de la Corporación es 
conveniente que tenga amplias facultades que le permita tomar decisiones y 
opciones para el buen cumplimiento de sus fines. 


Atento: a lo expuesto, 
El Presidente de la República 
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DECRETA: 
| - RELACIONES CON EL PODER EJECUTIVO 


Artículo 1 Las relaciones de la Corporación Nacional para el Desarrollo con 
el Poder Ejecutivo en los casos que la ley determina, se realizarán por 
intermedio del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Il - DEL DIRECTORIO DE LA CORPORACION 
A - CONSTITUCION TRANSITORIA 


Artículo 2 El Directorio de la corporación, hasta tanto no sean designados 
los integrantes que representen a los accionistas privados, quedará 
constituidos por los miembros representantes del Estado, con las competencias 
que le asigna la ley. 


Las mayorías para sesionar y para decidir se entenderán hechas en 
relación al número de Directores designados por el Poder ejecutivo con venia 
del Senado.  rtículo 3 


El Reglamento General del organismo que apruebe el Directorio constituido 
conforme al artículo 2 de este Reglamento, regirá la actuación de la 
Corporación, hasta tanto el Directorio integrado totalmente dicte el Reglamento 
General definitivo. 


Artículo 4 Cuando los accionistas privados lleguen a una integración de 
capital equivalente a un quinto de la realizada por el Estado y personas 
Estatales, tendrán derecho a elegir un director. El número se elevará a dos 
cuando esa integración sea igual o superior a dos quintos. 


incorporados al Directorio uno o dos directores representantes de los 
accionistas privados de acuerdo al inciso anterior, el derecho a la 
representación de los mismos en el Directorio se mantendrá siempre que el 
capital integrado que representan no fuera inferior a un décimo del capital 
integrado por el Estado y personas Estatales, por cada uno de ellos, al cierre 
del ejercicio inmediato. 


Artículo 5 Cumplido el porcentaje de integración establecido en el inciso 1* 
del artículo anterior el Presidente del Directorio convocará la Asamblea de 
Accionistas privados para la designación de los Directores que los representen, 
en un plazo no mayor de treinta días. 


Esta Asamblea será presidida por el Presidente del Directorio hasta que 
designe, de entre sus miembros un presidente "ad-hoc" hecho con lo cual 
cesará aquél en tal función. La designación del Presidente ad-hoc figurará 
como primer punto en el orden del día de esta Asamblea. 


Artículo 6 La Asamblea integrada por accionistas privados designará el o 
los miembros del Directorio que los representan en una sola votación, 
quedando electa la persona más votada y en su caso la que le siga en número 
de votos. 


Si en la elección de uno o ambos miembros, ningún candidato llegare a 
contar cada uno con un número de votos que represente, por lo menos el 20% 
del capital presente en la Asamblea, se elegirán por votación separada 
quedando electos el o los más votados. 
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Artículo 7 Para ser elegido miembro del Directorio es necesario tener la 
calidad de accionistas o ser representante de la persona jurídica accionista. 


La pérdida de la calidad indicada en el inciso anterior aparejará, "¡pso-jure", 
la desinvestidura del cargo, debiendo convocarse a una nueva Asamblea para 
designar sustituto, 


Artículo 8 La Asamblea integrada por accionistas privados podrá remover, 
sin expresión de causa, al o los directores que eligió, por mayoría simple de 
votos presentes que representen, por lo menos un 20% del capital privado 
integrado. 


En la misma sesión se designará el o los sustitutos conforme a lo 
establecido en los articulos anteriores. 


Articulo 9 Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, toda 
vez que se produzca la vacante en un cargo de Director representante de 
accionistas privados, el Presidente del Directorio deberá convocar, en un plazo 
no mayor de treinta días, a la Asamblea de tales accionistas, para que 
designen nuevo Director. 


Artículo 10 Para la designación, remoción, aprobación o desaprobación de 
Directores representantes del capital privado, cada accionista tendrá tantos 
votos como acciones de que sea titular. 


lll - DE LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS 


Artículo 11 La Asamblea General de Accionistas sesionará en forma 
ordinaria o 


extraordinaria. 


En forma ordinaria sesionará una vez al año en la oportunidad que fije el 
Reglamento General de la Corporación. 


En forma extraordinaria cuando asi lo decida el Directorio o lo soliciten los 
accionistas que representen no menos del 20% del capital integrado. 


Cada accionista tendrá tantos votos como acciones con derecho a voto de 
que sea titular. 


Artículo 12 La Asamblea General de Accionistas será convocada por el 
Presidente del Directorio, que la presidirá, debiendo citarse con diez días 
hábiles de anticipación, por lo menos, a los accionistas mediante telegrama 
colacionado o por publicaciones en dos diarios de la capital de circulación 
nacional. : 


Conjuntamente con la citación se hará conocer el Orden del Día. 


Artículo 13 La Asamblea de Accionistas, en sesión ordinaria considerará la 
memoria anual, los estados de situación patrimonial y de resultados y proyecto 
de distribución de utilidades, así como otros estados que presente el Directorio, 
fijará las remuneraciones de los Directores y tratará todo otro asunto que se 
encuentre incluido en el Orden del Día. pi 


La Asamblea General de Accionistas, tanto en sesión ordinaria como 
extraordinaria no podrá tratar ningún asunto que no hubiere estado incluido en 
el Orden del Día para que fue convocada. 
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Sin perjuicio de lo establecido en le inciso anterior y una vez agotado el 
Orden del Día, podrá decidir que se incluya, para tratar en la próxima reunión a 
la que fuera convocada, cualquier punto. 


Artículo 14 Para poder formar parte de la Asamblea, los accionistas o 
quienes los representen, deberán presentarse a inscribir sus acciones en el 
Registro de Accionistas con una anticipación de 24 horas al día fijado para la 
realización de la misma. 


La inscripción podrá hacerse con la presentación de las acciones o 
certificado extendido por instituciones bancarias nacionales o extranjeras o de 
entes estatales que acrediten el depósito de las acciones en tales instituciones. 


Artículo 15 La Asamblea, en primera convocatoria, podrá sesionar 
válidamente, con la presencia de accionistas que representen por lo menos el 
50% del capital integrado con derecho a voto. Media hora más tarde sesionará 
con los accionistas presentes con derecho a voto, cualquiera sea su número. 


Artículo 16 Los accionistas sin derecho a voto, podrán concurrir a la 
Asamblea y tendrán voz en ella. 


Artículo 17 Toda observación formulada por la Asamblea General a la 
actuación del Directorio o al balance y estados presentados por éste, será 
comunicada directamente al Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Artículo 18 Lo establecido en este capítulo se aplicará en lo pertinente, a la 
Asamblea de accionistas privados. 


IV - DEL REGIMEN FINANCIERO 
A - DEL CAPITAL AUTORIZADO 


Artículo 19 El capital autorizado de la Corporación se reajustará con 
vigencia al 1? de enero de cada año en un porcentaje equivalente a la variación 
experimentado por el Indice General de los Precios del Consumo en los doce 
meses anteriores. 


El primer reajuste tendrá vigencia al 1” de enero de 1987 y para su cálculo 
se tomará en cuenta la variación en dicho indice desde el 1? de diciembre de 
1985 al 31 de diciembre de 1986. 


Artículo 20 El monto en que quede fijado el capital autorizado en cada 
reajuste, será establecido por resolución de carácter declarativo dictada por el 
Directorio de la Corporación. 


La resolución será publicada en el Diario Oficial o en dos diarios de la 
capital de circulación nacional, en cuyo caso se comunicará al Poder Ejecutivo. 


IV - DEL REGIMEN FINANCIERO 
B - DE LAS ACCIONES 


Artículo 21 El capital social estará representado por acciones de N$ 20.000 
(nuevos pesos veinte mil) pudiéndose emitir títulos representativos de uno o 
más acciones. 


Artículo 22 Las acciones serán nominativas - y se clasificarán en 
intransferibles y transferibles. 
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Las intransferibles corresponden a los aportes que realice el Estado u otras 
personas estatales. La intransferibilidad no regirá respecto de las personas 
estatales entres entre sí y con el Estado, así como entre éste con aquéllas. 


Las transferibles corresponden a los aportes de capital privado. 


Artículo 23 La transferencia de acciones de capital privado de una persona 
a otra deberá ser previamente autorizada por el Directorio de la Corporación. 


A tales efectos, se planteará a ese órgano la operación proyectada, el que 
deberá pronunciarse en un término no mayor de siete días hábiles. 


Transcurrido ese plazo sin que se hubiere emitido decisión, se considerará 
que la operación ha sido autorizada. 


No tendrá validez la transferencia realizada sin el cumplimiento de los 
previsto en este artículo. 


Artículo 24 En las operaciones de transferencias de las acciones 
transferibles, así como en los aportes de capital privada, el Directorio controlará 
que ninguna persona física o jurídica sea propietarias de más del 10% del 
capital social correspondiente a dichas acciones. 


A los efectos de este contralor, el Directorio podrá analizar la situación en 
la realidad con abstracción de la personificación jurídica. 


Artículo 25 Podrán ser accionistas privados las personas físicas o jurídicas 
nacionales no estatales y las extranjeras cualquiera sea el lugar de su 
domicilio, así como también, organismos de carácter intemacional o 
intergubernamental. 


Artículo 26 Las relaciones entre la Corporación y sus accionistas se regirán 
por el orden jurídico uruguayo y será competente la jurisdicción nacional. 


Artículo 27 El directorio de la Corporación acordará con las instituciones de 
intermediación financiera, en particular, con las que transfirieron cartera al 
Banco Central del Uruguay, el aporte a efectuar. 


El acuerdo podrá hacerse en forma individual con cada una de ellas o con 
varias conjuntamente, determinándose en ambos casos las condiciones y 
modalidades del aporte. 


Artículo 28 El capital privado integrado con derecho a voto no. podrá 
exceder los 2/3 del capital integrado por el Estado y otras personas estatales. 


Por los aportes de capital privado que excedieron ese porcentaje se 
entregarán acciones sin derecho a voto. Estas acciones serán canjeadas por 
acciones con derecho a voto, a medida que la integración de capital por el 
Estado y con otras entidades estatales acreciente el monto correspondiente a 
los 2/3 del capital privado. 


Dicho canje se realizará en el orden de prioridad temporal en que fueron 
integrados los aportes de que se trata. 


Artículo 29 Además del caso previsto en el artículo anterior la Corporación 
podrá emitir acciones representativas del capital privado sin derecho a voto, de 
acuerdo con la reglamentación que dicte el efecto. 
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Igualmente podrá emitir acciones. representativas de capital que no 
devenguen utilidades. 


IV - DEL REGIMEN FINANCIERO 
C - DE LAS UTILIDADES 


Artículo 30 Los dividendos que corresponden en cada ejercicio al capital 
aportado por el Estado y otras entidades estatales, se pagarán con entrega de 
acciones intransferibles tomadas a su valor nominal. 


Artículo 31 En el caso de las entidades estatales nombradas en segundo 
término en el artículo anterior, podrán pagarse los dividendos en efectivo hasta 
en un 75% cuando tengan como destino ser invertidos en proyectos de 
desarrollo. 


Para que tenga lugar lo establecido en el inciso anterior debe tratarse de 
proyectos de inversión que cuenten con la aprobación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


Artículo 32 La Asamblea General de Accionistas, a propuesta del 
Directorio, por mayoría de presentes que cuente, además, con la mayoría de 
accionistas que representan el capital privado, podrá decidir que la totalidad o 
parte de los dividendos correspondientes a acciones de capital privado se 
paguen con acciones transferibles, 


IV - DEL REGIMEN FINANCIERO 
- D- DE LA EMISION DE BONOS Y OBLIGACIONES 


Artículo 33 La emisión de bonos, obligaciones o títulos análogos no podrá 
exceder el 50% (cincuenta por ciento) de la responsabilidad patrimonial neta de 
la Corporación, fijada de acuerdo con las normas que dicte el Banco Central del 
Uruguay. 

La emisión será dispuesta por el Directorio previa consulta al Banco Central 
del Uruguay y si el Banco formulare oposición el Directorio podrá pasar los 
antecedentes al Poder Ejecutivo estándose a lo que éste resuelva 


Artículo 34 La Corporación podrá emitir bonos con derecho del tenedor a 
canjearlos por acciones del propio Organismo o que éste tenga en propiedad 
en su Cartera. 


Para emitir esta clase de bonos, además del cumplimiento de lo 
establecido en el artículo anterior, el Directorio deberá dictar previamente una 
reglamentación general en la materia. 


V - DEL CONTRALOR 


Artículo 35 La Corporación remitirá al Poder Ejecutivo, copia fiel de la 
memoria anual, el balance, los estados contables, actas de la Asamblea de 
Accionistas y los informes de las auditorías que se dispongan conforme al 
artículo 28 de la ley que se reglamenta. 


El Poder Ejecutivo, podrá requerir de la Corporación la remisión de copia 
fiel de actas del Directorio, así como cualquier elemento, dato o explicación, 
que estime necesarios para el cumplimiento de la función de contralor que tiene 
cometida. 
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Artículo 36 Los estados contables periódicos se ajustarán en su 
formulación a los modelos de Estados Contables Uniformes establecidos por 
los decretos 827/976, de 22 de diciembre de 1976 y 198/978, de 5 de abril de 
1978. 


Lo dispuesto en el articulo anterior es sin perjuicio de los que establezca el 
Banco Central del Uruguay para el contralor de las operaciones que impliquen 
intermediación financiera. 


Artículo 37 El balance anual, antes de ser considerado por la Asamblea, se 
remitirá al Tribunal de Cuentas para su visación. 


Las observaciones que formule el Tribunal de Cuentas, serán 
comunicadas por éste al Poder Ejecutivo. 


Artículo 38 Aprobado el balance anual por la Asamblea General de 
Accionistas, se publicará en el "Diario Oficial". 


Sin perjuicio de lo establecido anteriormente, el Directorio de la 
Corporación podrá disponer la publicación del Balance que dicho Organo 
hubiera aprobado para ser presentado a la vista del Tribunal de Cuentas y su 
posterior consideración par la Asamblea General de Accionistas. En tal caso al 
pie del mismo se dejará constancia de que se encuentran pendientes dichos 
trámites. 


Artículo 39 El Banco Central del Uruguay dispondrá las medidas de 
contralor para las operaciones de intermediación financiera que realice la 
Corporación. 

Toda observación que formule al respecto será comunicada al Poder 
Ejecutivo. 

VI - DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 40 La contratación con terceros que realice la Corporación se 
regirá por el derecho común sustantivo y adjetivo. 

Quedan comprendidos en el inciso anterior los actos de preparación, 
celebración y ejecución de los contratos, así como todo acto de naturaleza civil 
o comercial, incluyendo los de carácter financiero. 


Artículo 41 Este reglamento tendrá vigencia a partir de su publicación en 
dos diarios de la capital. 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N* 41 


En Montevideo, el día veintiuno de junio del año 
dos mil once, a la hora catorce cuarenta y cinco mi- 
nutos, se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, la señora Senadora Cons- 
tanza Moreira y los señores Senadores Eber Da Rosa, 
Carlos Gamou, Francisco Gallinal, Eduardo Lorier, 
Rafael Michelini, Carlos Moreira, Rodolfo Nin Novoa 
y Ope Pasquet. 

Concurren, especialmente invitados, los señores 
Presidente y Vicepresidente de la Corte Electoral 
doctor Ronald Herbert y doctor Wilfredo Penco, res- 
pectivamente; los señores Ministros, doctor Gustavo 
Silveira, doctora Margarita Reyes, Walter Pesqueira 
y doctor Germán Lezama; la señora Secretaria Le- 
trada, doctora Mariella Demarco y los señores aseso- 
res, contadora Beatriz Barbato y contador Daniel Pe- 
reyra. Por la Asociación de Funcionarios Electorales 
del Uruguay, la señora Presidenta, Lía Vinci, el señor 
Secretario General, Víctor Denis, como integrante de 
la Comisión de Presupuesto, la señora Silvia Iguini, y 
el señor asesor contador Daniel Mesa. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Presi- 
dente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y las señoras Prosecretarias, 
Ana Veríssimo y María Rinaldi. 

ORDEN DEL DÍA 

1) Carpeta N* 494/11. CORTE ELECTORAL. 
Se faculta a disponer la extensión horaria para sus 
oficinas. Proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por los señores Senadores miembros de la 
Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara 
de Senadores. (Distribuido N* 639/11). 

El señor Presidente da la bienvenida a los se- 
ñores invitados, autoridades de la Corte Electoral. 
El señor Presidente de la Corte Electoral, doctor Her- 
bert, agradece la invitación y cede el uso de la palabra 
al señor Vicepresidente, doctor Penco. 

El doctor Penco expone respecto a los recursos 
aprobados para el Organismo y señala que no fueron 
otorgados los que se solicitaron para ejecutar el plan 
de renovación de credenciales y traslados, a efectos 
de elaborar la base de datos. Informa que se plantea 
un plan alternativo de escaneo de las hojas electora- 
les en sustitución de la digitalización. 

El señor Senador Gallinal plantea interrogantes 
que el señor Penco responde. 

El señor Senador Michelini interroga sobre la opi- 
nión que les merece la inclusión de un inciso que 
exprese que los funcionarios sean afectados a la ta- 
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rea con un límite de tiempo, con el objetivo de dar 
garantías. 

El doctor Herbert responde y amplían los señores 
Ministros Penco y Silveira. Intervienen varios señores 
Senadores y se acuerda que los señores representan- 
tes de la Corte Electoral redacten una propuesta al- 
ternativa que remitirán a la Comisión. 

A la hora dieciséis y quince minutos, los señores 
invitados se retiran de Sala. 

Seguidamente, ingresan a Sala los señores repre- 
sentantes de la Asociación de Funcionarios Electora- 
les del Uruguay. 

El señor Presidente les da la bienvenida. 

La señora Presidentade la Asociación hace entre- 
ga de una carpeta que contiene una redacción susti- 
tutiva del artículo único del proyecto de ley a estudio. 
Expresa la importancia de que el texto mencione el 
artículo 267 de la Ley N* 18.172, que se vincula con 
la distribución de la partida entre los funcionarios; 
señala la importancia de comenzar por elaborar un 
plan, para toda la República, de renovación masiva 
de credenciales, de modo de contar con foto, firma y 
dirección actual en la hoja electoral. 

El señor Senador Carlos Moreira interroga sobre 
la opción de escaneo planteada por las autoridades de 
la Corte Electoral. 

El señor Mesa responde que se trata de evaluar 
costos-beneficios y que la renovación masiva requiere 
mayor cantidad de funcionarios. 

La señora Vinci lee el texto propuesto. 

La señora Senadora Constanza Moreira y el señor 
Senador Nin Novoa plantean, por su orden, interro- 
gantes que la señora Vinci responde. 

El señor Presidente agradece la presencia y los 
aportes brindados y los señores invitados se retiran de 
Sala. Es la hora diecisiete y veinticinco minutos. 

Varios señores Senadores intercambian opinio- 
nes. 

Se resuelve postergar la consideración del tema 
para la próxima sesión. 

2) Carpeta N* 569/11. SISTEMA DE RESPONSA- 
BILIDAD PENAL ADOLESCENTE (Sirpa). Se come- 
te al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) su creación. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes. (Distribuido N* 788/11). 

El señor Senador Michelini informa respecto al trá- 
mite que tuvo lugar en la Cámara de Representantes. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto de 
ley en general. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

La señora Senadora Constanza Moreira interroga so- 
bre las modificaciones introducidas en la Cámara de Re- 
presentantes respecto al proyecto de ley original. 

El señor Senador Carlos Moreira informa y anali- 
za los artículos 1”, 8? y 10 del proyecto de ley. 

El señor Senador Gamou mociona para que se su- 
prima la lectura y se vote el articulado en bloque. Así 
se resuelve. 
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Artículos 1% a 11.- (En bloque) 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

A propuesta del señor Senador Gamou, se designa 
Miembro Informante (verbal) al señor Senador Ra- 
fael Michelini. Se vota: 6 en 7. Afirmativa. 

3) Carpeta N” 382/10. REGISTRO NACIONAL 
DE HUELLAS GENÉTICAS. Creación. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Dis- 
tribuido N* 495/10. 

A propuesta del señor Senador Gamou, se resuel- 
ve postergar su consideración para la próxima sesión. 

4) Carpeta N* 557/11. ELECCIÓN DE DIRECTO- 
RES DEL BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL. Exone- 
ración de las sanciones previstas por el artículo 21 de 
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la Ley N” 16.241, de 9 de enero de 1992. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. (Dis- 
tribuido 776/11). 

Se posterga su consideración para la próxima sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 840/11, que forma parte de 
la presente. 

A la hora dieciocho se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 


Proyecto de ley aprobado por la Proyecto de ley presentado por varios señores 
Cámara de Representantes Representantes Nacionales 
Artículo 17 - Cométese al Instituto del Niño y Adolescente del | c/mod. | Artículo 1%. (Creación del Insituto de Responsabilidad Penal 
Uruguay (INAU) la creación con carácter transitorio, de un Adolescente).- Declárase que el Directorio del Instituto del 
órgano desconcentrado que se denominará Sistema se Niño y el Al y Uruguay (INAU) 
Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA) a fin de suceder de 
al Sistema de Ejecución de Medidas para Jóvenes en | ay Pe 
Infracción (SEMEJI), en todo lo relativo a la ejecución de las 
medidas socioeducativas dispuestas por los artículos 77 y | 
siguientes de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 
(Código de la Niñez y la Adolescencia). | 


El citado órgano cumplirá funciones hasta tanto la ley 
disponga, en el transcurso del actual Período de Gobierno, 
dentro del plazo más breve posible, la creación del Instituto 
de Responsabilidad Penal Adolescente como servicio 
descentralizado de acuerdo con lo dispuesto en la Sección 
XI de la Constitución de la República; y asumirá, por 
competencia delegada, los cometidos que el articulo 78 de la Ley 
N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, y el literal F) del artículo 
2” de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 19898, asignan al 
INAU. 


Tendrá a su cargo la ejecución de las medidas 
socioeducativas dispuestas por los artículos 77 y siguientes 
del Código de la Niñez y la Adolescencia (CNA; Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004). 


A tales efectos, y de acuerdo a lo que se dirá, asumirá, por 
competencia delegada, el cometido que el artículo 78 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay así como el 
literal F) del artículo 2* de la Ley N” 15.977 de 14 de setiembre 
de 1988, asignan al Instituto del Niño y del Adolescente del 
Uruguay. 


Artículo 2”. (Delegación).- A los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 1? de esta ley, el Directorio del Instituto del Niño y el 
Adolescente del Uruguay, delegará por resolución fundada las 
atribuciones que les asignan las normas legales, en una 
Comisión Delegada compuesta por tres miembros. 


. (Delegación) - A los efectos de lo dispuesto en el 
articulo 1% de esta ley, el Directorio del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay delegará, por resolución fundada, las 
atribuciones que le asignan las normas legales -en particular la 
que refiere a ser ordenador primario de gastos e inversiones 
dentro de los límites de las asignaciones presupuestales 
correspondientes- en una Comisión Delegada compuesta por 
tres miembros de reconocida idoneidad técnica, 
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Todo ello en un todo de acuerdo con las normas de esta ley y lo —| Todo ello en un todo de acuerdo con las normas de esta ley y 
preceptuado por el artículo 106 de la Ley N* 16.134, de 24 de lo preceptuado por el artículo 106 de la Ley N” 16.134 de 24 
setiembre de 1990, y los literales A), B), J), O) y P) del artículo 7* de setiembre de 1990 y tos literales A), B), J), O) y P) del 
de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, artículo 7* de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988. 


Artículo 3”. (Comisión Asesora Intergubernamental).- Créase una 
Comisión Asesora Intergubernamental del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente referido en el artículo 1? 
de esta ley, que se integrará por un representante de los 
organismos públicos que se dirá: 


A) Del Ministerio de Desarrollo Social, quien tendrá la función 
principal de contribuir a diseñar y coordinar todas las 
accionés necesarias a efectos de asegurar la existencia y 
el eficaz funcionamiento del Programa de Inserción 
Social y Comunitaria que por esta ley se prevé. 


Artículo 3%. (Comisión Asesora Intergubernamental).- Existirá 
una Comisión Asesora Intergubernamental de la Comisión 
Delegada creada por el Artículo 1% de esta ley, que se 
integrará por representantes de los organismos públicos que 
se dirá: 

A) Ministerio de Desarrollo Social, quien tendrá la función 
principal de contribuir a diseñar y coordinar todas las 
acciones necesarias a efectos de asegurar la existencia y 
el eficaz funcionamiento del Programa de Reintegro 
Social que por esta ley se prevé. 


B) Ministerio de Educación y Cultura y la ANEP, quienes 
tendrán la función principal de contribuir a diseñar y 
coordinar todas las acciones necesarias a efectos de 
asegurar la existencia y el eficaz funcionamiento de los 
proyectos de educación formal, no formal y formación 
profesional. 


B) Del Ministerio de Educación y Cultura y del Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, quienes tendrán la función principal de 
contribuir a diseñar y coordinar todas las acciones 
necesarias a efectos de asegurar la existencia y el eficaz 
funcionamiento de los proyectos de educación formal, no 
formal y formación profesional. 


C) Del Ministerio de Salud Pública y de la Administración de 
los Servicios de Salud del Estado, quienes tendrán la 
función principal de contribuir a diseñar y coordinar todas 
las acciones necesarias a efectos de asegurar la existencia 
y el eficaz funcionamiento del Programa de Medidas 


Curativas (articulo 106 del Código de la Niñez y la el eficaz funcionamiento del Programa de Medidas 
potros á á Curativas (artículo 108 del CNA). 


D) Del Ministerio del interior, quien tendrá la función principal | D) Ministerio del Interior, quien tendrá la función principal de 
La __ de contribuir a diseñar y coordinar todas las acciones | contribuir a diseñar y coordinar todas las acciones 


C) Ministerio de Salud Pública y Administración de los 
Servicios de Salud del Estado quienes tendrán función 
principal de contribuir a diseñar y coordinar todas las 
acciones necesarias a efectos de asegurar la existencia y 
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necesarias a efectos de asegurar la existencia y el eficaz 
funcionamiento de todos los aspectos vinculados a ta | 
seguridad externa de cada uno de los establecimientos | 
donde se desarrollen medidas socioeducativas de privación | 
de libertad. 


Articulo 4”. (Designación de la Comisión Delegada). La| c/mod. 
Comisión Delegada será designada por resolución del Directorio | redac, 


del Instituto del Niño y Adolescente del Unuguay, quien deberá 
asegurar, a tales efectos, la búsqueda del mayor consenso 
posible del punto de vista politico-técnico. 


Deberá comunicar los nombres que se proponga designar, | 
acompañados de sus respectivos curriculos, al Poder Ejecutivo y 
a la Presidencia de la Asamblea General, con una antelación no 
menor a los quince días corridos previo a su efectiva 
designación. 


2. (Requisitos, prohibiciones e incompatibilidades).- Los | clmod. 


Integrantes de la Comisión Delegada tendrán las mismas 
prohibiciones e incompatibilidades, en lo pertinente, que los 
integrantes del Directorio del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay. 


a su cargo la gestión cotidiana, debiendo ejecutar fielmente los 
lineamientos y las decisiones emanadas de la Comisión 
Delegada, y responderá directamente ante ésta. 


necesarias a efectos de asegurar la existencia y el eficaz 
funcionamiento de todos los aspectos vinculados a la 
seguridad externa de cada uno de los establecimientos 
donde se desarrollen Medidas Socioeducativas de 
Privación de Libertad. 


Articulo 4*. (Designación de la Comisión Delegada).- La 
Comisión Delegada será designada por resolución del 
Directorio del INAU, quien deberá asegurar, a tales efectos, la 
búsqueda del máximo consenso posible del punto de vista 
político-técnico. 


Deberá comunicar los nombres que se proponga designar, 
acompañados de sus respectivos currículos, al Poder 
Ejecutivo y a la Presidencia de la Asamblea General, con una 
antelación no menor a los quince dias corridos previo a su 
efectiva designación. 


Artículo 5*. (Requisitos, Prohibiciones e Incompatbildades) - 
Los integrantes de la Comisión Delegada deberán reunir los 
mismos requisitos y tendrán las mismas prohibiciones e 
incompatibilidades, en lo pertinente, que los integrantes del 
Directorio del INAU. 


Artículo 6*.- Existirá una Gerencia General Ejecutiva, que 
tendrá a su cargo la gestión cotidiana del IRPA, debiendo 
ejecutar fielmente los ¡ineamientos y las decisiones emanadas 
de la Comisión Delegada, y responderá directamente ante 
ésta. 
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Articulo _7% (Programas). Existirán cinco programas 
dependientes directamente de la Gerencia Genera! Ejecutiva, de 
acuerdo con el siguiente detalle: 


A) Programa de Ingreso, Estudio y Derivación. Tendrá a su 
cargo el Centro de Ingreso Transitorio de Montevideo, 
realizará los informes técnicos de diagnóstico inicial y 
definirá las derivaciones a los diversos programas y 
proyectos existentes. 


B) Programa de Medidas Socioeducativas no Privativas de 
Libertad y Mediación. Tendrá a su cargo la ejecución de las 
medidas socioeducativas previstas en los artículos 80 a 84 
inclusive del Código de la Niñez y la Adolescencia 


C) Programa de Medidas Socioeducativas Privativas de 
Libertad y Semilibertad. Tendrá a su cargo la ejecución de 
las medidas previstas en los artículos 86 a 88 inclusive del 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


D) Programa de Medidas Curativas.. Tendrá a su cargo la 
ejecución de las medidas socioeducativas previstas en el 
artículo 106 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 


E) Programa de Inserción Social y Comunitaria (egreso). 
Tendrá a su cargo todas las acciones tendientes a obtener 
un reintegro social exitoso. 


Articulo_8*. (Presupuesto).- El presupuesto del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente se establecerá en base a 
las previsiones del artículo 328 de la Ley N* 18.719, de 27 de 
diciembre de 2010, correspondiente al Presupuesto Nacional del 
periodo 2010-2014. 


Especialmente dispondrá de fondos a los efectos de cubrir las 


c/mod. | Artículo 7”. (Programas).-  Existián cuatro programas 
dependientes directamente de la Gerencia Genera! Ejecutiva, 
de acuerdo al siguiente detalle: 


A) Programa de Ingreso, Estudio y Derivación. Tendrá a su 
cargo el Centro de Ingreso Transitorio de Montevideo, 
realizará los informes técnicos de diagnóstico inicial y 
definirá las derivaciones a los diversos programas y 

proyectos existentes en el Sistema. 

| 

| 


B) Programa de Medidas Socio-Educativas No Privativas de 
Libertad y Mediación. Tendrá a su cargo la ejecución de 
las Medidas Socio-Educativas previstas en los 
artículos 80 a 84 inclusive del CNA; deberá instrumentar 
los preceptos del artículo 94 del CNA. 


C) Programa de Medidas Socio-Educativas Privativas de 
Libertad y Semilibertad. Tendrá a su cargo la ejecución 
de las medidas previstas en los articulos 86 a 88 
inclusive del CNA. 


D) Programa de Medidas Curativas. Tendrá a su cargo la 
ejecución de las medidas socio-educativas previstas en 
el artículo 106 del CNA. 


E) Inserción Social y Comunitaria (egreso). Tendrá a su 
cargo todas las acciones tendientes a obtener un 
reintegro social exitoso. 


| Artículo 8”. (Presupuesto).- El presupuesto del IRPA se 
establecerá, a partir de la promulgación de esta ley, en base a 
las previsiones del artículo 328 de la Ley de Presupuesto 
quinquenal correspondiente al período 2010-2014. 


c/mod, 
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necesidades en materia de infraestructura incluyendo, entre 
otros, construcción, mejoramiento y rehabilitación de inmuebles, 
comunicaciones, vigilancia electrónica externa e interna y 
vehiculos. 


Se dispondrá de fondos tendientes a la instalación de una 
guardia especializada de efectivos del Ministerio del Interior, 
destinados en exclusividad a la custodia y seguridad externa de 
los establecimientos de privación de libertad para adolescentes 
existentes o a construirse. Estos fondos se imputarán al 
Inciso 04, Ministerio del Interior, quien solo podrá destinar los 
mismos a la finalidad prevista en esta ley. 


| necesidades del IRPA en materia de Infraestructura 

incluyendo, entre otros, construcción, mejoramiento y 
¡ rehabilitación de inmuebles, comunicaciones, vigilancia 
| electrónica externa e interna y vehículos. 


Se dispondrá de fondos tendientes a la instalación de una 
guardia especializada de efectivos del Ministerio del Interior 
destinados en exclusividad a la custodia y seguridad externa 
de los establecimientos de privación de libertad para 
adolescentes existentes o a construirse. Estos fondos se 
imputarán al Inciso 04, Ministerio del Interior, quien solo podrá 
destinar los mismos a la finalidad prevista en esta ley. 


Artículo 9%, (Fondo de Infraestructura).- Con los fondos y a los 
efectos previstos en el artículo anterior —con excepción de lo 
previsto en el inciso tercero del mismo-, se creará el Fondo de 
Infraestructura del Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente (SIRPA), el que será administrado por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, en ejercicio de los | 
cometidos asignados por el artículo 11 de la Ley N* 15.785, de 4 | 
de diciembre de 1985, en la redacción dada por el articulo 34 de 
la, Ley N* 18.602, de 21 de setiembre de 2009, que se ajustará 
estrictamente a las directivas de la Comisión Delegada rectora 
del SIRPA y realizará todas las contrataciones mediante 
procedimientos competitivos que aseguren el cumplimiento de 
los principios de publicidad e igualdad de oferentes, y sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 114 del "TOCAF 1996" 


Artículo 9%. (Fondo de Infraestructura).- Con los fondos y a los 
efectos previstos en el artículo anterior —con excepción de 
lo previsto en el inciso tercero del mismo- se creará el 
Fondo de Infraestructura del IRPA, el que será 
administrado por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, en ejercicio de los cometidos asignados por el 
artículo 11 de la Ley N* 15,785, de 4 de diciembre de 1985, en 
la redacción dada por el artículo 34 de la Ley N* 16.802, de 21 
de setiembre de 2009, que se ajustará estrictamente a las 
directivas de la Comisión Delegada rectora del IRPA, y 
realizará todas las contrataciones mediante procedimientos 
competitivos que aseguren el cumplimiento de los principios de 
publicidad e igualdad de oferentes, y sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 114 del Texto Ordenado de 
Contabil inistración Fi lera 1996. 


En el caso del Inciso tercero del artículo anterior, los fondos se 


; an E 


"S'O"GvE 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


11O0Z ap orun[ ap ez 


Artículo 10. (Presupuesto y recursos humanos). Deberá 


| asimismo prever los fondos necesarios para la creación y mejora 

¡ de los cinco programas previstos en el artículo 7? de esta ley, así 
como todo lo atinente al funcionamiento de la Comisión 
Delegada, sus asesores y los integrantes de la Comisión Asesora 
Intergubernamental (artículos 1? y 3% de esta ley), incluyendo 
infraestructura edilicia, retribuciones, mobiliario, 
comunicaciones y locomoción. 


Lo mismo ocurrirá a efectos del ingreso de personal técnico 
profesional, especialmente licenciados en psicología, 
trabajadores sociales, médicos psiquiatras y de medicina 
general, auxiliares de enfermería, abogados, procuradores, 
profesores de educación fisica, educadores y técnicos en 
administración. Asimismo, podrá preverse el ingreso de 
ingenieros agrónomos, médicos veterinarios, especialistas en 
informática, talleristas y recreadores. t 


La Comisión Delegada podrá disponer o solicitar -según 
corresponda- por decisión propia o a sugerencia de la 
Gerencía General Ejecutiva, el traslado y la reubicación de 
funcionarios en o desde otros programas y proyectos del 
instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


Los fondos previstos en este artículo se imputarán al Inciso 27 
del Presupuesto Nacional, instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, Programa Seguridad Pública, Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente, con el exclusivo fin de 
ser utilizados a los efectos que esta ley prevé. 


Artículo 11. (Formación y capacitación).- Existirá un fondo 
previsto para un Programa de Formación y Capacitación del 
personal actual o futuro del Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente, funciones que estarán a carg 


o del Centro de 


clmod. | Artículo 10. (Presupuesto y Recursos Humanos). Deberá 
asimismo prever los fondos necesarios para la creación y 
mejora de los cuatro programas previstos en el artículo 7” de 
¡esta ley, así como todo lo atinente a la instalación de la 
Comisión Delegada, sus asesoras y los integrantes de la 
¡ Comisión Asesora Intergubernamental (artículos 1? y 3% de 


¡ esta ley) incluyendo lugar de funcionamiento, retribuciones, 
mobiliario, comunicaciones y locomoción. 


Lo mismo ocurrirá a efectos de ingresar Personal Técnico 
Profesional, especialmente Licenciados/as en Psicología, 
Trabajadores/as Sociales, Médicostas Psiquiatras y de 
Medicina General, Auxiliares de Enfermería, Abogados/as, 
Procuradores/as, Profesores de Educación Física, Educadores 
y Técnicos en Administración. Asimismo podrá preverse el 
ingreso de  Ingenieros/as  Agrónomos/as,  Médicos/as 
Veterinarios/as, Especialistas en Informática, Talleristas y 
Recreadores. 


Los fondos previstos en este artículo se imputarán al Inciso 27 
del Presupuesto Nacional, Instituto del Niño y del Adolescente 
del Uruguay, Programa Seguridad Pública, Instituto de 
Responsabilidad Penal Adolescente, con el exclusivo fin de ser 
utilizados a los efectos que esta ley prevé. 


Artículo 11. (Formación y Capacitación).- Existiá un 
fondo previsto para un Programa de Formación y 
Capacitación del personal actual o futuro del 
IRPA, funciones que estarán a cargo del Centro de 
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Formación y Estudios (CENFORES) del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay y, en lo atinente a los funcionarios, 
técnicos, mandos medios y superiores del Programa de Gestión 
de las Medidas Socioeducativas Privativas de Libertad y 
Semilibertad; se incorporarán las dependencias del Ministerio 
del Interior que correspondan, a cuyos efectos se firmará un 
convenio entre estas y el precitado CENFORES. 


Formación y Estudios 
atinente a los funcionarios, técnicos, mandos medios y 
superiores del Programa de Gestión de las Medidas ie 
ie Privativas de AN se incorporará al COGE 

a a ta seta enci 


del INAU y, en lo 


- Penite a 
terio. el Interior” Pp ¿ram 


"Instituto Nacional y Rehabilitación", a cuyos efectos se 
firmará un convenio entre ésta y el precitado CENFORES. 


£o a esente le 
Daria del Poder Ejecutivo. 


terio de Desarrollo Social dando 


de Ministros por el Minis 


dando cuenta de lo a amblea General. 
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23 de junio de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE..- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el pro- 
yecto de ley que tenemos a estudio, “Sistema de Res- 
ponsabilidad Penal Adolescente”, es uno de los tres 
que trató la Cámara de Representantes. Esta disposi- 
ción fue aprobada por unanimidad y consenso. Otro 
de los proyectos, a través del cual se procura incluir la 
tentativa como elemento para permitir que los Jueces 
lo tomen como falta grave -y, por lo tanto, se deban 
asumir las consecuencias-, cuenta con un gran res- 
paldo. Con respecto al tercero, que alude a los antece- 
dentes, podemos decir que si bien vamos todos por la 
misma avenida, existen diferencias en lo que refiere 
al plazo o al tiempo que los mismos deberían perma- 
necer, por lo que quedará a estudio de la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


Como decía, este proyecto de ley no solo cuenta 
con el acuerdo de la Cámara de Representantes, sino 
también con el respaldo de la unanimidad de inte- 
grantes de la Comisión del Senado especializada en 
estos temas. Ya vendrán, señor Presidente, quienes 
denostan y critican el trabajo parlamentario y dicen 
que algunas de las leyes no son perfectas; bueno, esta 
no lo es. No es perfecta a nivel parlamentario porque 
en el inciso segundo del artículo 1% hace una especie 
de promesa y eso no es lo más prolijo. Decir en una 
ley que se va a crear el Instituto de Responsabilidad 
Penal Adolescente antes de que termine el actual 
período de Gobierno no parece ser de buen trámite 
parlamentario. Sin embargo, ese segundo inciso es el 
corazón y la clave que indica que el Parlamento no 
solo vota leyes con la correspondiente prolijidad legis- 
lativa, sino en virtud de los acuerdos políticos que se 
hacen para generar consensos sobre temas delicados 
como este. 


Lo cierto es que si la Comisión se hubiese pues- 
to exquisita, este proyecto de ley estaría volviendo a 
la Cámara de Representantes. El hecho de intercalar 
en el medio del proyecto de ley el artículo 3%, que 
refiere a la creación de la Comisión Asesora Inter- 
gubernamental, cuando estamos hablando de cómo 
se va a implementar este Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente, indica que tampoco hay prolijidad 
en el ordenamiento de los artículos correspondien- 
tes. Pero quien se ponga exquisito en los temas le- 
gislativos no está apreciando el valor que tiene que 
este proyecto de ley sea aprobado por unanimidad, 
con amplio respaldo político en cuanto a atender una 
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tarea y encargarnos juntos de dar solución a un tema. 
Naturalmente, el hecho de que exista un proyecto de 
ley implica que se trata de un problema para toda la 
sociedad uruguaya. No podemos ocultar el sol con las 
manos: la minoridad que delinque es un problema; 
aunque, por suerte, los que lo hacen son los menos 
y en comparación con los países cercanos tenemos 
un porcentaje bastante menor, esto no quiere decir, 
señor Presidente, que no sea un tema difícil y delica- 
do. El problema existe y está generando una serie de 
víctimas en la sociedad uruguaya, a la que debemos 
proteger; me refiero a la anciana a la que le arrancan 
la cartera, el comerciante que balean o la persona a la 
que algún menor le arrebata el dinero. Estos son te- 
mas que debemos abordar como lo estamos haciendo 
en esta circunstancia: con responsabilidad y seriedad, 
e intentando -aunque quizás no siempre se pueda- 
realizar un acuerdo político de largo alcance, y en 
este sentido se presentaron innumerables iniciativas, algu- 
nas por parte de la oposición -que fueron bien recibidas- 
y muchas por parte de nuestros propios compañeros, 
los Legisladores del Frente Amplio. 


Estamos hablando de un tema delicado, que no 
tiene una única solución, porque se trata de nuestros 
hijos de 15, 16 o 17 años; todos pasamos por esas eda- 
des y sabemos que se experimentan cambios físicos y 
hormonales que hacen que los jóvenes se sientan po- 
derosos, pero siguen respondiendo como niños por la 
mentalidad que tienen. A esto se suma la pasta base 
-no ya la droga-, que dispara un nivel de adicción su- 
perior y hace que muchos jóvenes, desprovistos de los 
recursos suficientes, se inclinen por robar para poder 
consumir eso que muchos llaman “veneno”. 


¿De qué trata el proyecto de ley que el Senado 
está abordando hoy? Adelanto que en su redacción y 
prolijidad legislativa voy a hacer poco hincapié por- 
que, ante todo, considero que lo importante es que 
nos estamos ocupando del problema -que en realidad 
es más vasto, porque tiene que ver con la delincuen- 
cia- y lo abordaremos en tres capítulos, que corres- 
ponden a los tres proyectos de ley que ya fueron apro- 
bados en la Cámara de Representantes. De esas tres 
iniciativas, la que hoy estamos considerando tuvo el 
mayor consenso, y esperamos que ocurra lo mismo 
en este ámbito. 


Este proyecto de ley aborda un tema delicado. 
Aquellos menores que delinquen y cometen delitos 
peligrosos vuelven a hacerlo porque el Estado uru- 
guayo, que tiene la responsabilidad de contenerlos 
y retenerlos -ellos no están presos, sino retenidos-, 
no es capaz de lograrlo. La sociedad uruguaya, con 
toda razón, hace su reclamo, y nosotros, que forma- 
mos parte de ella, levantamos nuestra voz y decimos 
que es comprensible; la delincuencia existe en todo 
el mundo y seguramente nunca se pueda terminar 
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con ella, pero no es posible que un muchacho menor 
retenido, que ha cometido delitos, e inclusive asesi- 
natos, vuelva a hacerlo porque el Estado uruguayo no 
es capaz de retenerlo. 


Así, llegamos a la primera conclusión: el INAU, 
que atiende a más de 80.000 niños, no es capaz de 
contener a estos 200 o 300 infractores graves. La po- 
lítica general que tienen para esos 80.000 niños no 
les permite llevar adelante una política focalizada, 
directa, tipo láser, para esos 200 o 300 infractores, 
o quizás 400 si tomamos en cuenta los que todavía 
están en las calles de nuestro país. 


En ese sentido, lo primero que se dice es que hay 
que construir una institucionalidad que se ocupe di- 
rectamente del tema y tenga responsabilidades ante 
el sistema y la sociedad uruguaya, sin que se diluya 
frente a los 80.000 jóvenes con todo tipo de conflictos. 
Ante este problema de los jóvenes que se escapan, la 
primera solución es crear una institucionalidad, pero 
sabiamente nos hemos puesto de acuerdo en que ella 
no comience bruscamente, sino que se inicie dentro 
del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, de 
manera tal que en dos años -ojalá que en mucho me- 
nos-, que es el período previsto para que esté pronto 
el edificio que va a contener a estos jóvenes -con un 
área perimetral que los separe de la sociedad urugua- 
ya y evite, sobre todo, las fugas- se vaya brindando 
una institucionalidad creciente, hasta que podamos 
votar un proyecto de ley a sabiendas de que este re- 
medio mejora la situación en la que estamos. 


En algún momento se creyó que había que crear 
ahora el Instituto de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente, pero se podría estar dando a un Directorio una 
tarea que no estuviera en condiciones de abordar, lo 
que generaría una ventana o interfaz con una delin- 
cuencia todavía mayor, y no sería una respuesta ade- 
cuada a los problemas que tenemos con los jóvenes 
infractores. 


Por el artículo 1” -que carece de prolijidad par- 
lamentaria- se crea el Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente, que estará dentro de la órbita del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. En su 
segundo párrafo, los que votamos este proyecto de ley 
-que fue aprobado por unanimidad- nos comprome- 
temos a crear el Instituto respectivo cuando el sis- 
tema esté maduro, lo que deberá hacerse antes de 
que finalice este período de gobierno. Creo que esto 
es muy bueno, porque no delegamos a los Diputados 
y Senadores del próximo período el compromiso que 
tomamos nosotros. 


A este artículo 1%, que abarca todo -porque crea el 
Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, gene- 
ra el compromiso de crear el instituto respectivo den- 
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tro de dos años, marca el compromiso político que te- 
nemos y pone a rodar una solución adecuada a estos 
temas, de manera responsable-, le siguen otras diez 
disposiciones que intentan brindar un diseño institu- 
cional para que el sistema cuente con las autorizacio- 
nes legales para poner todo esto en funcionamiento. 
Para ello, el INAU creará una Comisión Delegada a 
fin de administrar y hacer funcionar el Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente y, como no podía 
ser de otra manera, le damos la capacidad de ser or- 
denador primario, con todas las atribuciones presu- 
puestales que deriven de ello. 


Por el artículo 2%, el Directorio del Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay delegará ciertas atri- 
buciones a la Comisión Delegada. 


En el artículo 4” se establece cómo se designa di- 
cha Comisión Delegada y se señala algo que, en mi 
opinión, no es bueno que se establezca por ley. Con- 
cretamente, se dice: “deberá asegurar, a tales efectos, 
la búsqueda del mayor consenso posible del punto 
de vista político-técnico”. Es muy difícil que alguien 
valore adecuadamente cuál es el nivel de consenso 
político-técnico que determina la ley; además, ni si- 
quiera lo evalúa, ya que habla del “mayor consenso”, 
sin referirse a qué porcentaje representa. Sin embar- 
go, más allá de la cuestión de la prolijidad de la ley, se 
trata de un elemento esencial porque marca el nivel 
de acuerdo, de compromiso y de consenso que debe 
reflejar esta Comisión Delegada para poder seguir 
avanzando en estos temas. 


El artículo 5% refiere a los “Requisitos, prohibi- 
ciones e incompatibilidades” de los integrantes de la 
Comisión Delegada, que serán iguales a los previstos 
para quienes integran el Directorio del Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay. 


El artículo 6” prevé la existencia de una Geren- 
cia General Ejecutiva. Esta disposición cuenta con 
una única frase pero contiene un elemento sustan- 
cial, porque muchas veces, por poner responsables 
a cargo de institutos o consejos desconcentrados, no 
tomamos el recaudo de que alguien se encargue de la 
gerencia, a pesar de que en muchas oportunidades, 
señor Presidente, de la gestión depende el éxito o el 
fracaso de las políticas que las personas más idóneas 
diseñan y los señores Legisladores respaldamos, apro- 
bamos o encomendamos. 


El artículo 7* hace referencia a los “Programas”, 
lo que también es sustancial. Se mencionan, concre- 
tamente, el “Programa de Ingreso, Estudio y Deri- 
vación”, que tendrá a su cargo el Centro de Ingreso 
Transitorio de Montevideo; el “Programa de Medidas 
Socioeducativas no Privativas de Libertad y Media- 
ción”; el “Programa de “Medidas Socioeducativas Pri- 
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vativas de Libertad y Semilibertad”; el “Programa de 
Medidas Curativas” y “Programa de Inserción Social 
y Comunitaria”, vinculado al egreso. 


El artículo 8% prevé el Presupuesto para el período 
2010-2014. 


El artículo 9% crea el Fondo de Infraestructura con 
los recursos votados en el Presupuesto Nacional para 
el período 2010-2014. 


El artículo 10 dispone que se prevea los fondos 
necesarios para la creación y mejora de los cinco pro- 
gramas, en aspectos tales como la infraestructura 
edilicia, retribuciones, mobiliario, comunicaciones y 
locomoción. 


El artículo 11 hace referencia a la formación y ca- 
pacitación del personal actual o futuro del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente. 


Debe advertirse, señor Presidente, que dejé para 
considerar en último lugar el artículo 3%, por el que se 
crea la Comisión Asesora Intergubernamental del Sis- 
tema de Responsabilidad Penal Adolescente. Aunque 
en realidad no se dice, doy por hecho que esta Comi- 
sión Asesora será honoraria, porque estará integrada 
por delegados de los Ministerios de Desarrollo Social, 
de Educación y Cultura, del Interior y de Salud Pú- 
blica, como así también del Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pública 
y de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. Todos estos organismos hacen a la minoridad, 
algunos por su seguridad, salud o educación, y otros 
porque la delincuencia está vinculada a la desintegra- 
ción familiar. Cada uno de estos Ministerios deberá 
tener un delegado y colaborará con la Comisión Ase- 
sora Intergubernamental para lograr una política de 
Estado. 


Este artículo 3% es muy importante, señor Presidente, 
pero lo es fundamentalmente por lo que no dice. Lo 
que la disposición no expresa pero se infiere de su 
redacción es que no vamos a dejar solos al Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA), y en 
el futuro al Instituto de Responsabilidad Penal Ado- 
lescente, en la tarea de retener o rehabilitar a los 
menores infractores o delincuentes que cometieron 
faltas graves. El Estado estará presente con sus más 
importantes Ministerios en esta materia, para dar un 
respaldo a la gestión que se llevará adelante. 


Finalmente, voy a hacer dos acotaciones. 


En primer lugar, aquellos que tuvieron la oportu- 
nidad de leer el comparativo habrán advertido que en 
la columna que está a la derecha figura el proyecto de 
ley presentado por varios señores Representantes Na- 
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cionales, en la medida en que esta iniciativa ingresó 
al Parlamento por dicha Cámara. El proyecto de ley 
tiene como base un diseño institucional que le dio el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, contan- 
do con el beneplácito, el acuerdo y el apoyo de quienes 
hoy son las autoridades del INAU. Si bien hubo mo- 
dificaciones, este Instituto de Responsabilidad Penal 
Adolescente, que se crea en dos tiempos, está más ex- 
plicitado y mejor diseñado en el proyecto de ley que 
votó la Cámara de Representantes. De todas formas, 
el diseño institucional de dos tiempos ya había sido 
previsto y sustanciado por el propio INAU, pues en 
el diseño original había un artículo 12 -que, natural- 
mente, no encaja en el nuevo diseño- por el que se 
daba a este proyecto de ley un carácter de dos tiem- 
pos, aspecto que me parece muy sabio a la hora de 
desarrollar las políticas con los menores infractores. 


En segundo término, debo decir que a partir de 
este proyecto de ley y del tema de la minoridad, es- 
tuve muy tentado de ingresar en la discusión sobre 
la minoridad que delinque. Realmente me interesa 
generar un debate haciendo hincapié en los puntos 
de vista que la izquierda tiene sobre estos temas, 
que no son los mismos que los del Partido Nacional 
y los del Partido Colorado, aunque hay aspectos de 
acuerdo. Inclusive, tuve la tentación de introducir- 
me en otros temas que son de pública notoriedad, 
que no están en la cancha legislativa pero sí pueden 
estar en la cancha constitucional. Finalmente, se- 
ñor Presidente, me convencí de que por ser un tema 
público y de discusión permanente, no era posible 
obviarlo, pero tampoco debía profundizar en él, al 
menos no en esta etapa. Sin embargo, sí debía in- 
sistir en este proyecto de ley, en este acuerdo, en el 
consenso y en la unanimidad con que se votó en la 
Cámara de Representantes, haciendo hincapié en lo 
que nos une y dando el máximo respaldo al Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente, sin estigma- 
tizar a los jóvenes. Debemos dar las herramientas 
para que el INAU -como si fuera una incubadora- 
vaya creando el Instituto que nacerá dentro de dos 
años con una nueva ley, pero sobre el que -reitera- 
mos- ya hemos asumido un compromiso. Sabemos 
que tenemos un problema y lo estamos abordando 
con seriedad y responsabilidad, pero sobre todo sin 
estigmatizar a los jóvenes. Sabemos también que 
tenemos que amparar a las víctimas -el primer de- 
recho que debemos tutelar es precisamente el de 
las víctimas-, pero no podemos mezclar este pro- 
yecto de ley con otros, ni con discusiones públicas 
conflictivas, controversiales y polémicas, pues no le 
daríamos a esta iniciativa el respaldo, la fuerza y 
la energía que pretendemos. Más allá de que todos 
estábamos en este camino, otros sectores -como el 
de Alianza Nacional, si mal no recuerdo- insistie- 
ron en este tema en reiteradas oportunidades. Es 
así que asumimos el compromiso de presentar esta 
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iniciativa en el mes de mayo y de aprobarla en junio 
con el mayor respaldo posible y con el apoyo político 
correspondiente. 


Es cuanto quería informar, señor Presidente. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: tal como 
lo señalara el Miembro Informante de la Comisión 
de Constitución y Legislación del Senado, este pro- 
yecto de ley, junto con otros dos que ingresarán la 
próxima semana, es el resultado del trabajo de una 
Comisión de la Asamblea General integrada por todos 
los partidos políticos, que fue creada a instancia de 
Legisladores del Partido Nacional -el Representante 
Luis Lacalle, actual Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, y fundamentalmente el Senador Jorge 
Larrañaga- y que estuvo integrada por los señores 
Senadores Penadés, Viera y quien habla, en repre- 
sentación de este Cuerpo. En ese ámbito se trabajó 
intensamente durante varios meses -desde que se 
constituyó en diciembre del año pasado hasta princi- 
pios del mes de mayo de 2011- en el estudio de tres 
proyectos de ley: este, que al igual que en la Cámara 
de Representantes será votado por unanimidad, y dos 
iniciativas más sobre las que sí se ha planteado sal- 
vedades y discrepancias entre los Legisladores de los 
distintos partidos políticos. 


Hoy estamos viendo el alumbramiento de una nor- 
ma con carácter transitorio y pienso que todos coinci- 
dimos en que es una especie de híbrido, que lejos está 
de ser un buen ejemplo de técnica legislativa, porque 
estamos creando un órgano desconcentrado que en 
primera instancia actuará como Comisión Delegada 
del INAU; luego, según una especie de compromiso 
estipulado, el Parlamento votará la implementación 
de un Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente 
que tendrá la naturaleza jurídica de servicio descen- 
tralizado. Quiere decir que tendremos dos etapas, a 
pesar de que sin duda alguna lo ideal hubiera sido 
que hoy estuviéramos asistiendo a la creación de un 
órgano con carácter definitivo que actuara con abso- 
luta independencia del INAU. Lamentablemente, eso 
no se pudo lograr. 


La idea de crear un instituto de rehabilitación o de 
responsabilidad penal juvenil, sea cual fuere el nom- 
bre que se le quisiera dar, tiene antecedentes en una 
propuesta del Partido Nacional presentada en el pe- 
ríodo de gobierno pasado. En el año 2005, varios Le- 
gisladores de mi partido, la ex Representante Nacio- 
nal señora Sandra Etcheverry y los Representantes 
Nacionales Enciso, Alonso y Abdala, presentaron una 
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iniciativa en la que se proponía la creación de un Ins- 
tituto Nacional de Rehabilitación del Menor Infractor 
con calidad de servicio descentralizado; y luego, en el 
año 2006, el Representante Nacional Borsari presen- 
tó otro proyecto sobre el mismo tema. Estas iniciati- 
vas ni siquiera fueron discutidas porque se consideró 
que con las estructuras con que contaba el INAU era 
suficiente para atender toda esta problemática de la 
minoridad infractora que constantemente y casi en 
forma diaria es objeto preferido de las crónicas perio- 
dísticas. No hay día en que al abrir el diario no leamos 
una noticia sobre algún hecho criminal, generalmen- 
te irracional, cometido por menores infractores. 


Ahora bien; aquí se ha hablado de que la minori- 
dad infractora, esa franja de adolescentes entre 13 y 
18 años que delinquen, son pocos en número, pero 
la verdad es que si son pocos en número, son muy 
activos. No son trescientos o cuatrocientos sino más 
de setecientos adolescentes los que cometen infrac- 
ciones, de los cuales trescientos setenta o trescientos 
ochenta forman parte de un programa de rehabilita- 
ción en base a medidas socioeducativas no privativas 
de libertad; de todos modos son menores infractores, 
que cometen rapiñas, a los que en muchos casos los 
jueces no mandan a la cárcel sino a sus casas. Otros, 
trescientos veinte o trescientos treinta, son menores 
que están sujetos a medidas privativas de libertad, 
con regímenes de semilibertad. Estos son los más co- 
nocidos porque siempre denotan conductas más pe- 
ligrosas. 


Si teníamos alguna duda de la importancia y rele- 
vancia que tiene la participación de los menores en 
hechos delictivos, no solo por lo que aparece en la 
crónica sino por la realidad criminal de todos los días, 
después de que recibiéramos en la Comisión a los 
jueces de adolescentes de Montevideo, a los fiscales, 
a los defensores de oficio, a los representantes de la 
Suprema Corte de Justicia y otros especialistas en el 
tema, quedamos mucho más preocupados que antes. 
Al margen de las consideraciones que se puede ha- 
cer sobre eventuales modificaciones legislativas, todos 
ellos estaban marcando reiteradamente y con parti- 
cular énfasis una omisión o una pésima gestión por 
parte de las autoridades del INAU en todo lo que hace 
a este tema tan delicado, tan difícil y tan complejo, re- 
lacionado con la contención y la rehabilitación de los 
menores infractores. Recuerdo sobre todo las expre- 
siones del defensor de oficio Sayagués Laso cuando 
muy gráficamente dijo que el sistema funciona como 
una verdadera puerta giratoria, donde los menores 
entran por un lado y salen por el otro, y donde a veces 
los jueces disponen privaciones de libertad que a la 
semana ya no son tales, porque el menor es derivado a 
uno de los hogares, por ejemplo “El Puerto” -hogar de 
ingreso y clasificación-, y luego a otros lugares de don- 
de se fuga con absoluta y total tranquilidad. Nosotros 
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visitamos la Colonia Berro y pudimos ver que su infra- 
estructura edilicia, conformada por viejas casonas de 
alrededor de cien años, es absolutamente inadecuada 
para esta tarea tan complicada de contener y rehabi- 
litar a este tipo de muchachos, de los cuales muchos 
tienen patologías siquiátricas y la mayoría son adictos 
a la pasta base. Reitero: la tarea de contenerlos, edu- 
carlos, rehabilitarlos y tratar de convertirlos en ciuda- 
danos es muy compleja. No digo que este tema haya 
saltado a la palestra durante el Gobierno del Frente 
Amplio, pero sí creo que durante los cinco años del 
Gobierno anterior asistimos a un proceso de deterioro 
constante de esta tarea tan esencial que hace a los ni- 
veles de seguridad pública. Recuerdo también que en 
el período pasado durante un motín llevado adelante 
en la Colonia Berro, vimos a la entonces Ministra del 
Mides presentarse ante los chiquilines, los gurises, y 
hablarles en un tono maternal, y luego tuvimos que 
presenciar cómo un Senador de la República salía 
como chofer en una camioneta del INAU con menores 
que le ponían un cuchillo en la garganta. 


A mi juicio, eso marca un defecto en el ejercicio de 
la autoridad; eso es pérdida de autoridad; eso genera 
una sensación de impunidad tal en quienes cometen 
delitos, que es peligrosísima y muy disolvente. 


Por tanto, más allá de las modificaciones que sin 
duda hay que hacerle a estas normas del Código de 
la Niñez y la Adolescencia -que no son vetustas ni 
arcaicas, pues este Código fue votado por todos los 
partidos políticos en 2004-, porque algunas de ellas 
perdieron actualidad, aquí hay un evidente problema 
de mala gestión por parte de aquellos a quienes les 
fue encargada la muy difícil tarea relacionada con 
la rehabilitación de los menores infractores. Pienso 
que en ese sentido es muy positivo que todas las co- 
lectividades políticas, al margen de nuestras discre- 
pancias -en temas tales como la conservación de los 
antecedentes, la edad de la imputabilidad y la mayor 
o menor duración de las penas privativas de libertad-, 
acordemos resolver este tema, aunque en nuestra 
opinión el término de cinco años es muy breve para 
los menores que cometen delitos realmente cruentos. 
Precisamente, hoy leí que a un menor apodado “el 
Ricky”, que mató a un guardia de seguridad, le dieron 
una pena de cuatro años y dos meses; lo más probable 
es que a ese menor - ojalá que no se fugue- dentro 
de dos años le den la libertad, porque aquí los jueces 
tienen total discrecionalidad y si consideran que el 
menor presenta signos de recuperación, pueden otor- 
garle la libertad en tanto no estén limitados por las 
normas del Código Penal en materia de liberaciones 
anticipadas. 


En fin, me parece que tenemos que analizar con 
mucha atención todo este tema. De todos modos es 
muy buena la actitud de los partidos políticos, que 
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más allá de las innegables diferencias, estamos ha- 
ciendo un esfuerzo para sancionar instrumentos jurí- 
dicos que permitan mejorar una situación que hoy es 
percibida como absolutamente deficitaria e inquieta a 
todos los uruguayos, sin distinción partidaria o ideoló- 
gica alguna. Si hay un tema en el cual no se marcan 
diferencias de tipo político entre los uruguayos es en 
el de la seguridad, como seguramente tampoco las 
hay en el tema de la educación, donde todos tenemos 
que poner la mayor de las generosidades y el mayor 
de los compromisos para tratar de mejorar una situa- 
ción absolutamente crítica. 


¡Ojalá que esto sirva! Observen, señores Senado- 
res, que cuando el propio Ministro Bonomi vino a la 
Comisión -incluso discrepando con Legisladores del 
partido de gobierno- dijo que este tema era muy im- 
portante. Para quienes dicen lo contrario, aquí tengo 
las últimas cifras del propio Ministerio del Interior, 
donde por ejemplo se indica que las rapiñas con par- 
ticipación de menores en calidad de autores en Mon- 
tevideo, durante el último trimestre de 2010 -estamos 
hablando de un delito de violencia contra la propie- 
dad-, ascienden a un 53 %. Dicho de otra manera, en 
el 53% de las rapiñas participan menores. Es más, 
en la página web del Poder Judicial se ha publicado 
que prácticamente la cantidad de rapiñas que come- 
ten los menores adolescentes se equipara a la que 
cometen los mayores. Es muy coherente: hay 9.000 
presos mayores y apenas 330 menores privados de su 
libertad, pero hay 1.000 fugas por año. Quiere decir 
que de esos 330 se fuga por lo menos tres veces cada 
uno, o bien uno se fuga seis veces y otro no se fuga 
nunca. Esa situación de fuga la tenemos que frenar 
definitivamente, o sea, si no detenemos ese “colador” 
que es la Colonia Berro nunca vamos a tener una so- 
ciedad segura. 


Por otro parte, hay que tener en cuenta que en 
este problema ha influido una muy mala gestión. En 
el Semeji, que es la división del INAU que se encarga 
de este tema, los Directores elegidos en estos últimos 
tiempos han cambiado tres veces. Por allí pasaron el 
doctor Uriarte, el Padre Mateo, alguien más que no 
recuerdo quién es, y más recientemente el doctor Jo- 
uroff. Al parecer, no aguanta nadie. Esto me lleva a 
pensar que a esta Comisión Delegada de tres miem- 
bros le espera una ímproba tarea y por ese motivo 
tendremos que ser absolutamente muy cuidadosos en 
la elección de quiénes van a estar a su cargo. Ante un 
tema tan difícil y complejo como el que nos ocupa en 
este momento, se tendrá que comprobar su idonei- 
dad. Por tanto, no se va a poder nombrar a cualquie- 
ra, sobre todo, cuando se ha intentado con muchas 
personas y todos fracasaron. 


También habrá que abandonar y desterrar los in- 
tereses corporativos, que han tenido mucho que ver 
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en este problema de gestión. El Semeji prácticamen- 
te no tiene funcionarios, solo cuenta con seiscientos 
setenta y cinco, y la mayoría ingresó después del año 
2008. Esto significa que, a diferencia de otros orga- 
nismos públicos, no dispone de personal envejecido, 
sino que casi todos ingresaron, reitero, después del 
año 2008, sin embargo la capacitación no ha sido 
buena. Consultamos al actual Presidente del INAU 
sobre este tema, quien sinceramente nos causó muy 
buena impresión -debemos reconocer que el actual 
Directorio tuvo una saludable reacción, a diferencia 
de los anteriores-, y él nos respondió que no dispo- 
ne de funcionarios capaces para enfrentar esta ta- 
rea, pero que se iba a tratar de capacitarlos. Luego 
le preguntamos si había corrupción y respondió que 
sí, que es evidente que hay corrupción, pero que se 
están llevando adelante procedimientos disciplinarios 
administrativos para eliminarla. Es público y noto- 
rio que algunas de las fugas fueron posibles por la 
corrupción de los funcionarios. Á esto se agrega que 
los guardias gremiales pedían que no les mandaran 
más muchachos con esas actitudes incomprensibles, 
máxime en personas que están afectadas a una tarea 
de esas características. 


Además -y es algo increíble-, en la Colonia Berro 
hay hogares que tienen guardia perimetral con Ser- 
vicio 222. Aquí se prevé que habrá una guardia del 
Ministerio del Interior especialmente afectada a una 
tarea tan difícil como esa, en una Colonia Berro en- 
clavada en un paraje rural de 240 hectáreas. Por cier- 
to, es un área extremadamente extensa, lo que hace 
muy difícil llevar adelante esta tarea de contención. 


Considero acertado -pues va en la misma línea- que 
intervenga la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
porque esto hay que hacerlo ya; no podemos llamar 
a una licitación que demore cincuenta años, porque 
esto hay que hacerlo ya. En su momento el Senador 
Larrañaga había planteado: “¡Punta de Rieles ya!”. En 
esa instancia la entonces Ministra Tourné fue empla- 
zada a que se terminaran las instalaciones en treinta 
días, pero como todas las cosas, estas también demo- 
ran -siempre demoran-; se inauguraron recién hace 
un par de meses. Esto nos habla de que se debió ser 
previsor y no haber perdido tanto tiempo en un tema 
que realmente a la sociedad uruguaya la está asolando. 


Creo que se está dando un paso, aunque nosotros 
hubiéramos querido que esto se concretara en 2005 
o en 2006, y que se hubiera abandonado un poco esa 
visión sociológica, compasiva y tutelar del pobre mu- 
chacho que viene de un hogar de extrema pobreza, 
con desarraigo familiar -lo que generalmente es cier- 
to- y al que hay que tolerar. ¡No hay que tolerarle 
nada! En esos lugares de contención hay que implan- 
tar disciplina estricta. Con el señor Senador Viera 
estuvimos en Belo Horizonte, y visitamos algunos lu- 
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gares similares a la Colonia Berro, donde realmente 
hay disciplina, se enseña a estudiar y a trabajar. Así 
sí se puede procesar la rehabilitación. No se puede 
rehabilitar a alguien que se fuga a los cuatro días, es 
imposible; no se puede rehabilitar si no se impone la 
disciplina, no se puede rehabilitar si lo único que se 
les da a los muchachos son psicofármacos para que 
no hagan cosas raras. Así no se rehabilita, porque 
para que el trabajo sea realmente efectivo se requie- 
re educadores, psiquiatras, médicos, psicólogos y el 
personal idóneo. 


Hoy en día la sociedad tiene que afectar recursos 
cada vez más importantes a este tipo de tareas, pot- 
que sin duda -lo digo gráficamente- en esto va la vida, 
la propiedad y los intereses de mucha gente, así como 
la coexistencia pacífica de todos los uruguayos. 


Es por todo lo expuesto que estamos acompañan- 
do esta iniciativa. Por lo menos su parte final ya la 
había planteado hace seis años el Partido Nacional, 
aunque en aquel momento no se entendió o no se 
creyó conveniente acompañarla. También aspirá- 
bamos a conservar los antecedentes de los menores 
para que se tuvieran en cuenta al momento de juzgar 
su responsabilidad si delinquían una vez alcanzada la 
mayoría de edad, y también la extensión de las penas 
privativas de la libertad. 


Esto, sin duda, significa un avance, y ojalá que no 
fracase porque, de ser así, no sé qué nos podría depa- 
rar el futuro. Adelanto que nosotros seremos celosos 
vigilantes de esto. 


Por otra parte, quiero decir que hay un aspecto 
que no se incluyó en el proyecto de ley -no se podría- 
pero que se tuvo en cuenta en el acuerdo al cual se 
llegó. Me refiero a que también se prevé la formación 
de una Comisión de la Asamblea General que haga 
el seguimiento de la gestión de esta Comisión Dele- 
gada. Creo que esa Comisión de seguimiento -simi- 
lar a la que existe actualmente vinculada al sistema 
carcelario- debe constituirse, porque el Parlamento 
tiene que estar muy atento a la manera en que se 
aplican y ejecutan luego estas leyes que -me parece- 
hoy la sociedad está pidiendo a gritos. Considero muy 
conveniente un cambio de gestión, de mirada, en el 
ejercicio de la autoridad, así como la aplicación de 
normas disciplinarias, una reeducación y rehabilita- 
ción de este grupo de menores infractores, y también 
el cambio de otras normas legales. Creo que no po- 
demos estar más sin un sistema de mínimos; no po- 
demos dejar este aspecto librado a la discrecionalidad 
de los Jueces porque podría suceder algo similar a lo 
que pasó hace algunos días que, incluso, fue filmado. 
Me refiero a que en una rapiña, un menor le puso 
un cuchillo en la garganta a una mujer embarazada, 
pero un Juez de Menores lo mandó para su casa, sien- 
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do que tenía una madre drogadicta y un padre preso 
Creo que hay que acotar ese margen de discreciona- 
lidad y que debemos seguir trabajando en este tema, 
buscando consensos en ese sentido. 


Esto, señor Presidente, es un paso y espero que 
no se circunscriba solamente a la aprobación de una 
norma legal sino que, en los hechos, la gestión de esta 
Comisión Delegada y luego la creación -absolutamen- 
te indispensable- de un servicio descentralizado in- 
dependiente del INAU, marquen una mejoría en este 
estado de situación que no dudamos en calificar de 
gravísimo, ya que la participación de la minoridad in- 
fractora en los hechos delictivos tiene una enorme 
incidencia en los niveles de seguridad pública. 


Era cuanto quería manifestar, señor Presidente. 
Muchas gracias. 


SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: por supuesto 
que vamos a votar afirmativamente este proyecto de 
ley; el Partido Colorado ya lo hizo así en la Cámara de 
Representantes. 


Como bien ya se ha expresado en Sala, esto tiene 
sus antecedentes. Se trata de una iniciativa plantea- 
da en períodos anteriores por el Partido Nacional que 
creo ha tenido un impulso sustantivo a partir de dis- 
tintos hechos políticos; del agravamiento, sobre todo, 
de la violencia de los delitos; de la participación en 
ellos de menores y también -tengo que decirlo- de la 
propuesta del Partido Colorado para hacer una refor- 
ma constitucional que, entre otras cosas, incluye la 
creación de un instituto especializado e independien- 
te para la rehabilitación de los menores infractores. 


Creo que estamos hablando de hechos políticos 
que llevaron a que, en definitiva, hoy estemos dando 
un paso adelante; aunque no solucionará todos los 
problemas, reconocemos que es un avance en la bús- 
queda de soluciones en un tema que realmente acu- 
cia a la sociedad uruguaya actual. 


La Comisión bicameral que trató este tema, y en la 
que trabajamos incluso durante los meses de verano, 
comenzó con una propuesta en este sentido que, tal 
como se expresa en este proyecto de ley, parte de una 
sugerencia del propio Directorio del INAU actual, que 
planteó algo diferente, es decir, la creación de un ins- 
tituto pero siempre dentro de su órbita. 


Realmente, este proyecto de ley avanzó hacia un 
acuerdo en la medida en que hubo un reconocimien- 
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to de la fuerza mayoritaria del partido de gobierno 
en cuanto a la necesidad de que en algún momento, 
y dadas las experiencias del Uruguay en ese senti- 
do -y, sobre todo, las de los últimos años en los que, 
evidentemente, el Semeji ha tenido un gran fracaso 
en la gestión del tema de los menores infractores-, 
se adoptara una decisión de esta naturaleza. Así, se 
aceptó esta fórmula -que termina siendo la iniciati- 
va que hoy aprobaremos- que crea un órgano nuevo, 
en la órbita del INAU, pero con el compromiso de 
que sea provisorio, que signifique solo una etapa de 
transición hasta llegar al deseado instituto totalmente 
independiente, tal como se expresa en el artículo 1% 
del proyecto de ley. 


En lo personal, quiero decir que me alegro de que 
estemos avanzando; espero que realmente sigamos 
trabajando en este sentido y que la Comisión bica- 
meral de seguimiento que se designe pueda seguir 
analizando cómo transcurre esta experiencia y cómo 
se va aplicando lo que se dispone en los siguientes 
artículos de este proyecto de ley -que tienen que ver 
con los recursos y la ejecución de los aspectos más 
importantes- para que esto resulte satisfactorio, un 
éxito. Ello tendrá que ver con la construcción de la 
infraestructura necesaria y con el funcionamiento 
de la Comisión asesora intergubernamental que va a 
tratar los distintos aspectos vinculados con la recu- 
peración de los menores infractores desde el punto 
de vista social, a través de la representación del Mi- 
nisterio de Desarrollo Social, para coordinar todas las 
acciones necesarias -como dice el texto, con el fin 
de “asegurar la existencia y el eficaz funcionamiento 
del Programa de Inserción Social y Comunitaria”- y 
del Ministerio de Educación y Cultura, porque todos 
sabemos que detrás de estos menores infractores hay, 
en realidad, problemas muy profundos, sobre todo en 
aquellos sectores más marginados, por lo que es obvio 
que debemos tratarlos desde sus distintas causas. Si 
hay algo que está en la base de la reacción y de la vida 
que encaran estos menores que infringen la ley, es 
su educación, su formación, aspecto en que eviden- 
temente el Uruguay tiene problemas; está en crisis. 
Esto se vuelve mucho más difícil en los sectores de la 
sociedad de donde generalmente surgen los menores 
que delinquen. 


También se deberá participar desde la órbita de la 
salud pública; todos sabemos -no podemos negarlo- 
que hoy en día, gran parte del problema del agrava- 
miento de la delincuencia tiene que ver con las adic- 
ciones a las drogas, en especial la pasta base que está 
haciendo estragos en nuestra juventud. Por lo tanto, 
debe haber un programa que atienda a estos menores 
que, lamentablemente, son muchos. No tenemos las 
cifras, pero el porcentaje de adictos entre esos 700 u 
800 menores infractores que están cumpliendo dis- 
tintas penas, seguramente es muy alto. Entonces, no 
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podemos pensar en la rehabilitación de esos menores 
simplemente a través de su capacitación o educación, 
porque lo que tienen realmente es un problema de 
salud, si tenemos en cuenta que la adicción lo es. 


Y habrá que considerar especialmente el tema de 
la seguridad en la contención, fundamentalmente de 
estos menores, porque si un Juez dispone -y esto es 
lo que más alarma a la población- que un menor que 
haya delinquido debe estar separado de la sociedad, 
debe estarlo. El Estado debe asegurar a la población 
trabajadora y honesta de este país que cuando la Jus- 
ticia dictamina que un ciudadano, mayor o menor 
de edad, debe estar separado de la sociedad, efec- 
tivamente lo esté. No puede seguir sucediendo que 
el 50% de los delitos perpetrados por menores, sean 
cometidos por menores fugados o reincidentes. Si so- 
lucionamos este problema estaríamos resolviendo el 
50% de los delitos que cometen los menores. Quiere 
decir que el funcionamiento de la Comisión Asesora 
Intergubernamental tiene una importancia trascen- 
dente -quien habla le asigna un rol fundamental- 
para que la Comisión Delegada -compuesta por tres 
miembros con gran capacidad técnica y que va a ad- 
ministrar aquel órgano- cuente con el asesoramiento 
adecuado para que su funcionamiento alcance los ob- 
jetivos que hemos mencionado. Asimismo, esperamos 
que funcionen las asignaciones presupuestales que 
se prevé en la ley y que también han sido previstas en 
el Presupuesto Nacional, porque si faltan cárceles en 
el país y si tenemos dificultades en el sistema carce- 
lario, ¡vaya si tendremos un problema de infraestruc- 
tura con respecto a los menores infractores, puesto 
que deben estar en un lugar que los contenga, pero 
también en sitios adecuados para lograr el gran ob- 
jetivo de su recuperación! Allí ha habido un retraso 
en la parte medular, que hace al fracaso de la gestión 
que se viene desarrollando en los últimos años. 


Hago votos para que este proceso de transición sea 
lo más rápido posible y para que continuemos tra- 
bajando en la creación de ese Instituto. Felizmente 
se ha llegado a entender y comprometer, a través de 
las presiones políticas, que debe ser un organismo in- 
dependiente y descentralizado. Nada mejor para ello 
que asegurarnos en el sentido programático, a través 
del establecimiento en la propia Constitución de la 
República. Solo con esta medida no vamos a resolver 
el problema, pero ya hay otras que están planteadas, 
algunas de las cuales se van a discutir en los próxi- 
mos días. Me refiero al mantenimiento de los antece- 
dentes de los menores cuando cumplen su mayoría 
de edad y a otros temas que el Partido Colorado está 
planteando, que tienen que ver, por ejemplo, con la 
atención a las víctimas -que tienen derechos y que 
no solamente sufren pérdidas materiales, sino hasta 
de vida, y el Estado tiene que hacerse cargo porque 
tiene responsabilidad-, o con el agravamiento de al- 
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gunas penas por la utilización de menores por parte 
de mayores para perpetrar sus delitos. Debemos solu- 
cionar, atender, legislar y penar adecuadamente este 
problema, puesto que al día de hoy todas las encues- 
tas lo ubican como la principal dificultad que siente 
la población uruguaya. 


Con mucho gusto vamos a votar este proyecto de 
ley, en el entendido de que es un paso más a través 
del cual se ha logrado determinados compromisos 
que hasta hoy no estaban más que en la intención, 
pero que ahora sí quedan plasmados en una ley que 
confirma, además, que cada uno de los partidos po- 
líticos hacen aportes en pos de estos grandes temas, 
sobre los que seguramente nadie tiene toda la verdad 
pero sí responsabilidades. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- En mi calidad de integran- 
te de la Comisión Bicameral que a iniciativa del se- 
ñor Senador Larrañaga designara oportunamente la 
Asamblea General para tratar este tema en represen- 
tación del Partido Nacional, quiero hacer uso de la 
palabra para sumarme a las aseveraciones que ya ha 
manifestado el señor Senador Moreira con mucha 
claridad en nombre de nuestro partido. Debo reco- 
nocer, señor Presidente, que no lo hago con mucha 
alegría, sino con un profundo sentimiento de decep- 
ción por el tiempo perdido y, además, reconociendo 
que una vez más todo el sistema político llega tarde 
a otro tema. 


Señor Presidente: tenemos que reconocer que el 
Uruguay está en deuda con la juventud; y está en 
deuda desde las más diversas áreas de la atención 
que la misma merece. Con honestidad intelectual 
debemos reconocer que esto no es responsabilidad 
única de las actuales autoridades, sino que viene de 
tiempo atrás. Somos conscientes, por un lado, de los 
serios problemas que el Uruguay tiene con relación a 
la juventud y, por otro, de que el sistema político no 
brinda las respuestas con la agilidad debida. Cuando 
nos horrorizamos al ver los índices de la educación, 
cuando vemos que más de 80.000 jóvenes no estu- 
dian ni trabajan en el Uruguay, cuando vemos dónde 
están radicados los niveles más duros de la pobreza, y 
cuando vemos en qué sectores de la población radica 
la mayor tasa de nacimientos, tenemos que darnos 
cuenta de que estamos llegando tarde en muchos de 
estos temas. En particular, el tema que nos convoca 
hoy es uno de los aspectos en los que debemos reco- 
nocer que llegamos tarde, a pesar de que el proverbio 
dice “más vale tarde que nunca”. 
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Quiero destacar que debemos decir las cosas como 
son, porque cuando se logran acuerdos, que saluda- 
mos y celebramos, tendemos a mitigar o decir “todos 
hemos trabajado”, pero en estos temas algunos hemos 
trabajado más que otros y eso debemos reconocerlo 
con mucha honestidad intelectual. Entonces, debe- 
mos consignar que hace muchos años los Legislado- 
res del Partido Nacional habían propuesto lo que hoy, 
cuatro o cinco años después, terminamos votando. Y 
me parece que también ahí llegamos tarde. 


Aquí se recordaba el día en que el Directorio del 
INAU -nosotros estuvimos presentes-, con mucha va- 
lentía, asistió a la Comisión de Presupuesto integrada 
con la de Hacienda en momentos en que se trataba el 
Presupuesto Nacional. En esa oportunidad, el Presi- 
dente del Instituto, doctor Salsamendi, reconocía que 
el INAU no podía hacer frente a la atención de los 
menores infractores y proponía que se le otorgara la 
máxima autonomía a una unidad interna del INAU, 
así como los rubros presupuestales para hacer, tími- 
damente, lo que desde hacía muchos años atrás varios 
Legisladores y un partido político del país -el principal 
Partido de la oposición-, proponían. Entonces, me pa- 
rece que se perdió un tiempo precioso. 


Así, señor Presidente, tal como rechazamos esa vi- 
sión fundacional que algunos integrantes del Gobier- 
no tienen en su discurso, diciendo que todo empezó 
cuando se inició el Gobierno del Frente Amplio en 
el año 2005, bajo la Presidencia del doctor Vázquez, 
también rechazamos la visión de integrantes del Par- 
tido Colorado que dicen o sustentan que todas estas 
cosas pasan porque se está promoviendo un plebiscito 
para la rebaja de la edad de la imputabilidad, plebisci- 
to que mi sector político acompaña. Eso es descono- 
cer, por un lado, que Legisladores de nuestro partido 
ya proponían este proyecto desde hacía muchísimo 
tiempo y, por otro, que el único programa de gobierno 
que en la última campaña electoral hablaba de estos 
temas era el que promovía la fórmula presidencial del 
Partido Nacional. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Enseguida se la concedo, se- 
ñor Senador. 


Debo reconocer que esta creación se logra a par- 
tir de un acuerdo entre todos los partidos políticos, 
y que la redacción de este proyecto contiene -como 
bien decía el señor Miembro Informante- cosas que 
no tienen mucho que ver con él, pero que responden 
a acuerdos políticos. 


El Partido Nacional considera que para la apro- 
bación de este proyecto de ley es condición sine qua 
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non que durante este período de gobierno se culmine 
el proceso por el que se crea el Instituto Nacional 
de Rehabilitación del Menor Infractor, absolutamente 
independiente y como un servicio descentralizado del 
INAU. Debemos reconocer que este INAU, en otras 
áreas, viene haciendo las cosas muy bien desde hace 
muchísimo tiempo. Ayer nos tocó visitar en la Cruz 
de Carrasco un emprendimiento de atención de me- 
nores que viven en la zona conocida como “Villa La 
Chancha”, ubicada frente a la usina de disposición 
final de residuos de la Intendencia de Montevideo; 
el mismo, denominado “Los Tréboles”, brinda un servicio 
sumamente importante para la atención de más de 75 
menores cuyas condiciones de vida son de una po- 
breza extrema, y lo hace gracias -entre otras cosas- al 
financiamiento que recibe del INAU, a través del pro- 
grama Club de Niños. 


Vamos a votar afirmativamente este proyecto de 
ley debido a la importancia que tiene y porque a nues- 
tro entender reconoce lo que hoy sucede. Á veces uno 
percibe que desde el ejercicio de la autoridad no se 
actúa con la firmeza debida, por supuesto respetan- 
do lo que establece la ley, como es obligación del Po- 
der Ejecutivo. Dentro de lo que establece la ley, todo; 
fuera de ella, absolutamente nada. Debemos admitir 
que aquí también, en el funcionamiento del Estado, 
tenemos problemas gravísimos, y voy a adelantar una 
opinión de carácter personal: creo que el Instituto 
que se creará podrá contar con muchos funcionarios 
provenientes del INAU, pero tendrá que hacerse una 
muy buena selección, porque así como hay excelen- 
tes funcionarios que cumplen perfectamente con su 
tarea, lamentablemente hay muchísimas irregulari- 
dades y graves problemas de corrupción. No podemos 
dejar de reconocer que todos los días nos enteramos 
por la prensa de situaciones de esta naturaleza, como 
por ejemplo que a algunos menores infractores los 
propios funcionarios les dan para el boleto para que 
puedan volver a Montevideo a delinquir. Sin embargo, 
ante estos hechos no se ve la firmeza con la que ha- 
bría que actuar, tomando medidas tales como la sepa- 
ración inmediata de estos funcionarios de los cargos 
que ejercen. 


Es bajo estas circunstancias que se produce una 
decepción por parte de la opinión pública, que es na- 
tural, por sentirse víctima de muchas de estas situa- 
ciones. Por suerte, ninguno de nosotros ni de nuestros 
familiares o conocidos ha sido víctima de un delito 
cometido por un menor infractor al punto de haberle 
costado la vida, aunque ocurren arrebatos y robos a 
diario. Sí percibimos que la inmensa mayoría de la 
población de nuestro país se siente absolutamente 
indefensa frente a una realidad que nos está golpean- 
do desde hace muchísimo tiempo, y para combatirla 
estamos aprobando hoy un proyecto de ley, aunque 
para que se pueda implementar va a tener que trans- 
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currir un lapso larguísimo. A pesar de ello, creo que 
debemos trasmitir y trasladar al Poder Ejecutivo el 
respaldo más absoluto -por lo menos, de nuestro Par- 
tido- para que se actúe con responsabilidad y, funda- 
mentalmente, con mucha severidad: severidad en la 
represión del delito y severidad en la reclusión, pero 
no una severidad como sinónimo de cometer atrope- 
llos que atenten contra los derechos de esos menores, 
que muchas veces también son víctimas de situacio- 
nes de las que no quisieron o no debieron participar. 


Entendemos que no debemos solo lavar nuestra 
conciencia pensando que ya se aprobó la creación 
del Instituto Nacional de Rehabilitación del Menor 
Infractor. No; además de eso, tenemos que fiscalizar 
y comprometernos a que ese Instituto se ponga en 
funcionamiento durante este período de gobierno y 
se realicen las inversiones necesarias para centros de 
reclusión modelo, porque nadie quiere que los me- 
nores estén en las condiciones que relataba el señor 
Senador Moreira a raíz de su visita a la Colonia Berro. 
Por supuesto que todos queremos una institución que 
disponga de los mejores profesionales para tratar de 
lograr que muchos de estos menores puedan ser rein- 
sertados en la sociedad, pero también para tener la 
tranquilidad de que quien sea internado con medidas 
de reclusión no se escape a la tarde siguiente para 
volver a cometer delitos. 


En una sociedad bastante compleja como la que 
nos ha tocado vivir, parecería que esa suerte de im- 
punidad resulta un estímulo para que otros menores 
dejen de trabajar o estudiar para imitar a aquellos 
que logran avances materiales por otros medios, que 
es el concepto que hoy domina al mundo. 


Ese es el compromiso que se debería asumir. 


Quiero señalar que todos los planteamientos rea- 
lizados por parte de nuestro partido político han te- 
nido la generosidad de ser motivados por la preocu- 
pación de solucionar los temas en forma inmediata. 
Hoy podemos decir con tranquilidad que desde hace 
muchísimos años venimos hablando de estos temas, 
así como de tantos otros en los que después la historia 
o la lógica de los hechos nos han terminado dando 
la razón, y dicho esto sin ninguna soberbia. Hay que 
reconocer que, en estas circunstancias, nuestro pat- 
tido pretende dar un contexto nacional que permita 
la atención debida para una solución rápida y de alto 
impacto. De lo contrario, señor Presidente, una vez 
más habremos llegado tarde a una situación que ya 
nos está desbordando y a la que tenemos que hacer 
frente rápidamente, con mucha eficiencia y con mu- 
cho pragmatismo. En estos temas no hay que tener 
miedo a tomar decisiones; por el contrario, hay que 
asumirlas, por supuesto que con la responsabilidad 
del análisis previo, pero luego de optar por un de- 


CÁMARA DE SENADORES 


23 de junio de 2011 


terminado camino, hay que transitarlo sin vergúenza, 
con la tranquilidad de que se va a hacer el intento de 
recuperar a esos menores y de que la inmensa ma- 
yoría de la sociedad va a tener la sensación de que el 
Estado cumple con una de sus finalidades primarias, 
que es brindarle seguridad. 


Este es el elemento central que hace que en la 
mañana de hoy participemos y acompañemos el pro- 
yecto de ley a consideración. 


Ahora sí, con mucho gusto, le concedo la inte- 
rrupción que me había solicitado el señor Senador 
Bordabertry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Bordaberty. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se ha hecho referencia 
al Partido Colorado y a la campaña pública -por todos 
conocida- sobre la propuesta de reforma constitucio- 
nal, en la que figura, entre otras cosas, la creación 
del Instituto Nacional de Rehabilitación del Menor 
Infractor. Por su parte, el señor Senador Penadés ha 
dicho que no es cierto que esto haya tenido inciden- 
cia en la decisión que hoy estamos tomando en el Par- 
lamento, como también manifestó que no se ha re- 
conocido la actuación de los Legisladores del Partido 
Nacional. Me permito señalar que eso no es cierto, ya 
que en forma personal y pública he reconocido una y 
otra vez la propuesta presentada por el señor Senador 
Lacalle Herrera en esta materia, y el partido así lo ha 
reconocido. Pero creo que entrar en estos torneos de 
quién es el que hoy está provocando esta situación no 
es lo más aconsejable, aunque sí hay hechos concre- 
tos que se pueden mencionar. 


Si se dice, por ejemplo, que la solución está llegan- 
do tarde, obviamente también hay que decir que está 
llegando, sin lugar a dudas, por esta campaña pública 
de recolección de firmas para someter a plebiscito en 
el año 2014 la propuesta de bajar la edad de imputa- 
bilidad, y así lo ha reconocido el Poder Ejecutivo. 


Aquí tengo un ejemplar del diario La República 
del 14 de junio pasado, que dice: “El ministro Eduar- 
do Bonomi, junto al subsecretario Jorge Vázquez y el 
director de la cartera, Charles Correa brindaron un 
informe en la Mesa Política del Frente Amplio (FA), 
sobre seguridad pública”. En la nota se dice que los 
jerarcas “manifestaron su intención de que el esce- 
nario delictivo respecto a los menores, sea sustancial- 
mente distinto en el año 2014, para que en los hechos 
no prospere el plebiscito” que promueve el Partido 
Colorado. A confesión de parte, relevo de prueba. 


Sin embargo, me animo a decir que eso no es lo 
más importante; lo más importante es que hoy esta- 
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mos creando un Instituto que es bueno para el país. 
Lo contrario sería como sostener que ayer para el 
Santos el gol no lo hizo Neymar, sino Elano, porque 
jugó muy bien. El gol lo hizo Neymar y ganó el equi- 
po. Más allá de propuestas y de actuaciones políticas, 
creo que hoy gana Uruguay al crearse este Instituto y 
también va a ganar en el año 2014, cuando se voten 
las otras medidas para mejorar la seguridad y poder 
vivir en paz. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo más importante fue el 
gol de Danilo. 


(Hilaridad.) 
Puede continuar el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Evidentemente, el señor Se- 
nador Bordaberry no escuchó la intervención del se- 
ñor Senador Viera, porque lo que hice fue contestar 
una afirmación que él realizó. Todo lo demás es un 
agregado publicitario del señor Senador Bordaberry, 


pero no es lo que estamos discutiendo en la mañana 
de hoy. 


Sin lugar a dudas, quien se va a beneficiar es el 
Uruguay y tanto es así que hoy vamos a votar este 
proyecto de ley que refiere a un tema del que fuimos 
impulsores desde larga data, porque estamos conven- 
cidos de que la seguridad pública realmente le preocu- 
pa al país. Cuando uno lee el acuerdo multipartidario 
sobre seguridad pública, alcanzado el año pasado por 
todos los partidos políticos, ve con gran satisfacción 
cómo una inmensa mayoría de los temas que allí fue- 
ron pactados y acordados integraban el programa de 
gobierno de nuestra colectividad política. Esta inter- 
vención tiene el objetivo de establecer algo que me pa- 
rece muy importante y es que el tema de la seguridad 
pública no debe generar el oportunismo de nadie; por 
el contrario, hay que dejar claro que la preocupación 
central de quienes planteamos estos proyectos y ejer- 
cemos una oposición positiva, tiene como objetivo -sin 
importar cuál sea el gobierno- que los beneficios se 
derramen sobre la población en general. 


Esperemos que la creación de este centro de re- 
habilitación juvenil, así como las medidas que hoy se 
sancionarán, se puedan implementar rápidamente. Que- 
da claro -debo reconocer que quizás esta no sea una 
posición que prestigie mi calidad de Senador- que los 
problemas no se solucionan porque se voten leyes; los 
problemas se solucionan cuando estas se aplican. Si 
algo tiene el Uruguay son leyes sobre todos los temas, 
pero que la ley esté no quiere decir que las soluciones 
le lleguen a la población, porque la ley puede no cum- 
plirse. Estamos ante un debate mediático-político y 
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cuando hoy la gente vea los informativos y sepa que 
se aprobó este proyecto de ley, con toda seguridad 
pensará -no tiene por qué pensar lo contrario- que el 
problema de la delincuencia de los adolescentes in- 
fractores se solucionó; sin embargo, lo que hoy hare- 
mos es aprobar un proyecto de ley cuyas consecuen- 
cias tardarán años en percibirse. Por eso mismo creo 
que las soluciones no solo tienen que estar consagra- 
das en el papel, sino que es fundamental que exista 
voluntad política para ejecutarlas. Me parece que ese 
es un mensaje que debiera llegar al Poder Judicial. 
Como dicen los ingleses, señor Presidente, un buen 
Juez es alguien que tiene mucho sentido común, y si 
además sabe de Derecho, mucho mejor. Como dije, 
los Jueces deben tener sentido común y por ello a uno 
le cuesta entender, a veces, cómo se adoptan medidas 
con relación a la minoridad infractora que nos alejan, 
o por lo menos nos impiden pensar que haya mucho 
de sentido común. 


Como digo esto, también digo que nos reconfor- 
tó cuando tomamos conocimiento de que una Jueza 
de Paysandú procesó -no solo ordenó la reclusión- a 
un menor infractor que había provocado, nada más 
ni nada menos, el fallecimiento de una docente en 
plena vía pública, y a renglón seguido procedió al pro- 
cesamiento con prisión de los padres por el incumpli- 
miento de los deberes inherentes a la patria potestad. 
Que esa medida la empezaran a adoptar muchos Jue- 
ces, no sé hasta qué punto no serviría para que mu- 
chos padres que hoy miran hacia el costado cuando 
sus hijos salen a delinquir, comenzaran a ejercer un 
poco más el control sobre estos menores. 


Finalizando mi intervención, debo decir que va- 
mos a aprobar este proyecto de ley entendiendo que, 
junto con otros que se anuncia vendrán la próxima 
semana, tiene el objetivo de aportar medidas patrióti- 
cas -no se trata de buscar la paternidad de algo que si 
no se aplica debidamente termina siendo una pater- 
nidad negativa- mientras se espera la instalación de 
las nuevas autoridades para que las actuales tengan 
todas las herramientas posibles para combatir un fla- 
gelo que calculo que preocupa a todos los que esta- 
mos en esta Sala. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco que el señor Se- 
nador Penadés me haya concedido una interrupción, 
porque quisiera dejar una constancia. 
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Cuando presentamos el informe no quisimos en- 
trar en las paternidades de los proyectos, aunque sí 
nos referimos a lo que había sido el impulso dado por 
Alianza Nacional. No deseábamos ingresar en esa dis- 
cusión porque le iba a quitar fuerza y energía a este 
proyecto de ley, que se estaría aprobando por unani- 
midad. Sin embargo, debemos dejar una constancia. 
Pensar que cualquiera de los partidos políticos uru- 
guayos -no el Frente Amplio- actúa, no porque quie- 
re solucionar los problemas que hay en la sociedad, 
sino porque otros realizan acciones políticas con el 
fin de obtener réditos políticos -que son naturales en 
el ejercicio democrático que todos hacemos en esta 
actividad-, es de una enorme ingenuidad, señor Pre- 
sidente. Nosotros actuamos para dar solución a los 
problemas y tenemos nuestras propias percepciones. 


El señor Senador Penadés dice que el Partido Na- 
cional había planteado esto hace bastante tiempo, 
que estamos llegando tarde y que algunos madura- 
mos la idea más tarde que ellos; puede ser, no lo voy 
a discutir. Lo que sí puedo decir es que estamos ac- 
tuando en función de los problemas. Existe el proble- 
ma de la fuga de los menores infractores y estamos 
implementando una determinada institucionalidad, 
en dos tiempos, para que esos menores no se fuguen 
y vuelvan a delinquir. 


Repito que pensar que estamos actuando porque 
otros lo hacen -más allá de lo que se dice en tal o cual 
reportaje-, me parece que es de una ingenuidad muy 
grande. Vuelvo a decir que actuamos en función de 
los problemas y vamos a tratar de dar soluciones con 
nuestras ideas, que podrán ser buenas, malas o las 
mejores -para otros las mejores serán las suyas-, pero 
lo que no puedo entender es que se piense que se 
actúa porque dentro de equis años podría haber o no 
una instancia plebiscitaria. Vuelvo a decir que pensar 
y razonar así es de una enorme ingenuidad. Es como 
que, frente a otros problemas, pensáramos que el Par- 
tido Nacional o el Partido Colorado hacen tal o cual 
cosa, no apuntando a solucionar el problema, sino 
como reacción a lo que hacemos nosotros. En reali- 
dad, no estamos pensando en lo que hace el Partido 
Colorado o el Partido Nacional, por dos razones: en 
primer lugar, porque estamos gobernando y tenemos 
muchos temas para solucionar y, en segundo término, 
porque -como también está a la vista- existen sufi- 
cientes inconvenientes en nuestra interna partidaria 
como para estar viendo los problemas de los otros. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- He culminado mi exposi- 
ción, señor Presidente. 
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SEÑOR VIERA.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- El señor Senador Penadés ma- 
nifestó que sus palabras surgieron a raíz de mis ex- 
presiones, y yo las quiero ratificar en toda su exten- 
sión. En primer lugar, ratifico el reconocimiento que 
hice en cuanto a iniciativas del Partido Nacional, que 
fueron varias. En segundo término, quiero decir que, 
según creo, ese es justamente el juego de la democra- 
cia, donde las distintas posturas, el debate y los he- 
chos políticos tienen una resultancia. Insisto en que 
eso es lo bueno de la democracia. Los reiterados pro- 
yectos planteados en ese sentido fueron una iniciativa 
importante, pero por algo pasaron muchísimos años 
sin que ni siquiera fueran debatidos. 


También tengo el derecho a pensar -aunque se me 
juzgue de ingenuo- que la iniciativa del Partido Colo- 
rado en esta materia, que entre otras cosas recoge la 
creación de un Instituto de Rehabilitación del Menor 
Infractor y la necesidad de convocar a la ciudadanía 
para incluir el tema en una reforma constitucional, 
también tuvo un efecto en este debate público y en 
este resultado. Es algo innegable. Son varias las ma- 
nifestaciones escuchadas en privado y públicamente 
que, sin dudas, influyen en las decisiones. Prueba de 
ello es que el primer planteo que vino a la Comisión 
desde el oficialismo, desde el Gobierno, era diferente; 
se trataba, lisa y llanamente, de un nuevo instituto 
dirigido por una terna con capacidades técnicas, pero 
dentro de la órbita del INAU. Llegamos a esto -que 
es un compromiso para que se dé una transición y se 
alcance un instituto descentralizado a través de una 
negociación- por las iniciativas que hemos reconoci- 
do, pero también por las presiones políticas, en el me- 
jor de los sentidos. Tengo derecho a pensarlo porque 
fue expresado en varios órganos de prensa -hoy se 
ha leído alguno- y estimo que eso no constituye una 
ingenuidad. 


Se decía que uno de los defectos de la propuesta 
del Partido Colorado era que recién tendría resulta- 
dos en el año 2014, pero creo que empieza a obte- 
nerlos de inmediato porque ha ayudado a apresurar 
algunas decisiones, y eso es válido. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.- Creo que existe unanimi- 
dad en cuanto a que el problema con relación a los 
adolescentes infractores tiene tres causas principa- 
les: en primer lugar, el consumo de pasta base -si- 
tuación que se ha implantado en el país-, a lo que se 
agrega el consumo de alcohol; en segundo término, la 
ineficacia de los establecimientos del INAU para con- 
tener a los menores infractores, quienes se fugan con 
facilidad; y en tercer lugar, el punto vinculado a una 
pérdida del efecto psicológico disuasivo de las sancio- 
nes privativas de libertad sobre los menores, quienes 
no se sienten constreñidos por el régimen punitivo. 
En el peor de los casos, la privación de libertad en 
establecimientos de los que se pueden evadir fácil- 
mente no impone un efecto disuasivo, sancionatorio, 
para que esos adolescentes infractores no cometan 
hechos delictivos. 


Tal como ha reseñado el señor Senador Moreira, la 
creación del Sistema de Responsabilidad Penal Ado- 
lescente constituye la transición hacia lo que enten- 
demos es absolutamente necesario: un Instituto de 
Rehabilitación del Menor Infractor que lo detenga 
y procure, precisamente, rehabilitarlo. Vamos a ter- 
minar con los eufemismos y decir que esto también 
tiene que oficiar como una cárcel para adolescentes 
-digámoslo con todas las letras- donde se sepa meri- 
dianamente que los menores que entran por resolu- 
ción judicial luego de haber cometido delitos no van 
a salir, como sucede en muchas partes del mundo. El 
señor Senador Moreira citaba antecedentes en que 
las fugas anuales de establecimientos similares alcan- 
zan un tres por mil y estamos hablando de aquí cerca, 
de la República Federativa del Brasil. 


Creo que este Instituto Nacional de Rehabilitación 
tiene antecedentes y vale citarlos, porque nadie anda 
buscando el ADN de las ideas que prosperan en el 
país -por suerte-, pero hay que reivindicarlas, porque 
es el trabajo de mucha gente, el esfuerzo de muchos 
Legisladores, de técnicos, de colectividades políticas 
que se han postulado y se han sometido a la decisión 
de la gente, plebiscitando esas iniciativas, en el acier- 
to o en el error. 


El señor Senador Moreira rescataba las iniciati- 
vas que varios señores Representantes Nacionales del 
Partido presentaron en el año 2005; por ejemplo, las 
de la señora Diputada Etcheverry y las de los señores 
Diputados Enciso -hoy intendente-, Abdala y Borsari. 
En nuestro caso, reconocemos como antecedentes la 
presentación en el Salón de los Pasos Perdidos, aquí 
en el Parlamento, el 10 de diciembre de 2008, de los 
Lineamientos Estratégicos para un Nuevo Uruguay 
elaborados por el equipo de técnicos de la Fundación 
para la Democracia Wilson Ferreira Aldunate, lo que 
sirvió como plataforma programática para nuestro 
sector y también para nuestro Partido Nacional. Allí 
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se expresaba la idea que veníamos manejando acerca 
de la creación de este Instituto Nacional de Rehabi- 
litación como órgano desconcentrado del INAU, para 
luego impulsar un servicio descentralizado. Recuér- 
dese bien esto, porque va a terminar siendo un servi- 
cio descentralizado por insistencia firme, categórica 
y explícita de los integrantes del Partido Nacional en 
la Comisión Bicameral. 


También hay que reconocer como antecedente 
cuando expresamente se dijo que este Instituto debía 
tener esas características para enfrentar una situa- 
ción que impacta a todos los uruguayos. Existe una 
población de aproximadamente 270.000 adolescentes 
de entre 13 y 17 años, mientras los llamados adoles- 
centes en conflicto con la ley penal son alrededor de 
400. Se trata de un número bastante menor en la ex- 
presión de quienes están analizando este tema desde 
un punto de vista profesional, sin perjuicio de que la 
percepción del peso de los menores infractores en la 
comisión de hechos delictivos, en el temor diario y en 
los medios de comunicación, se extiende a toda la po- 
blación. Sin embargo, esa visión no debe abarcar a la 
mayoría de los jóvenes porque si estamos hablando de 
400 en 270.000 adolescentes de entre 13 y 17 años, 
creo que los números son harto elocuentes en cuanto 
a que no se puede aplicar una suerte de etiqueta o 
estigmatizar la juventud de nuestro país, asumiendo 
que forma parte de los reales problemas vinculados 
con delitos en nuestra sociedad. 


Creo que históricamente ha habido problemas en 
el INAU, no solamente durante la Administración 
frenteamplista; me parece que en este tema hay que 
decirlo todo porque no podemos ser tan obtusos de 
mirar la realidad con un solo ojo y pensar que la pro- 
blemática de los adolescentes infractores se instaló a 
partir del 1% de marzo de 2005 con el primer gobierno 
del Frente Amplio. Por lo menos en lo personal, no 
estoy en esa tesitura y estoy convencido de que mi 
partido tampoco, pero es evidente que todo esto se 
ha agudizado y también es claro que si estas iniciati- 
vas se hubieran aprobado antes -cuando lo expresa- 
mos en su momento-, se le habrían evitado muchos 
males al país. Está claro que algunos proyectos con 
los que hemos colaborado también habrían generado 
un impacto tremendamente positivo en el tema de la 
seguridad, si se hubieran sancionado con anteriori- 
dad. Muchas veces, el sistema político y la sociedad 
en general frente a la modernización delictiva termi- 
nan llegando tarde. Ahora bien, este Instituto es, sin 
duda, capital. En el caso de ser urgentemente imple- 
mentado es un instrumento excepcional para comba- 
tir la delincuencia adolescente infractora porque va a 
tener un efecto fundamental. Si cada menor que en- 
tra al INAU tiene, como se dice, dos o tres fugas y hay 
una reiteración de fugas permanente, es evidente que 
un instituto de rehabilitación va a tener un impacto 


358-C.S. 


positivo si lo establecemos con las características que 
debe tener, con una construcción edilicia nueva. In- 
cluso, hay que tener en cuenta el aprovechamiento 
de las 300 hectáreas que aproximadamente hay en la 
Colonia Berro. Obviamente, ese edificio debe revestir 
las características de una verdadera cárcel para ado- 
lescentes, más allá de la especificidad de los profeso- 
res, de los especialistas y de los técnicos que deben 
buscar la rehabilitación de estos adolescentes, pero 
con guardia perimetral especializada, a fin de evitar 
por todos los medios las fugas. De no ser así, también 
en este servicio descentralizado vamos a reproducir 
lo del INAUÚ. 


Además, creo que hay antecedentes en los que 
desde hace tiempo se tiene una definición sobre este 
tema. El año pasado, en la instancia presupuestal 
se aprobó el artículo 328 del Presupuesto quinque- 
nal por el que se iba a disponer de recursos presu- 
puestales para llevar adelante la construcción de 
este instituto de rehabilitación. Me parece también, 
señor Presidente, que nuestro partido hace bien en 
reivindicar lo que todos intentan reivindicar, que es 
su accionar, su trabajo y, aunque algunos le quitarán 
o agregarán mayor eficacia a las iniciativas, también 
es indiscutible que desde el Partido Nacional hemos 
estado haciendo innumerables esfuerzos en la ma- 
teria. Esta iniciativa del Instituto que finalmente se 
va a aprobar la habíamos presentado en 2005 y 2006 
en los documentos programáticos de los sectores de 
nuestra colectividad política. Además, en setiembre 
del año pasado se presentó en ambas Cámaras, junto 
con una propuesta de agravamiento de las penas, un 
proyecto -que llevaba la firma de todos los Legislado- 
res del Partido Nacional- para punir la tentativa y la 
complicidad en el delito de hurto y mantener los an- 
tecedentes. También es verdad que, en el mes de di- 
ciembre, quien habla propuso en la Asamblea Gene- 
ral la creación de una Comisión Bicameral para tratar 
este tema que, por otra parte, también se encontraba 
como antecedente en los acuerdos programáticos que 
todos los partidos firmaron el año pasado. El instituto 
de rehabilitación estaba en esos acuerdos programáti- 
cos y era el único que existía en diciembre del mismo 
año, a nivel de la Comisión Bicameral integrada por 
todos los partidos, lo que se encuentra registrado en 
las actas correspondientes. Realmente, no se puede 
decir otra cosa sobre este asunto. 


Señor Presidente: yo sigo creyendo en la natura- 
leza humana y que dando oportunidades, ofrecien- 
do valores y aportando buenos ejemplos, sobre todo 
con medidas socioeducativas y educación, podemos 
rescatar y rehabilitar a algunos de estos muchachos. 
No renuncio como político, como padre, al intento 
de rescate de estos adolescentes infractores. Ayer, en 
un seminario sobre educación, manejábamos que hay 
780.000 niños y adolescentes de entre 5 y 19 años en 
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el país, de los que tenemos que ocuparnos en materia 
educativa, porque para ellos el tiempo y las oportu- 
nidades pasan, y, lamentablemente, la división entre 
la educación pública y la privada está generando una 
brecha que está haciendo nacer un fenómeno nue- 
vo al que llamo privatización de las oportunidades, 
lo que es extremadamente malo para cualquier so- 
ciedad donde, paradójicamente, hay más inversión 
educativa pero menos resultados en lo que hace a la 
calidad. Esto también tiene impacto en la seguridad. 


En 1975 un penalista español, Francisco Muñoz 
Conde, un referente en doctrina penal y criminología, 
escribía en su obra El conflicto entre la prevención ge- 
neral y la prevención especial que si no creemos en 
la reeducación de los menores, es que no creemos en 
la condición humana. Se refería a la respuesta que 
debe ofrecer la ley y, entonces, consignaba que debe 
ser punitiva, pero considerando que si la resocializa- 
ción es posible, lo es en el ámbito del menor. Por eso 
insistimos en la perspectiva humanista y responsable, 
que no es excluyente de la mano dura y firme pero 
que debe brindar oportunidades. Tampoco la solución 
debe ser complaciente con los infractores ni ofrecer- 
les una suerte de posgrado del delito, como muchas 
veces está ocurriendo con los delincuentes mayores 
en el sistema carcelario de nuestro país, pues en el 
año 2000 había más de dos mil presos y ahora, más 
de nueve mil. 


Creo que hoy vamos a aprobar una pieza angular 
en el engranaje del sistema judicial y en el cumpli- 
miento de las disposiciones de la Justicia a través del 
Poder Ejecutivo, con la reclusión de los adolescentes 
infractores de acuerdo con los mandatos judiciales 
para evitar que las cifras sigan reiterando la actuación 
de los mismos actores que cometen iguales hechos 
delictivos en función de las fugas que se producen. 


Quiero ser claro en cuanto a que jamás voy a negar 
instrumentos que convoquen a la gente; jamás voy a 
negar instrumentos que convoquen al pensamiento o 
a la expresión de los ciudadanos materializada en dis- 
tintas instancias o instrumentos acogidos en el marco 
de la Constitución de la República para ejercer dere- 
chos, transformaciones o modificaciones. Entre otras 
cosas, porque en el transcurso de mi vida, desde 1989 
hasta la fecha, no he accedido a ningún cargo público 
sino a través del mecanismo de la elección -si no vol- 
viera a ser electo, no integraré, por el dedo de nadie, 
ningún cargo de naturaleza alguna y me iré para mi 
casa- ni me muevo en el “torneo” de ver quién hace 
más. De la cita de todos estos antecedentes emerge 
que las decisiones a tomar estaban prontas antes de 
las instancias que se aducen y que hoy se manejan 
como concluyentes y capitales para propiciar la crea- 
ción de este Instituto con estas características. 
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Se ha dicho aquí que el Poder Ejecutivo ha reco- 
nocido el planteo de recolección de firmas impulsada 
por el Partido Colorado. ¡Qué me importa lo que re- 
conozca el Poder Ejecutivo! ¡Me importa muy poco 
lo que reconozca el Poder Ejecutivo! Yo reconozco lo 
que es verdad, la realidad, que indica que los antece- 
dentes del Instituto que se creará por este proyecto 
de ley datan de 2005-2006, de las propuestas parti- 
darias que nuestra colectividad política plebiscitó en 
la instancia electoral de 2009, por supuesto que sin 
éxito; de los proyectos de ley que presentamos el año 
pasado; de los acuerdos multipartidarios que firma- 
ron todos los partidos políticos y de la Comisión Bica- 
meral que comenzó a funcionar en diciembre y cuyo 
primer acuerdo fue, precisamente, el de reconocer la 
necesidad de su existencia. No ando cobrando cuen- 
tas ni diciendo que el Gobierno demoró en resolver 
la actuación de la Guardia Republicana en determi- 
nadas circunstancias, el pasaje de militares al Minis- 
terio del Interior y la transformación del cuartel de 
Punta Rieles en una cárcel, iniciativas por las que a 
mí y a mis compañeros se nos trató de golpistas en 
el período anterior. Felizmente se llevaron a cabo en 
este período de gobierno y ¡bienvenidas sean! porque 
con ellas gana la gente y gana el país. Eso es lo tras- 
cendente. 


Con toda franqueza y con el mismo derecho que, 
creo, asiste a señores Senadores de otros partidos a 
expresar que sus iniciativas pueden tener mayor o 
menor incidencia en la determinación o en la apro- 
bación de ciertos instrumentos legislativos y con la 
misma firmeza, razonamiento e intelección armónica 
de los antecedentes que he citado, puedo hablar de 
la incidencia que hemos tenido en la aprobación de 
este Instituto que deberá ser implementado de ma- 
nera urgente. Aviso al Poder Ejecutivo que estaremos 
mirando esa instancia con la lupa porque no es po- 
sible que se tome plazos extensos. Si hay recursos 
económicos para todo lo que nuestro partido ha cri- 
ticado del Presupuesto quinquenal que se aprobó en 
el Período anterior, también tiene que haberlos para 
llevar adelante la instalación de un centro de rehabi- 
litación cuyo costo no es demasiado alto y para que 
se lo dote de todas las seguridades, para lo que habrá 
que hacer un llamado a licitación urgente a través 
de los mecanismos más abreviados, tal vez, median- 
te la Corporación Nacional para el Desarrollo -según 
el artículo 328 del Presupuesto- o por los mecanis- 
mos legales que estén al alcance del Poder Ejecutivo, 
porque lo precisa el país. Esa será una manera de 
poner coto a la delincuencia adolescente que tiene 
una incidencia tremendamente negativa en los facto- 
res relatados al inicio y que me parece que escapan 
a cualquier otra consideración de agravamiento de la 
pena, de imputabilidad, de mantenimiento de ante- 
cedentes, de punición y de nuevas figuras delictivas. 
Si no se logra recluir a muchos de los adolescentes 
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infractores, atrapados por la pasta base, cumpliendo 
así los fallos que los Jueces dictan en nuestro país, 
no seremos eficaces en el combate de esta situación 
que está impactando en la sociedad uruguaya, en los 
propios jóvenes, en las familias de las víctimas y en la 
de los criminales. Hay que decir todo: hasta el crimi- 
nal tiene familia. En un régimen humanista, liberal, 
democrático, solidario e inclusivo debemos velar por 
todas esas circunstancias. No se trata de abrazarse al 
criminal, sino de buscar respuestas eficaces y firmes 
en el marco de la Constitución, de la ley y de decisio- 
nes que son absolutamente irrenunciables. 


Quería hacer estas consideraciones porque se ha 
hablado mucho y se ha hecho cantidad de diagnósti- 
cos sobre todos los temas, pero no hay ejecución ni 
acuerdos en cuestiones mínimas y básicas que son 
imprescindibles para llevar adelante la lucha en fa- 
vor de una seguridad ciudadana más completa, que 
custodie personas, bienes y derechos protegidos por 
la Constitución de la República. 


Es cuanto quería expresar para apoyar esta inicia- 
tiva que consideramos vital y que, a nuestro juicio, 
debe implementarse de manera urgente. Creemos 
que este Instituto deberá ser un servicio descentrali- 
zado; fuimos exigentes en cuanto a esa característica 
para sacarlo de la órbita del INAU y para que pudiera 
especializarse, precisamente, en adolescentes infrac- 
tores que cometen delitos graves 


Señor Presidente: en la medida en que esta pro- 
blemática se resuelva podremos contribuir con el 
país, que en definitiva es lo que todos queremos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: con mucho 
gusto concederé la interrupción al señor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: muy escueta- 
mente quiero expresar que hemos avanzado, que acá 
lo trascendente es que se ha dado un paso adelante 
en un tema doloroso y complejo y que no hay solucio- 
nes mágicas. Con honestidad intelectual, debo decir 
que la solución a este problema va a ser larga, por- 
que su historia es larga; que la voluntad política del 
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Poder Ejecutivo y de este Gobierno es proceder rápi- 
damente, razón por la cual en el artículo 8” se alude 
a las previsiones hechas en materia de recursos en 
el artículo 328 del Presupuesto Nacional. Estaríamos 
engañando a la gente si, en lugar de trasmitirle que 
damos un paso adelante por un acuerdo de todos los 
partidos políticos, nos dedicáramos a pasar facturas 
y le dijéramos que va a ver la solución del problema. 


Reitero que se está dando un paso adelante en un 
tema extremadamente complejo, ya que con respecto 
a la institucionalidad se ha cometido un error que 
ha durado mucho tiempo. El tema de la minoridad 
nunca debió haber estado a cargo de lo que hoy es 
el INAU, que desde 1934 fue el Consejo del Niño y 
luego de las reformas realizadas en la década de los 
ochenta se transformó en el Iname. El 7 de setiembre 
de 2004 -no hace mucho tiempo- se aprobó en el Par- 
lamento, por unanimidad, el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, ámbito en el que este tema sigue figu- 
rando. Quiere decir que hay un problema de institu- 
cionalidad, que tiene una larga historia y que recién 
ahora comenzamos a resolver. 


Por otro lado, quiero recordar que existe una ma- 
triz social que no podemos ignorar. En cierta opor- 
tunidad, un amigo economista me contó que, luego 
de haber visto una película de Hendler en la que 
aparecían unos jóvenes que después de cometer un 
acto delictivo, apedrear a un patrullero y decir: “¡Viva 
nosotros, los chorros!”, se comenzó a cuestionar si, 
desde el punto de vista cultural, no estaba pasando 
algo en la sociedad uruguaya. ¡Claro que pasa algo! 
Cuando la matriz de integración social de una socie- 
dad se destruye, el proceso para revertirlo es extre- 
madamente largo, complejo y doloroso. Y es así por- 
que existe una incubadora en la que se da una triple 
exclusión: del mundo laboral, educativo y territorial. 
Cuando estas exclusiones se presentan en conjunto 
y en las casas y medios de comunicación se ve que 
la manera de resolver los conflictos es a través de la 
violencia, eso se integra como código cultural. Y una 
vez que esto sucede -es de conocimiento de todos los 
aquí presentes-, la reversión de ese proceso es extre- 
madamente larga. 


Reitero que estamos avanzando, que si bien no es- 
tamos frente a la solución del problema, sí estamos 
dando un paso trascendente que contribuirá sustanti- 
vamente a ello; quizá debió haberse dado antes, pero 
lo estamos haciendo en este momento y eso es lo que 
importa. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en el uso de la 
palabra el señor Senador Gamou. 
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SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: escuchar el 
debate sobre este proyecto de ley en particular me 
despierta un doble sentimiento. Por un lado, siento 
que debemos aprobarlo porque existe, lamentable- 
mente, un problema social; y por otro, siento el bene- 
plácito de poder desarrollar políticas de entendimien- 
to nacional como la que se plasma aquí. 


Con respecto a su autoría y paternidad, creo que 
en la actividad política Maquiavelo siempre le ganó 
a Jesús. Quienes nos dedicamos a la política quere- 
mos que la gente vea que hacemos cosas. De vez en 
cuando es bueno releer el Evangelio según San Mateo 
-lo hace un ateo confeso- que, en su Capítulo 6:1, 
dice: “Guardaos de hacer vuestra justicia delante de 
los hombres, para ser vistos de ellos; de otra manera 
no tendréis recompensa de vuestro Padre que está 
en los cielos”. Y a continuación, al comienzo del 6:2 
dice: “Cuando, pues, des limosna, no hagas tocar 
trompeta delante de ti”, seguidamente da una serie 
de ejemplos donde lo que en realidad importa son las 
acciones y las consecuencias que ellas tienen y no de 
quién es la autoría. 


Quiero agradecer especialmente la honestidad 
intelectual de los señores Senadores Penadés y La- 
rrañaga que reconocen que el problema de los ado- 
lescentes infractores no nace en el año 2005. No 
existió en ese año una especie de epifanía delictiva, 
de buenas a primeras no aparecieron los problemas 
de violencia que lamentablemente han ocurrido en 
nuestro país. Es más, el tema de los motines y las 
fugas viene desde hace muchísimos años atrás: desde 
la existencia del Consejo del Niño, luego del Iname y, 
actualmente, del INAU. Veamos un aspecto positivo, 
señor Presidente, en cuanto a la diferencia entre las 
fugas producidas: en mayo de 2010 hubo 70 fugas 
mientras que en el mismo mes de este año se produ- 
jeron 4. Coincido con el señor Senador Rubio en que 
no hay soluciones mágicas. No podemos garantizar 
que vayamos a tener cero fuga. ¡Ojalá podamos llegar 
a eso! En su momento, la prisión de Alcatraz fue una 
cárcel cero fuga -de lo cual se hablaba mucho-, pero 
cuando se escapó un preso la tuvieron que cerrar. 


A mi juicio, se están haciendo mejoras y en ese 
sentido quiero dar otra buena noticia. El Directorio 
del INAU me informó que el Ministerio de Economía 
y Finanzas aprobará el cien por ciento de los recursos 
humanos, el cien por ciento de las inversiones y el 
cien por ciento para funcionamiento solicitados para 
la puesta en práctica del SIRPA. Quiere decir que los 
recursos van a estar, así como la voluntad política. 


Por otra parte, creo que debería actuar la Comi- 
sión de la Asamblea General respectiva a efectos de 
hacer un seguimiento, porque esta es una política 
de Estado. No se trata de que nos alabemos los unos 
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a los otros, sino de asegurar que las cosas se hagan 
bien. Todos sabemos que seis cabezas piensan mejor 
que dos y dieciocho mejor que tres, que la autocrítica 
suele ser mucho más benevolente que la crítica a los 
demás. De ahí la necesidad de que exista un segui- 
miento de este proceso. 


Tenemos ante nosotros una situación de crisis; 
¡por supuesto que la tenemos! Porque con un sistema 
preparado para atender a alrededor de 300 menores 
privados de libertad, hoy se atiende a 450. ¿Por qué se 
da esta superpoblación? Los motivos son muy senci- 
llos. Si bien los jueces disponen la privación de liber- 
tad para algunos jóvenes -aunque sé que se han toma- 
do decisiones bastante controversiales que comparto, 
como la que se dio hace algunos días luego del asalto 
a un local de celulares-, lo cierto es que también ha 
disminuido sustancialmente el número de fugas. 


Quiero plantear -y pongo mucho énfasis en esto- 
que no debemos esperar la solución mágica porque 
lo que estamos analizando es un excelente plan, pero 
necesariamente deberá tener un período de transi- 
ción hacia lo que deseamos. En toda transición y en 
toda crisis, a veces hay que tomar medidas controver- 
siales. Uno puede juzgar una situación como de crisis 
también en base a lo controversial de las medidas que 
debe tomar para solucionarla. En estos días asistimos 
a una polémica en la opinión pública por los deno- 
minados “contenedores” para recluir jóvenes. Quie- 
ro decir que he escuchado hablar mucho sobre estos 
contenedores, sobre todo por parte de personas que 
no los han visto y que dicen que son prácticamente 
vagones similares a los que utilizaban los nazis para 
hacer los traslados. Incluso, señor Presidente, por in- 
tentar poner a los jóvenes infractores en estos con- 
tenedores, se llegó a acusar al Directorio del INAU 
de practicar torturas y de cometer otros crímenes de 
lesa humanidad. Me parece que sería bueno que mu- 
chos señores Senadores los vieran para que pudieran 
comprobar que son grandes, que tienen aire acondi- 
cionado y calefacción y también rejas. Además, por 
sobre todas las cosas, hay que tener en cuenta que 
estos lugares son para estancias transitorias, ya que 
allí serían derivados los jóvenes durante el período de 
selección, que puede demorar 24, 48 o, a lo sumo, 72 
horas. Obviamente, nadie está planteando que estos 
jóvenes vivan en ese lugar. 


En mi opinión, no podemos poner palos en la rue- 
da a la gestión que está llevando adelante el Directo- 
rio del INAU y el Semeji, de la que todos nos congra- 
tulamos, porque lo cierto es que hoy cuando abrimos 
el diario no nos encontramos con la noticia de que 
se fugaron ocho o nueve jóvenes. Hoy eso no suce- 
de, pero estas instituciones nos están pidiendo que 
habilitemos algunas medidas transitorias como esta 
y, a juicio de lo que viene sucediendo, si hubiera un 
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pronunciamiento contrario a la acción de amparo que 
elevara el Fiscal Viana a instancias del doctor Lasalle, 
vamos a tener un problema. 


Si estuviéramos en Suecia no estaríamos discu- 
tiendo si vamos a ubicar o no a algunos jóvenes en 
contenedores con aire acondicionado y calefacción, 
con aulas, baños, etcétera. Pero estamos en Uruguay 
y, lamentablemente, esta solución relativa al centro 
que se va a crear va a demorar un tiempo y, mientras 
tanto, seguirá habiendo menores infractores a los que 
habrá que alojar. Como bien se decía, diferenciando 
absolutamente el ejercicio de la autoridad del autori- 
tarismo, si no damos las facilidades que se piden, lue- 
go no pidamos al Semeji que tenga un porcentaje de 
cero fuga o que disminuya la cantidad de las mismas 
-como ya lo hizo- en un 90%. 


Brevemente, quiero expresar que hoy tenemos 
una gran oportunidad de poner en funcionamiento 
un nuevo sistema. En definitiva, privar a un joven 
de su libertad tiene varios componentes, y entre ellos 
está intentar su rehabilitación e impedir que siga en 
la calle porque representa un peligro para sí mismo 
y para toda la sociedad. Me gustaría comentar que, 
además de visitar los contenedores, tuve la oportu- 
nidad de conversar con algunos menores infractores 
y puedo decir que todavía creo que pueden recupe- 
rarse y rehabilitarse porque también son seres hu- 
manos. Muchos de ellos son personas muy temerosas 
que provienen de familias absolutamente deshechas 
y no podemos olvidar que no son “esos” jóvenes sino 
que son “nuestros” jóvenes. 


Por lo tanto, vamos a acompañar este proyecto de 
ley y pedimos que se preste especial atención a la cri- 
sis que vivimos en este sentido, que viene de muchos 
años atrás, en los que se ha producido una gran canti- 
dad de motines. Creo que, por primera vez, el sistema 
político en su conjunto se puso de acuerdo sobre dos 
o tres medidas respecto a este tema y por eso esta es 
una gran oportunidad. Á su vez, también advierto que 
el proceso va a insumir un tiempo pero estamos en el 
buen camino y, por lo menos, podemos dar a la opi- 
nión pública la esperanza de que este problema se va 
a solucionar. En consecuencia, vamos a votar el pro- 
yecto de ley y creemos que, además de la Comisión 
Especial para el Seguimiento de la Situación Carce- 
laria, debería existir un gran apoyo de todos nosotros. 


En el día de mañana se conmemoran los diez 
años de la creación del Semeji y seguramente todos 
los señores Senadores recibirán una invitación para 
concurrir a la Colonia Berro. Me parece que sería 
bueno que se acercaran para conocer esa realidad, 
ya que muchas veces solo vemos los estereotipos que 
muestra la prensa y olvidamos que quienes están allí, 
encerrados, también son seres humanos que podrían 
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ser nuestros hijos o nuestros nietos y que, por sobre 
todas las cosas, no son “esos” jóvenes sino “nuestros” 
jóvenes. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: quisiera 
hacer algunas consideraciones breves porque en, en 
términos generales, ya se han expresado los señores 
Senadores Moreira, Penadés y Larrañaga, cuyas expo- 
siciones compartimos completamente. Simplemente 
queremos celebrar la importancia sustancial de este 
paso y de este proyecto de ley, ante una problemática 
que se ha ido agravando con el tiempo y que tiene 
una larga historia. Además, se da un hecho formal o 
político importante porque se arriba a este proyecto 
de ley luego de una larga discusión y de un intenso 
intercambio de razones y elementos de consideración 
social, institucional y política, que refieren a los pro- 
blemas de nuestra sociedad con relación a la seguri- 
dad pública, arribando finalmente los cuatro partidos 
políticos a un acuerdo que resalta la importancia que 
tiene este tema. No cabe la menor duda de que este 
problema no es nuevo y, en ese sentido, mis compañe- 
ros mencionaron proyectos de ley que fueron presen- 
tados en el período anterior por la entonces Diputa- 
da Sandra Etcheverry y por el hoy Diputado Gustavo 
Borsari. También en la campaña electoral hicimos 
planteos y presentamos trabajos que realizaron tanto 
la Fundación Ferreira Aldunate como el Instituto Ma- 
nuel Oribe. Todo esto refleja el agravamiento que este 
problema ha experimentado con el tiempo, que ade- 
más nos lleva a recordar algunos antecedentes, como 
el de 1985, cuando se elaboró un proyecto de ley de 
características similares, presentado por el extinto 
Diputado Héctor Martín Sturla. Asimismo, en 1988, 
el Diputado Daniel Díaz Maynard presentó otro pro- 
yecto de ley similar, que apuntaba a la misma proble- 
mática. Quiere decir que este problema surge hace 
bastante tiempo y responde a una serie de problemas, 
causas y concausas, algunas de las cuales tienen sus 
raíces en nuestra sociedad. 


En la década de los sesenta, Juan Pablo Terra ad- 
virtió que detrás del proceso de la infatilización de 
la pobreza estaba este tema y no se lo puede igno- 
rar. Hay aspectos que refieren a la decadencia de 
la educación, que también tienen que ver con esta 
problemática, y otros que están relacionados con el 
comportamiento y la actitud de los jóvenes frente a la 
influencia del medio exterior y, sobre todo, a la acción 
de los medios de comunicación, lo que tampoco se 
puede ignorar. 
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En la época en que muchos de nosotros éramos 
adolescentes, oíamos hablar de un infanto juvenil in- 
ternado en el Consejo del Niño como un fenómeno 
raro, cuando en realidad -como bien dijo el señor Se- 
nador Rubio-, el problema de la minoridad infractora 
nunca debió estar en la órbita del Consejo del Niño, 
del Iname ni del INAU, porque la filosofía inspiradora 
de la creación de estos organismos fue esencialmente 
la de recoger a la minoridad desprotegida, abandona- 
da y huérfana, a efectos de recuperarla y protegerla. 
La intención era que, de alguna manera, el Estado 
sustituyera el rol de la familia para tratar de formar- 
los, encaminarlos y transformarlos en ciudadanos in- 
tegrados y útiles dentro de la sociedad. Lamentable- 
mente, la evolución de la problemática social influyó 
y fue determinando el agravamiento del problema de 
la delincuencia juvenil, que se fue transformando, 
sobre todo a fines de la década de los noventa y du- 
rante el nuevo siglo, en una dificultad cada vez más 
grave, acuciante y con más impacto sobre la opinión 
pública, generando miedo. Naturalmente, cuando 
una sociedad empieza a advertir problemas de segu- 
ridad, comienza a sentir miedo; y cuando siente mie- 
do, tiende a reaccionar. Por este motivo, pienso que 
es muy saludable que el sistema político reaccione 
en este sentido. Algunos lo atribuyen a la campaña 
de recolección de firmas y está bien; otros conside- 
ran que la campaña sirve para ayudar a esto y está 
bien. Es parte del oficio del político lanzar iniciativas 
que considera que, de alguna manera, contribuyen 
a solucionar el problema. Nosotros creemos que, en 
realidad, la verdadera causa o factor que determina 
este acuerdo es, precisamente, la maduración y el 
entendimiento de la complejidad de este problema, 
así como la madurez de las fuerzas políticas en el 
sentido de entender que a esto hay que darle una 
respuesta, porque no se puede permitir que la socie- 
dad sea invadida por el miedo o por la sensación de 
inseguridad, ya que es una de las peores cosas que 
le puede pasar. Por tal motivo, estamos convencidos 
de que es importante el diálogo -lo que tantas veces 
hemos pregonado en el sistema político- y de que, en 
lugar de hacer oídos sordos y de que cada uno hable 
para sí y para su público, trate de convencer a otros 
y de encontrar soluciones. Hay que tener en cuenta 
que para eso, en definitiva, el pueblo nos elige y nos 
sienta en un Parlamento, tanto a los representantes 
del Gobierno como a los de la oposición, porque todos 
tenemos responsabilidades: los que son Gobierno, de 
la conducción del destino del país, y los que somos 
oposición, de controlar, de discrepar con el Gobierno 
y también de aportar y contribuir con propuestas e 
ideas para solucionar los problemas de las sociedad 
que, como siempre decimos, no tienen color políti- 
co, no son de los blancos, de los frenteamplistas, de 
los colorados ni de los independientes, sino de todos 
los uruguayos con quienes convivimos dentro de la 
sociedad. 
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Quiero señalar que me parece muy importante que 
el proyecto de ley no solamente establezca la creación 
de este Instituto como un órgano desconcentrado del 
INAU, sino que, al mismo tiempo, determine el com- 
promiso de que durante este período de Gobierno se 
transforme en un servicio descentralizado. También 
contiene normas a los efectos de dar ejecutividad a la 
llamada Comisión Delegada, que va a ejercer la auto- 
ridad en materia presupuestal sobre este nuevo orga- 
nismo. De nada serviría -iy vaya si en el Uruguay hay 
experiencias de sobra a lo largo de la historia!- crear 
en el papel determinadas normas y después no dar 
los recursos o las herramientas necesarias para que 
eso se pueda llevar a la práctica. Es muy importante 
que en el Presupuesto nacional se haya votado una 
norma que faculta al Poder Ejecutivo a disponer de 
los recursos necesarios para implementar esta solu- 
ción, y es fundamental que se establezca claramente, 
como se hace en el artículo 2%, una delegación del 
Directorio del INAU en la nueva Comisión Delegada 
del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, 
con facultades para ser ordenador primario de gastos 
e inversiones. Si pasa a ser un servicio descentrali- 
zado también tendrá esa característica de ordenador 
primario de gastos, es decir que tendrá facultades 
para ejecutar el Presupuesto, lo cual asegura -desde 
nuestro punto de vista, al menos en los papeles, en la 
ley- que se creen toda las condiciones para que esto 
se ejecute. Por supuesto que vamos a ser severos con- 
troladores en esta materia y estaremos atentos para 
que esto se lleve adelante, primero, porque es una 
necesidad imperiosa de la sociedad uruguaya y, se- 
gundo, porque ha sido fruto de un acuerdo de todos 
los partidos políticos. Es un hecho que celebramos, 
además de resaltar su importancia. 


Por último, señor Presidente, quiero señalar que 
muchas veces en la opinión pública trasciende la idea 
de que el Parlamento no hace, no construye cosas, 
y se genera una imagen de desprestigio, que no es 
nueva porque ya ha ocurrido a menudo en nuestra so- 
ciedad. En este caso, estamos ante un proyecto de ley 
muy importante e, insisto, fruto de un acuerdo políti- 
co de los cuatro partidos representados en la Cámara 
de Senadores y en la Cámara de Representantes. 


En el día de hoy prácticamente no hemos visto la 
presencia de cámaras de televisión ni de medios de 
comunicación. Recuerdo que en muchas oportunida- 
des, en este Plenario y en la Asamblea General, hemos 
visto cámaras de televisión en abundancia, a veces 
por hechos casi anecdóticos de la vida parlamentaria. 
Hemos visto cómo tratan de sacar fotos, empujándose 
unos a otros, para ver quién toma primero la imagen 
de los hechos. Hoy este proyecto de ley debería ser 
objeto de una amplia cobertura y, sin embargo, sim- 
plemente pasará por algún artículo periodístico más. 
Después nos quejamos de que el Parlamento se des- 
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prestigia; después nos quejamos de que el Parlamen- 
to no hace cosas; después nos quejamos del despres- 
tigio de las instituciones parlamentarias. 


En la mañana de hoy escuché en un medio de 
prensa al Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, señor Diputado Lacalle Pou, lanzando una inicia- 
tiva que nos parece muy inteligente e importante: la 
creación de un canal de televisión propio de la Cáma- 
ra de Representantes. 


Esperamos, señor Presidente, que una iniciativa 
de corte similar prospere a nivel del Senado de la Re- 
pública, a efectos de que la gente tenga, por lo menos, 
la posibilidad de ver debates y diálogos profundos so- 
bre temas tan importantes para la vida del país, por el 
bien de la democracia y del sistema político. 


Muchas gracias. 
SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias, señor Presidente. 


Antes que nada quiero expresar que celebramos la 
creación del Sistema de Responsabilidad Penal Ado- 
lescente, SIRPA. Los pasos a seguir o el “Cométese” 
que se le da al INAU para hacerlo -eso es lo que esta- 
mos aprobando en este momento- es a los efectos de 
transitar hacia la creación del Instituto de Responsa- 
bilidad Penal Adolescente. 


Quiero señalar muy especialmente que en el ar- 
tículo 3% se crea la Comisión Asesora Interguberna- 
mental, que estará integrada por representantes de 
los Ministerios de Desarrollo Social, de Educación y 
Cultura, de Salud Pública y del Interior. Hay dos ra- 
zones centrales para crear una interinstitucionalidad 
de este tipo: la primera es que cualquier misión en 
relación a la minoridad infractora necesita del con- 
cierto de varias instituciones, y la segunda es que la 
rehabilitación requiere de al menos tres componen- 
tes: el socioeducativo, el terapéutico -proporcionado 
por el Ministerio de Salud Pública- y el de inserción, 
que dada la letra de la ley supongo que será compe- 
tencia del Ministerio de Desarrollo Social. 


El artículo 7” refiere a algo que, si bien no estuvo 
en discusión cuando se estudió este proyecto de ley, 
me parece interesante, y es la incorporación del Pro- 
grama de Medidas Socioeducativas no Privativas de 
Libertad. La concepción de seguridad que ha prima- 
do en el Uruguay -no por culpa de los viejos códigos 
sino de las nuevas comprensiones- es muy carcelaria 
en relación al delito, especialmente en lo que tiene 


364-C.S. 


que ver con la minoridad infractora. Quiero referir- 
me a esta otra concepción y para ello me voy a re- 
mitir a la Comisión Especial de Seguridad Pública, 
que integramos varios de los Legisladores que hemos 
hablado acá. En este ámbito recibimos, en audiencia 
pública, no solo a las autoridades competentes en el 
caso, sino también a representantes de la Universi- 
dad, de Unicef y de la Suprema Corte de Justicia. 
En esas ocasiones mucho se habló de los déficits que 
presenta el Uruguay en relación al cumplimiento ca- 
bal de la Convención sobre los Derechos del Niño. De 
hecho, en 1996 hubo una recomendación por parte 
de Naciones Unidas en la que se hablaba del Código 
de 1934 con previsiones contrarias a la Convención 
y se exigía el dictado de una nueva legislación, que 
finalmente se plasma en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia de 2004. 


El informe no gubernamental que se hace en 
2006 -emanado de esta misma Convención- requie- 
re información sobre niños, niñas y adolescentes, 
especialmente aquellos que se encuentran privados 
de libertad, y pide que esta sea la última medida. A 
su vez, expresa preocupación por el alto número de 
niños, niñas y adolescentes institucionalizados en el 
Uruguay, y por las insuficientes medidas que han sido 
tomadas para desarrollar alternativas a la institucio- 
nalización y promover la integración social. 


La minoridad infractora en el Uruguay y su des- 
pliegue en cifras y aparición en los medios de comu- 
nicación -aquí quiero recuperar una visión socioló- 
gica y de izquierda, que estuvo cuestionada, sobre la 
minoridad infractora- es la contracara del hecho de 
que los niños, las niñas y los adolescentes son los más 
pobres de la sociedad y a la vez los más perjudicados 
por la crisis que se instala en el Uruguay desde 1998 
y que hace su eclosión en el 2002. 


En el 2004, el 65% de los niños de 0 a 5 años eran 
pobres. Pensemos que parte de esas cohortes de ni- 
ños de edades entre 0 y 5 años que viene revelando la 
carga infantil de la pobreza -fenómeno que se agudiza 
en el 2002- serán menores infractores. Tengamos en 
cuenta que ese fenómeno va a continuar, porque esa 
cohorte que sufrió situaciones de pobreza y margina- 
lidad durante muchos años -todavía las sufre, pero no 
en la misma magnitud- la vamos a seguir heredando 
ahora y en el futuro. 


Por estas razones entiendo que es importante el 
diagnóstico y la interpretación sociológica. Esto no es 
solo un problema de concepción desde la izquierda. 
Los jóvenes en conflicto con la ley o los menores in- 
fractores surgen, básicamente -algunos no, pero sí su 
inmensa mayoría- de esos niños, niñas y adolescentes 
que crecieron y se desarrollaron en condiciones de po- 
breza a lo largo de décadas; ellos integran las llamadas 
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“clases peligrosas”. Todavía vivimos ese proceso, aun- 
que sabemos que la infantilización de la pobreza ha 
caído bastante, y no lo digo por hacer una reivindica- 
ción egoísta del Gobierno de mi partido, pero el gasto 
público social en el Uruguay fue claramente proadulto 
durante casi todo el último período democrático y solo 
fue recientemente que se desarrollaron algunas políti- 
cas destinadas a los niños, niñas y adolescentes, como 
el Plan de Equidad o la extensión del Fonasa. De todas 
formas, creo que más que un acierto político de un 
gobierno de izquierda esto es aceptar una tardía com- 
prensión de la sociedad de que nuestro gasto público 
estaba muy orientado a adultos y ancianos y que los 
niños, las niñas y los adolescentes estaban viviendo 
en situación de precariedad. Esto que tan temprana- 
mente denunció Juan Pablo Terra -que en 1986 llamó 
la infantilización de la pobreza-, a nosotros nos llevó 
un par de décadas entenderlo y es por eso que ahora 
existen estas medidas. 


La Ley N* 17.823 fija la privación de libertad 
como medida excepcional y por el menor tiempo po- 
sible, pero la cultura de seguridad imperante en el 
Uruguay y la legislación sobre seguridad muestra que 
la privación de libertad se ha convertido en la regla. 


El informe que el INAU y Unicef proporcionaron 
a la Comisión Especial de Seguridad Pública muestra 
que entre 1994 y el 2002 el control punitivo sobre la 
infancia y la adolescencia se incrementó; aumenta- 
ron las detenciones policiales en un 25%; en un 17% 
los casos arbitrarios de detención policial de jóvenes; 
la judicialización de los niños a todos los niveles cre- 
ció un 165%; la aplicación de penas de privación de 
libertad se duplicó, y más de 70 adolescentes priva- 
dos de libertad en el período lo fueron por infraccio- 
nes que no registraron ningún tipo de violencia. Esto 
quiere decir que la privación de libertad es la medida 
aplicada con más frecuencia por el sistema de Justi- 
cia. El 60% de las medidas cautelares que se toman 
sobre jóvenes y adolescentes en Montevideo, y el 80% 
en Maldonado, son con privación de libertad. 


Debo señalar que la mayor parte de las infraccio- 
nes son contra la propiedad y no contra el cuerpo de 
las personas -estos datos fueron proporcionados a to- 
dos en la Comisión-, lo que quiere decir que no son 
violentas; aclaro que me estoy refiriendo a la mayor 
parte. El bien jurídico es de escaso monto; incluso al- 
guien calculó en la Comisión cuánto era lo que roba- 
ban los jóvenes y cuánto lo que se había robado en el 
Banco Comercial, por ejemplo, para comparar peque- 
ños delitos con grandes. Los niveles de violencia son 
bajos; el 80% de los delitos que se comenten contra la 
propiedad se realizan sin armas de fuego y la mayoría 
de las infracciones son con escasa planificación, en 
forma espontánea, mayoritariamente a la luz del día, 
en la vía pública y en el propio barrio. 
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Finalmente el informe reseña que la extensión de 
horas de celda para niños, niñas y adolescentes alcan- 
za a las veintitrés. Esto quiere decir que tienen una 
hora libre al día y el resto permanecen en un encierro 
ocioso y compulsivo que, a su vez, empeora por la fal- 
ta de emprendimientos socioeducativos o dispositivos 
terapéuticos. 


Esta información se recoge en los variados infor- 
mes que nos hicieron llegar a la Comisión Especial 
para el Análisis de la Legislación relativa a los temas 
de Seguridad Pública y en especial la de los Adoles- 
centes en Conflicto con la Ley Penal. 


Para terminar, señor Presidente, quiero agregar 
que las distintas instituciones y personas que concu- 
rrieron a la Comisión mencionada nos hicieron lle- 
gar diferentes inquietudes. Entre ellas se encuentra 
la necesidad de superar la hiperfragmentación de las 
instituciones que proveen los servicios en relación 
con la minoridad infractora; la de mejorar las penas 
sin privación de libertad y la de trabajar con los me- 
dios para ayudarnos a construir una idea de minori- 
dad infractora menos ideológica y más cercana a la 
realidad. 


El sociólogo Luis Eduardo Morás señalaba en Co- 
misión que el 22 de noviembre, en un matutino -no 
dice cual-, aparecía un recuadro donde se aclaraba 
que hasta el momento había once comerciantes y 
ocho rapiñeros muertos. Luego agregaba que al día 
siguiente, el 23 de noviembre, a partir de un informe 
de la Bancada Bicameral Femenina, el mismo matuti- 
no señalaba que habían sido treinta y tres las mujeres 
asesinadas por parejas o ex parejas -antes 18 y ahora 
33-, y su titular expresaba: “Luego del rapiñero, lo 
más peligroso es un familiar”. Esa es una construc- 
ción de la cultura de la peligrosidad que atenta contra 
todos nuestros buenos planes y propósitos legislativos 
y ejecutivos. 


Morás también recordaba en esa instancia, que 
en el año 2010 se cumplieron cien años de la publi- 
cación del primer libro dedicado al tema, escrito por 
Washington Beltrán, y titulado Cuestiones Sociológi- 
cas: lucha contra la criminalidad infantil. El libro 
fue publicado en 1910, y uno de sus párrafos dice: 
“Preocupación honda y noble domina la mente del 
penalista, el investigador espíritu del sociólogo en 
los últimos cuatro lustros. Pavoroso problema de ar- 
dua solución, es el que presenta, ante los ojos de la 
humanidad asombrada, el creciente aumento de la 
criminalidad infantil”. Como dije, esto fue publicado 
en 1910 y se refiere al notable incremento de la cri- 
minalidad infantil. 


Por lo tanto, el tema no es nuevo, como tampoco 
lo es la modificación institucional. En 20 años hubo 
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cuatro cambios de nombre para la institución que se 
encarga de los menores infractores. Existía la División 
llamada Rehabilitación, dependiente del Consejo del 
Niño; luego estuvieron los Establecimientos de Alta 
Contención; posteriormente el INTERJ y, por último, 
el SEMEJI. Ahora bien, la palabra “rehabilitación” 
desapareció de la denominación del Instituto. Pensé 
que en el texto de esta ley figuraba el nombre “Insti- 
tuto de Rehabilitación”; incluso algún señor Senador 
se refirió al tema, pero en realidad se llamará “Siste- 
ma de Responsabilidad Penal Adolescente”. Para que 
los reformatorios no sean “deformatorios” -expresión 
que alguien vertió en la Comisión-, los jóvenes no 
pueden estar 23 horas al día presos y deberían au- 
mentarse las medidas sin privación de libertad. 


Como toda institucionalidad, hay realidades dis- 
tintas y hay que acabar con los mitos de que todo fun- 
ciona mal. El señor Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, Van Rompaey, rescata la necesidad de in- 
vertir en institucionalidad y no en endurecimiento de 
la pena o en la rebaja de la edad de imputabilidad. 
Además, hace un reconocimiento a la Colonia Berro 
-ruego que esto se lea- y recuerda el Hogar Ituzaingó, 
de gestión muy exitosa, que a su juicio combinaba un 
sistema de cuasi libertad, sin que hubiera mayores 
fugas o reincidencias. Justamente, mañana se festeja 
el décimo aniversario en el Hogar Ituzaingó y hay una 
invitación que se ha hecho extensiva a otros Legisla- 
dores. Creo que como estamos votando esta ley, sería 
bueno que recuperáramos las experiencias colectivas 
que, como la del Hogar Ituzaingó, no hubieran sido 
posibles sin el esfuerzo solidario y comprometido de 
su Directora, señora Paula Cores, y el Encargado, se- 
ñor Jorge Muñoz. Es importante destacar que estos 
ejemplos existen aquí en Uruguay y que deberían ser 
tomados en cuenta a la hora de construir una institu- 
cionalidad alternativa. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: como 
también hablé de la visión sociológica de este tema, 
estaba escuchando con atención lo que decía la se- 
ñora Senadora Moreira con respecto a lo que opinan 
algunas personas en el sentido de que se abusa de las 
medidas privativas de libertad. Sin embargo, el tema 
se ve claramente a través de la cifras. 


Tengo aquí un documento del Observatorio Na- 
cional sobre Violencia y Criminalidad del Ministerio 
del Interior, que indica -esto ya lo manifesté- que los 
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menores cometen cuatro veces más rapiñas que hur- 
to, los mayores cuatro veces más hurtos que rapiñas 
y los delitos en que participan menores son de extre- 
ma violencia. Por lo tanto, diría que por el contrario, 
hay poca pena privativa de libertad y, lo que es peor, 
después no se asegura esa privación de libertad, al 
no cumplirse con lo establecido en el artículo 89 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, que dice que 
deben ser lugares que aseguren su permanencia en 
el recinto. 


Pero hay algo más que me llena de estremeci- 
miento: el peso de los menores de edad autores de 
homicidios cometidos en Montevideo por año. En el 
2006, fue de 9%; en el 2007, 10%; en el 2008, 15%; 
en el año 2009, 26%, y en el año 2010, también 26%. 
Quiere decir que el 26% de los homicidios en Mon- 
tevideo se cometen por parte de menores infractores. 
A su vez, el 50% de las rapiñas en el país también las 
cometen menores infractores. 


Con respecto a lo expresado por el doctor Van 
Rompaey -que leí en la mañana de hoy, pero que es 
una historia vieja-, quiero agregar que cuando desta- 
caba lo de la Colonia Berro estaba acompañado por 
el señor Sergio Migliorata -si no me equivoco, Direc- 
tor del Partido Colorado-, y manifestaba que el cre- 
cimiento de infracciones cometidas por menores an- 
daba en el entorno de 24% o 25% por año. Vale decir 
que aquí tenemos un problema gravísimo. Si bien es 
verdad que el Código de la Niñez y la Adolescencia 
establece que la privación de libertad tiene que ser el 
último recurso, e incluso, que cuando priva de liber- 
tad el Juez tiene que fundar su sentencia de condena 
en un comportamiento que revela esta peligrosidad, 
ello está reflejado en las cifras que nos proporciona el 
propio Ministerio del Interior o la información de la 
página web del Poder Judicial. Nos tiene que llamar 
la atención. No podemos hablar de la sociedad de la 
que hablaba Washington Beltrán en ese magnífico li- 
bro, en 1910, que se asombraba de la violencia de ese 
tiempo. Si viviera, me pregunto qué diría Washington 
Beltrán ante estas cifras que marcan la participación 
de menores en delitos violentos. Sin duda, no hay 
nada más violento que un homicidio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la seño- 
ra Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: no quie- 
ro polemizar con el señor Senador Moreira, pero voy 
a recordar un par de cosas con respecto a las cifras. 
Tampoco voy a opinar si Van Rompay fue o no con 
Migliorata; la declaración de Van Rompaey es actual 
y el Hogar Ituzaingó ha recibido algunas distinciones 
de organismos de las Naciones Unidas por la excelen- 
cia de su gestión, con independencia de la opinión de 
dicho Magistrado. 
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Concretamente, hay dos tipos de cifras: las de los 
delitos propiamente dichos, proporcionadas por el Po- 
der Judicial, y las del Ministerio del Interior, referidas 
a las denuncias. Me parece que debemos diferenciar 
ambos tipos de cifras. 


No quiero recordarle al señor Senador Moreira 
-para no debatir con él-, pero estuvimos juntos en la 
Comisión y debe tener presente que la inmensa ma- 
yoría de los que concurrieron y fueron entrevistados 
-provenientes de la Universidad de la República, de la 
Suprema Corte de Justicia, de Unicef, etcétera- abo- 
garon por un tratamiento de la minoridad infractora 
donde el componente de rehabilitación fuera superior 
al penal y represivo propiamente dicho. Me parece 
que esta era una filosofía neta y clara en la inmensa 
mayoría de quienes concurrieron a la Comisión. Qui- 
zás debimos citar otras voces, pero esa fue la visión. 


Respecto a las medidas privativas de libertad había 
estudios -no ya para el Uruguay pero sí para otros paí- 
ses- que explicaban que el porcentaje de reincidencia 
en aquellos que experimentaban medidas no privativas 
de la libertad era muy inferior al porcentaje de rein- 
cidencia de los menores infractores que entraron en 
centros de reclusión. Sobre esto había datos profusos. 


Insisto en que las cifras manejadas en Comisión, 
que emanan de la sistematización realizada por el 
Instituto Jurídico de la Universidad de la República, 
indican que la inmensa mayoría de los delitos come- 
tidos por menores son contra la propiedad; el 80% se 
llevan a cabo sin armas de fuego y, como dije ante- 
riormente, con escasa planificación, en forma espon- 
tánea, etcétera. Está de más decir que muchas veces 
los menores son usados como masa de maniobra de 
adultos que cometen los delitos. 


Era cuanto quería decir con respecto a las cifras. 
Muchas gracias. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en mi 
opinión, creo que con la aprobación de este proyecto 
de ley estamos lejos de hacer un aporte importante 
a la vida del país. Es más, no pienso que con su pro- 
mulgación -que seguramente tendrá lugar en pocos 
días- el país vaya a estar en mejores condiciones para 
enfrentar la tremenda crisis de inseguridad que des- 
de hace muchos años estamos viviendo. 


Adelanto que voy a votar este proyecto de ley, es- 
pecialmente por respeto y como apoyo a los Legislado- 


23 de junio de 2011 


res de mi partido que desde hace mucho tiempo vienen 
bregando -y volcando en ello imaginación, estudio y 
dedicación- por la creación de nuevos instrumentos 
que permitan, tanto al Poder Ejecutivo como al Poder 
Judicial, combatir con mayor eficacia esta ola delicti- 
va que lamentablemente se ha incrementado en estos 
años y a la que todavía -porque no se han adoptado las 
decisiones necesarias al respecto- no se le ha podido 
poner coto. 


Después que culminaron las distintas sesiones de 
la Asamblea General de las que participamos -espe- 
cialmente convocadas a partir del trabajo en el que 
se iba avanzando en la Comisión Especial creada a 
tal efecto-, dijimos que habíamos logrado identifi- 
car un ladrillo sobre el que podíamos pararnos, con 
mucho esfuerzo, los distintos representantes de los 
partidos políticos. Ese fue el alcance del acuerdo lo- 
grado. Ese ladrillo, en el que entrábamos los blancos, 
los colorados, los frenteamplistas y los representantes 
del Partido Independiente, apuntaba básicamente al 
compromiso de aprobar un conjunto de medidas que 
algunos aspiraban que fueran contempladas en una 
sola ley, pero que finalmente terminaron reuniéndose 
en distintas normas y esta es la primera, sin perjui- 
cio de otras dos que ingresaron en el día de hoy y 
tienen como destino la Comisión de Constitución y 
Legislación. Esto es lo que marca la coincidencia que 
tiene el sistema político nacional, y hasta allí llega- 
mos, pero no más de allí. Lamentablemente, después 
de culminadas esas sesiones de la Asamblea General, 
el ladrillo se fue achicando porque cuando llegó el 
momento de redactar las iniciativas que incorporaran 
los acuerdos alcanzados, los instrumentos que se iban 
confeccionando y las facultades que se le iban a otor- 
gar tanto al Poder Ejecutivo como al Poder Judicial, 
advertimos que eran menos de las que nosotros, como 
Partido, aspirábamos a alcanzar como resultado de los 
acuerdos a los que se arribó. Eso sucedió en oportu- 
nidad de debatir sobre el mantenimiento o no de los 
antecedentes -primero era para siempre, después por 
cinco años y, finalmente, parece que será solamente 
por dos años, lo que probablemente lleve a que ese 
acuerdo que se pretendía pierda buena parte de su 
eficacia-, el castigo de la tentativa de delitos y ahora 
el proyecto de ley que estamos considerando. 


¡Qué flaco favor le hacemos al país colocando 
otra vez al INAU como responsable del nuevo insti- 
tuto que se pretende crear! Se podrá decir que ello 
tendrá carácter transitorio, pero otra vez termina- 
mos en el INAU, es decir, en un instituto que desde 
hace muchos años no da abasto con sus innumerables 
competencias y que, a pesar de la buena voluntad de 
quienes han tenido la responsabilidad de conducir- 
lo e integrar su Directorio, no ha logrado avanzar en 
el cabal cumplimiento de sus numerosos cometidos 
que, a mi juicio, tiene hasta por demás. Sería a este 
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instituto al que se le estaría cometiendo, con carácter 
transitorio -en un país en el que sabemos el alcance 
que la transitoriedad tiene-, la creación de un órgano 
desconcentrado de las características que se estable- 
cen en el proyecto de ley. 


Frente a la buena noticia que el señor Senador 
Gamou dijo que tenía para darnos, creo que, en rea- 
lidad, se trata de una buena y una mala noticia. La 
buena noticia es que el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas ha anunciado que se dispondrá de todos los 
recursos que sean necesarios para la creación del 
instituto; la buena noticia es que se está pensando 
en la plantilla de funcionarios que, efectivamente, el 
Sirpa necesitará para el cumplimiento de sus funcio- 
nes, pero la mala noticia es que quien le dio esta in- 
formación al señor Senador Gamou fue el INAU, que 
es el que está buscando los recursos, disponiendo los 
funcionarios, etcétera. Si transitamos este camino, 
lamentablemente, estaremos asistiendo al fracaso del 
instituto. 


Señor Presidente: adviértase que el proyecto de 
ley ha incorporado en su texto una exposición de mo- 
tivos lo cual, además de no ser de buena técnica legis- 
lativa, deja en suspenso una cantidad de definiciones 
que necesariamente deberíamos asumir. El artículo 
1% más allá de establecer la creación con carácter 
transitorio de un órgano desconcentrado -si verda- 
deramente tuviere tal carácter, tendría un plazo que 
no ha sido establecido-, en el inciso segundo expresa: 
“El citado órgano cumplirá funciones hasta tanto la 
ley disponga, en el transcurso del actual Período de 
Gobierno, dentro del plazo más breve posible, la crea- 
ción del Instituto de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente como servicio descentralizado”, etcétera. Aquí 
no se ha establecido el plazo ni las obligaciones que 
en ese sentido tendrían que asumirse por la propia 
norma. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Alberto Heber.) 


-Tampoco se ha fijado plazo alguno para el cum- 
plimiento de lo dispuesto en el artículo 2%, en función 
del cual el Directorio del INAU debería delegar, por 
resolución fundada, las atribuciones que le asignan 
las normas legales en una Comisión Delegada com- 
puesta por tres miembros de reconocida idoneidad 
técnica. Aun cuando proceda en este sentido, man- 
tendrá la potestad de avocar las decisiones que esta 
Comisión Delegada adopte. 


Señor Presidente: temo mucho que por este pro- 
yecto de ley o por los otros que han ingresado a con- 
sideración de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, no se dé la respuesta que efectivamente el país 
necesita en la materia. No sé si esas iniciativas con- 
tarán con nuestro voto; luego lo analizaremos, pero 
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tanto en el tema de las tentativas de delitos como en 
lo que refiere al mantenimiento de los antecedentes, 
creo que el camino a recorrer es diferente al que he- 
mos alcanzado por la vía de la Comisión Especial de 
la Asamblea General. 


Por fuera del ladrillo del acuerdo, sobre el que 
todos nos paramos, están las aspiraciones que los 
distintos partidos políticos tienen y las diferentes vi- 
siones sobre cómo solucionar el tema. Felizmente po- 
demos decir que en este, como en tantos otros temas, 
nuestro partido ofrece soluciones y que, si bien ha 
tenido una actitud muy crítica, de censura a la acción 
que el anterior y el actual Poder Ejecutivo han desa- 
rrollado en materia de seguridad pública, también ha 
tenido propuestas alternativas de manera permanen- 
te. Esto es muy bueno porque le da al sistema político 
jerarquía y nivel. No nos agotamos, simplemente, en 
andar discutiendo o compitiendo por la paternidad de 
las iniciativas, sino que, además, estamos en franco 
tren de buscar y ofrecer soluciones al Gobierno para 
que sea este el que las implemente. No nos olvidemos 
de que la principal responsabilidad la tiene el Gobier- 
no, porque es el que puede actuar, es el que está en 
condiciones de hacer. 


Quiero expresar en Sala lo que he manifestado 
públicamente en distintas entrevistas de prensa en 
más de una oportunidad. En los siete años que lle- 
vamos de crítica a los Gobiernos frenteamplistas por 
la falta de decisión con la que encara el problema 
de la seguridad, por primera vez debemos felicitar- 
lo, aplaudirlo y respaldarlo porque el Ministerio del 
Interior dispuso comenzar a hacer relevamientos e 
ingresar a los barrios de distintos puntos del país con 
el propósito de actuar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


Es la primera vez que el Poder Ejecutivo de un 
Gobierno del Frente Amplio envía -a nuestro juicio, 
por supuesto- una señal tan clara y decidida en el 
combate a la delincuencia. 


Comparto las declaraciones del señor Senador 
Moreira en el sentido de que deben darse garantías 
y actuar conforme a la ley, y de que en su momento 
podemos llegar a pedir al señor Ministro del Interior 
que venga a la Comisión para explicarnos el alcance de 
estos avances y “movidas” que se están realizando en 
diferentes ciudades y barrios del país. Bienvenida sea 
esa actitud, porque por más que nos gastemos -como 
lo hacemos- y nos desgastemos en otorgar instrumen- 
tos al Gobierno para actuar, aprobar ahora este proyec- 
to de ley y los que vengan mañana, además de los que 
ya aprobamos antes, si no hay una actitud de combate 
a la delincuencia de parte del Poder Ejecutivo, aquí no 
van a mejorar las condiciones de seguridad. 
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Creo, señor Presidente, que desde el Partido Nacio- 
nal tenemos un conjunto de diferencias conceptuales 
con el Gobierno en lo que tiene que ver con el combate 
a la delincuencia, que difícilmente superemos, por lo 
menos en el transcurso de la presente Administración. 
El Gobierno tiene un concepto de la represión y la pre- 
vención del delito que es diferente al que tenemos en 
el Partido Nacional; y una opinión sobre las penas di- 
ferente a la nuestra. El Gobierno anterior empezó su 
gestión liberando presos, y nosotros le advertimos las 
consecuencias que esa ley iba a traer para la seguridad 
nacional. Hasta hoy no hemos escuchado una palabra 
por parte del Gobierno reconociendo que fue un ca- 
mino equivocado y que la reincidencia -como lo ha- 
bíamos advertido- se concretó. Eso no ayudó en nada 
a la seguridad ni al objetivo primario que se habían 
planteado: mejorar las condiciones en las que viven 
quienes están privados de su libertad. No ayudó en 
nada porque no se pusieron en marcha, simultánea e 
inmediatamente, los mecanismos necesarios para te- 
ner cárceles diferentes; aparentemente, ahora se está 
empezando a trabajar en esa materia. 


Entonces, por el momento está quedando pen- 
diente lo de las llamadas -o mal llamadas- razias, que 
es un cambio de orientación y de actitud, un giro que 
el Gobierno da en esta materia y que podríamos califi- 
car de hasta 180". Ojalá que allí empiecen a aparecer 
resultados, cosa que sucederá, pero no se puede exi- 
gir que sean en forma inmediata. De lo que no tengo 
dudas es de que sí ocurrirá a mediano y largo plazo, 
sobre todo porque se actúa en materia de prevención. 


Creo, señor Presidente -y esta es una opinión de 
nuestro sector-, que el gran instrumento es el de la 
baja de edad de imputabilidad. Más tarde o más tem- 
prano, el país va a tener que recorrer este camino, y 
cuanto más tarde lo haga, más alto precio va a pagar 
por el tiempo que demore en hacerlo. 


Nosotros sentimos que tenemos autoridad para 
hablar en esta materia, porque así como el señor 
Senador Da Rosa decía que la Fundación para la 
Democracia Wilson Ferreira Aldunate y el Instituto 
Manuel Oribe han presentado sus propuestas, el Ins- 
tituto Aportes también lo hizo. Ya en la Legislatura 
pasada nosotros presentamos un proyecto de ley ins- 
pirado en una iniciativa que, en su momento -hace 
más de veinte años-, presentara el Senador Ortiz con 
un concepto de baja de edad de carácter relativo. Allí 
se establecen los elementos objetivos y subjetivos del 
proyecto del entonces Senador Ortiz, adaptados a los 
tiempos que estamos viviendo, en función de los cua- 
les, necesaria o alternativamente, puede darse esa 
baja de edad. 


Nosotros no compartimos -y por eso no hemos ad- 
herido a la campaña de recolección de firmas que se 
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está llevando adelante- la introducción de este insti- 
tuto en la Constitución de la República. No lo hace- 
mos porque somos conscientes de que la baja de edad 
de imputabilidad ha resultado un instrumento exitoso 
en algunas naciones, pero ha fracasado en otras. In- 
troducir un concepto de este tipo en la Constitución 
de la República es de tal rigidez que si mañana lle- 
gáramos a la conclusión de que la baja de edad no 
resulta lo exitosa que esperamos en el combate a la 
delincuencia, para regresar a la situación anterior o 
ir hacia una diferente, sería necesaria otra reforma 
constitucional. Y porque, además, para eso está la ley, 
porque para combatir la inseguridad el país no ne- 
cesita las medidas ni para mañana ni para hoy, sino 
para ayer. Porque cada hora que pasa y cada día que 
se pierde significa pérdida de vidas humanas, de ac- 
tividad económica, de horas de trabajo y un enorme 
desgaste para la acción que desarrolla, con tanto es- 
fuerzo y dedicación, la Policía nacional, que vive mo- 
mentos de profunda frustración cuando se encuentra 
con limitantes que le impiden actuar en la forma en 
que tiene que hacerlo. 


Es en base a estos argumentos, señor Presiden- 
te, que vamos a otorgar nuestro voto afirmativo como 
forma de respeto y apoyo a los Legisladores de nues- 
tro partido, quienes han trabajado tan intensa y larga- 
mente en esta materia y realizaron todas las acciones 
que muy bien describiera el señor Senador Larraña- 
ga. A ello sumaría -salvo que lo haya mencionado y 
yo no lo hubiera advertido- los proyectos de ley que 
también se presentaron con firmas, que respaldaban 
aquellas iniciativas del Partido Nacional, pero que la- 
mentablemente no merecieron una respuesta de par- 
te del Poder Legislativo, que desembocaron en estos 
proyectos de ley, algunos de los cuales están empe- 
zando a ver la luz, como el que estamos tratando hoy 
y los que seguramente vendrán la próxima semana. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


12) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánches Piñei- 
ro).- “El señor Senador Pedro Bordaberry presenta, 
con exposición de motivos, un proyecto de ley por el 
que se prohíbe la minería a gran escala a cielo abierto 
y el empleo de cianuro en minería.” 

- ALA COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, CO- 
MERCIO, TURISMO Y SERVICIOS. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
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“Exposición de Motivos 


Prohibición de la minería de gran escala a cielo 
abierto y el empleo de cianuro en minería 


El prodigioso desarrollo económico mundial en los 
últimos cincuenta años ha redundado en mayor bien- 
estar y calidad de vida para un creciente número de 
personas. La disponibilidad de energía a precios ac- 
cesibles, agua potable en forma generalizada, alimen- 
tos variados y abundantes, comunicaciones físicas en 
forma de carreteras y vehículos que facilitan la mejor 
distribución de alimentos, telecomunicaciones que 
permiten la generación y distribución de información 
rápida y eficazmente, atención correcta de proble- 
mas de salud y salubridad, así como la generalización 
de regímenes políticos donde cada vez cobran más 
importancia la libertad y la democracia, son todos 
elementos que han contribuido a que, en términos 
porcentuales, la humanidad viva hoy en mejores con- 
diciones físicas e intelectuales que en cualquier otra 
etapa de la historia. 


Si bien aún queda mucho por hacer, puede decir- 
se que ha existido un gran avance. 


La contracara del desarrollo económico en pos del 
bienestar, la prosperidad y la calidad de vida ha sido 
un ataque sostenido e incremental sobre el soporte 
físico y biótico en el cual está inserto el ser humano. 
La agresión más o menos frecuente y grave sobre el 
ambiente, y el uso acelerado de recursos naturales no 
renovables. 


El soporte tecnológico de nuestra civilización des- 
cansa con fuerza en dos pilares fundamentales: los 
combustibles fósiles y los metales. En el primer caso, 
son la base no solo de la inmensa mayoría de los com- 
bustibles que se consumen en el mundo, sino tam- 
bién el origen químico de productos de uso corriente 
como plásticos, resinas o fibras, cuya eliminación es 
imposible sin deteriorar rápida y drásticamente el ac- 
ceso de las grandes masas de población a los benefi- 
cios del desarrollo. Los esfuerzos hacia el reemplazo 
de los combustibles fósiles con alternativas varias en 
el campo energético y con productos derivados de la 
biomasa en los otros temas -a través de las así llama- 
das biorefinerías- concentra gran parte de la activi- 
dad de investigación y desarrollo en nuestros días. 


La extracción de metales para la fabricación de 
diversos artículos, desde circuitos integrados a bar- 
cos portacontenedores, es el segundo pilar central 
de nuestra civilización de base tecnológica. Metales 
preciosos usados en joyería y en computadoras (oro, 
plata, los del grupo del platino), metales usados en 
aplicaciones industriales (hierro, cobre, níquel, an- 
timonio, manganeso, tungsteno, molibdeno), en ba- 
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terías o para la obtención de energía (litio, uranio, 
torio), tierras raras (que son los 17 metales que van a 
continuación del lantano en la Tabla Periódica, extre- 
madamente escasos y en un 97% producidos por Chi- 
na) y otros metales especiales fundamentales en los 
convertidores catalíticos en los automóviles, los mo- 
nitores planos o los láseres (escandio, ytrio, lantano, 
tántalo, rutenio, rodio, renio, galio, indio) están todos 
presentes en menor o mayor medida en la corteza 
terrestre y deben ser extraídos en primer lugar por 
operaciones de minería (si bien cada vez cobra mayor 
importancia el reciclado de estos metales). 


El ritmo acelerado de consumo por parte del seg- 
mento más acomodado de la población mundial, así 
como la creciente integración a la sociedad de consu- 
mo de ingentes masas poblacionales, especialmente 
en India y China, ha llevado a una sobreexplotación 
de los recursos naturales, particularmente la tierra, 
los combustibles fósiles y los metales. Cada uno de es- 
tos recursos plantea problemas especiales y debe ser 
atendido en forma particular, pero en general com- 
parten la característica de que la industrialización y 
el mayor consumo de productos tecnológicos avanza- 
dos se realiza en los países más ricos y desarrollados, 
mientras que los recursos naturales y su explotación 
se hacen en los países más pobres y de menor desa- 
rrollo relativo. 


Los hechos que mencionamos en el párrafo an- 
terior han llevado a incrementos sustanciales en los 
precios que se pagan por la tierra cultivable, los ali- 
mentos y los metales (entre otras materias primas). 
En este último caso pueden apuntarse fenómenos 
interesantes. Recientemente China recortó su ex- 
portación de tierras raras en un 72%, presagiando 
un incremento sustancial de costos en teléfonos ce- 
lulares, pantallas planas e iPads. Ha declarado sus 
yacimientos de tierras raras como estratégicos y se 
especula con que en el mediano plazo deberá impor- 
tar. Compañías canadienses han iniciado la compra 
de terrenos en Alaska para minerarlos en busca de 
tierras raras y los australianos pretenden algo similar 
en Malasia. Las tierras raras y los metales especiales 
han sufrido importantísimos aumentos por sobre el 
promedio en los últimos diez años (1.700% las tierras 
raras, 1.600% el antimonio, 950% el magnesio, 750% 
el tungsteno y 700% el manganeso). Los incrementos 
en los precios de otros metales no han sido tan espec- 
taculares, pero sí muy importantes, como por ejemplo 
la plata, que alcanzó su máximo histórico de los últi- 
mos 31 años o el hierro, que alcanzó máximos de 190 
US$/ton, cuando algunos años atrás se cotizaba por 
debajo de los US$ 100/ton. 


Las medidas proteccionistas en torno a los meta- 
les, tanto de países desarrollados como de otros que 
no lo son completamente aún, como China, asocia- 
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das al importante aumento de precios causado por 
el consumo incrementado por las causas apuntadas 
antes, ha llevado a un renovado interés en la mine- 
ría de metales en países en los que tradicionalmente 
esta actividad era poco importante, el nuestro entre 
ellos, y ha llevado al surgimiento de nuevos desafíos 
que deben ser enfrentados a tiempo. En particular 
el problema que significa el confrontamiento de dos 
modelos antagónicos, uno productivo de alimentos, 
sustentable y, al menos en primera instancia, ecoló- 
gicamente benigno, y otro extractivo de materias pri- 
mas, fundamentalmente no sustentable y, al menos 
en primera instancia, generador de un importante 
pasivo ambiental. 


El desafío de conjugar ambos modelos, de forma 
de obtener los mayores beneficios económicos para 
la actual y las venideras generaciones pero, al mismo 
tiempo, minimizando el efecto sobre el ambiente y 
maximizando el desarrollo de tecnología arracimada 
en torno a los diversos emprendimientos, es uno de 
los más decisivos que se le presentan al país de cara a 
un futuro de prosperidad y bienestar. 


Hay al menos dos aspectos importantes que resul- 
tan fundamentales en el estudio del balance costo/be- 
neficio de la actividad minera de cara al desarrollo del 
país. Por un lado tenemos el aspecto de los beneficios 
y costos económicos, presentes y futuros, vinculados 
con la minería, tanto encarado desde un puro pun- 
to de vista de beneficios económicos directos, como 
de desarrollo de tecnología, de industria propia, de 
conocimiento académico y tecnológico, de recursos 
humanos y de cadenas de valor asociadas. Por otro 
lado, tenemos el aspecto de los costos sociales y am- 
bientales intrínsecamente asociados a la minería. 


Desde el punto de vista económico, el primer as- 
pecto que debemos tener en cuenta es el del costo de 
oportunidad. Es innegable que la sociedad urugua- 
ya posee una riqueza considerable tanto en su suelo 
-única actividad desarrollada intensamente al presen- 
te-y en su subsuelo, bastante menos aprovechada. Es 
innegable también que dicha riqueza en el subsuelo 
es tan solo potencial, una especie de dinero en el ban- 
co, que solo actuará como elemento transformador 
de la economía si es extraído y comercializado. Para 
ello, el Estado no posee ni la experticia ni los recursos 
económicos necesarios para su explotación. 


Continuando con las consideraciones económicas, 
cabe preguntarse si la imprescindible extracción de 
los minerales metálicos debe realizarse con el mis- 
mo régimen que rige, por ejemplo, para materiales 
que no revisten la importancia tecnológica de los ci- 
tados (por mencionar ejemplos, digamos las piedras 
semipreciosas, el granito o las calizas). Observando 
la experiencia internacional reciente, parece que de- 
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ben ser considerados recursos estratégicos, algo que 
el Código de Minería vigente reserva casi en exclu- 
sividad para los minerales que puedan tener valor 
energético (lo que, de hecho, incluiría metales tales 
como el uranio o el torio, que pueden usarse para 
obtener energía nuclear). Bajo tal supuesto, debe ser 
el Estado el que se asocie con capitales privados que 
puedan hacer la inversión, pero en condiciones de so- 
cio tales que el recurso agotable sea transformado en 
inversiones que proyecten el país a un nuevo escalón 
cualitativo de desarrollo tecnológico. 


Las empresas interesadas en la explotación de 
recursos naturales no renovables proveen la justi- 
ficación para que el Estado les permita realizar el 
emprendimiento, recurriendo generalmente a tres 
argumentos, todos ellos verdaderos: el número de 
empleos directos e indirectos que generan durante 
la construcción y operación, los pagos por compra o 
arrendamiento de tierras afectadas, y el canon que 
pagan al Estado. En el bienentendido de que estos 
argumentos económicos son correctos, es claro que 
son efímeros (duran solo lo que tarda en agotarse el 
yacimiento) y generan, a su vez, problemas sociales 
(por ejemplo, los despidos masivos una vez que cesa 
la operación del emprendimiento) y ambientales (se 
quita definitivamente una porción importante del te- 
rritorio, la mayoría de las veces sin un esfuerzo mayor 
por remediar el daño causado). 


Sin embargo, no hay que desconocer que estos 
elementos son sumamente positivos y permiten, por 
ejemplo, la diversificación de la oferta laboral, po- 
tenciando el empleo privado frente a la o las únicas 
alternativas públicas existentes, una mejora generali- 
zada en las condiciones salariales de los empleados en 
otros emprendimientos que eventualmente pudieran 
ser reclutados por la minera, un mejoramiento gene- 
ral en los precios de la tierra, un incremento del gasto 
y del consumo en pequeños comercios de los alre- 
dedores, la aparición de micro y pequeñas empresas 
en actividades de servicio conexas al emprendimiento 
principal y un ingreso extra para el estado que, de 
usarse convenientemente, puede servir para el de- 
sarrollo tecnológico y de recursos humanos de que 
hablábamos antes. 


Cabe comparar en este momento, el posible desa- 
rrollo de minería metálica en gran escala con el de- 
sarrollo de la forestación y la instalación de plantas 
de celulosa. En este caso el recurso es renovable, los 
árboles vuelven a crecer, el desarrollo de dicha activi- 
dad ha potenciado el crecimiento tecnológico del país, 
agregando investigación y desarrollo biotecnológico, 
agrario y químico, ha colaborado con el crecimiento y 
desarrollo de la base de conocimiento nacional, me- 
diante el establecimiento de carreras universitarias 
específicas como la maestría en procesos de pulpa y 
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papel o el técnico en manejo de maquinaria forestal, 
así como mediante la implementación de convenios 
de investigación y desarrollo con universidades na- 
cionales. Adicionalmente cumplió con la creación de 
empleo prometida y el aliento al surgimiento de otras 
actividades productivas en torno a la fábrica de pulpa, 
pero no fue la única contribución a la economía del 
país. 


El segundo punto a considerar es el pasivo am- 
biental. La actividad minera ha sido protagonista de 
algunas de las historias más terroríficas de contami- 
nación ambiental y pérdida de vidas humanas y ca- 
lidad de vida en todos los continentes. Si bien todos 
hemos leído de los peligros agudos asociados con las 
minas en galería, desde los relatos del siglo XVIII, el 
gas grisú y el uso de pájaros para advertir del peli- 
gro a los mineros, hasta los más recientes accidentes 
como el de Chile, mucho menos se lee acerca de los 
peligros más difusos y deslocalizados asociados a la 
minería a cielo abierto. 


Conviene efectuar aquí una digresión sobre las 
características de la minería a cielo abierto, que será 
el foco de nuestras consideraciones posteriores. Este 
tipo de minería se emplea cuando el mineral que con- 
tiene el metal se encuentra relativamente cerca de la 
superficie. Es económicamente más ventajoso enton- 
ces ir removiendo la roca inservible en torno al yaci- 
miento, hacerlo explotar en pedazos y luego ir mo- 
liendo el mineral obtenido para separar el metal. El 
final de la explotación implica que quedará un gran 
hueco donde estaba el mineral y los estériles, junto 
a algunos cerros donde se apila el material inservi- 
ble. Indudablemente eso ya significa una agresión 
ambiental, tanto por el ruido y temblores producidos 
por las explosiones y maquinarias, como por el pol- 
vo producido y la modificación geomórfica del área. 
Además, hay problemas ambientales relacionados con 
la interacción de los estériles con aire y agua, depen- 
diendo de la conformación geológica de las rocas, con 
el uso y contaminación de agua para los procesos in- 
dustriales involucrados y con las sustancias químicas 
posiblemente empleadas en el beneficiamiento. 


En palabras del geólogo y profesor de la Univer- 
sidad de Costa Rica, Allan Astorga: “la minería me- 
tálica a cielo abierto se ha identificado como una ac- 
tividad con importantes implicaciones ambientales: 
no se puede planificar su ubicación (depende de los 
yacimientos) y su ejecución requiere hacer trans- 
formaciones que incluyen eliminación de cobertura 
vegetal, separación del suelo, cambios en los cursos 
de agua superficial, afectación de acuíferos subterrá- 
neos y manejo de sustancias químicas peligrosas; la 
tecnología con que se trabaje puede aliviar o agra- 
var estos impactos. En prevención es poco lo que se 
puede hacer, dado que para acceder al yacimiento se 
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debe eliminar el “estéril”, con las afectaciones, por lo 
general irreversibles. En cuanto a la mitigación, algu- 
nas tecnologías permiten atenuar los impactos (reci- 
clado de agua, uso de energías alternativas, sistemas 
cerrados de uso de cianuro, reutilización y manejo 
de residuos sólidos). Las medidas compensatorias son 
las que más se aplican, principalmente la reforesta- 
ción y la restauración de suelos”. 


Los ejemplos de contaminación son moneda co- 
rriente por ejemplo en África, particularmente en 
Zambia y Tanzania, dado los altos niveles generales 
de corrupción. Este último país posee unos 39.000 
millones de dólares en oro, excluyendo los gastos 
de extracción. Cada gramo de oro producido gene- 
ra unas 3 toneladas de material de desecho, con el 
añadido de que el oro, como la plata y el cobre, se 
encuentran asociados a rocas con alto contenido de 
azufre. Cuando las rocas son trituradas y el azufre 
expuesto al aire y agua es oxidado y se transforma 
en ácido sulfúrico que a su vez disuelve otros meta- 
les tóxicos tales como mercurio, plomo y cadmio. Si 
estos vertidos no son controlados convenientemen- 
te por todo el tiempo que dure su exposición a los 
elementos, pueden ocurrir accidentes. Y eso pasó 
justamente en 2009 en Tanzania, cuando una presa 
de relave de la mina North Mara de la Barrick Gold 
Corporation tuvo una pérdida por tres meses, que 
a través del río Tigithe desembocó en el río Mara y 
finalmente en el lago Victoria produciendo niveles de 
metales pesados en agua de unas 200 veces la con- 
centración normal siete años antes. 


Además de los procesos físicos de extracción de 
los minerales, pueden usarse en algunos casos mé- 
todos químicos peligrosos, siendo el más famoso de 
todos, el de extracción de oro con cianuro, un proceso 
empleado por primera vez en la mina a cielo abierto 
de Zortman-Landusky en Montana, USA. Uno de los 
problemas asociados es que el cianuro también extrae 
mercurio que puede terminar en las aguas. En Mon- 
tana mismo, el agua en ese sitio deberá seguir siendo 
tratada por muchos años para reducir el efecto de 
los vertidos tóxicos originados en varios vertidos de la 
mina antedicha y en consecuencia han prohibido el 
uso de cianuro en cualquier nueva mina a cielo abier- 
to. En el año 2000, una presa de la mina de oro Bala 
Mare en Rumania sufrió un desborde y unos 100.000 
m3 de cianuro se derramaron a lo largo del río Tis- 
za, un tributario del Danubio, afectando a Hungría y 
a Yugoslavia. Miles de peces flotaban muertos en las 
cercanías de Belgrado. Debido a este incidente, entre 
otros, la Unión Europea dictó una resolución por la 
que se prohíbe el uso de cianuro en nuevas mineras a 
partir del fin de 2011. 


En América las cosas no han ido demasiado mejor. 
En el Expediente 15.948 de la Cámara de Diputados 
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de Costa Rica, por la cual en definitiva se aprobó este 
año la prohibición de la minería a cielo abierto, se 
relatan algunos casos. Por ejemplo, en 1995, ocurrió 
un desastre ecológico en la mina Omai, en Guyana, 
donde cuatro y medio millones de metros cúbicos de 
aguas residuales altamente contaminadas con cianu- 
ro se derramaron de un embalse y fueron a dar al río 
Essequibo. Como consecuencia de dicho derrame, un 
tramo de 80 kilómetros del río fue declarado como 
una zona de desastre ambiental y alrededor de la mi- 
tad de los residentes locales, especialmente niños (en 
su mayoría indígenas), sufrieron algún tipo de im- 
pacto en su salud. Se presentó una extensiva conta- 
minación de fuentes de agua, que afectó de manera 
severa la vida acuática. En Perú sucedió el caso de 
la mina Yanacocha, ubicada en Cajamarca (norte) y 
considerada como la mina de oro más grande de Amé- 
rica Latina, donde se ha cuestionado la deforestación 
provocada. Asimismo, se han presentado accidentes 
al transportar componentes tóxicos utilizados en la 
actividad minera, como un derrame de mercurio que 
se produjo en una pequeña comunidad en el camino 
entre Lima y Cajamarca y que hubiera tenido mayo- 
res consecuencias de haberse producido en un centro 
urbano más poblado. En Chile, un país minero con 
más de una decena larga de mineroductos, se han 
producido varios accidentes de diversa magnitud. Por 
ejemplo, en Agosto de 2009 se vertieron 11.000 litros 
de concentrado de cobre provenientes de la minera 
Las Pelambres al río Choapa, en la comuna de Sala- 
manca, Región Coquimbo y en 2008 otro vertido de 
concentrado de cobre proveniente de la mina Minera 
Escondida ocurrió en Caleta Coloso, al sur de Anto- 
fagasta. En Argentina han ido en aumento las denun- 
cias presentadas por destrucción ambiental contra un 
importante proyecto en la región de Catamarca, las 
cuales incluyen la contaminación de la cuenca del 
río Amanao con filtraciones de desechos químicos, y 
daños ocasionados a cultivos. Igualmente, el posible 
desarrollo de otros proyectos de minería de oro en 
las cercanías de la ciudad de Esquel, Departamento 
de Chubut, ha generado importantes movilizaciones 
ante la preocupación de la ciudadanía por los im- 
pactos en el ambiente y en el turismo en una región 
dependiente de esta actividad (deportes de invierno, 
práctica lacustre, etc.). Chubut tiene ya desde 2003 
la Ley N* 5001, prohibiendo la actividad minera me- 
talífera en la modalidad a cielo abierto y la utilización 
de cianuro en los procesos de producción minera la 
minería a cielo abierto y otras regiones de Argentina 
también lo han hecho. 


No obstante todo lo anterior, voces fundamenta- 
das en la academia y la industria han indicado cla- 
ramente la inconveniencia de una prohibición total 
y tajante. Entre otros factores se ha anotado que la 
prohibición impide el desarrollo de una riqueza po- 
tencial que permite acciones concretas por el Estado, 
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y que impide la creación de empleo estable en zonas 
generalmente deprimidas, concediendo además una 
ventaja sin demasiado fundamento a emprendimien- 
tos ya establecidos en detrimento de otros nuevos, 
estableciendo monopolios de hecho en algunos casos. 


En general existe consenso en no permitir la mi- 
nería de gran escala en varias circunstancias especí- 
ficas, que pueden resumirse de la siguiente forma: 


a. cuando la región afectada directa o indirecta- 
mente por la explotación del yacimiento tiene un alto 
valor productivo, patrimonial o de biodiversidad 


b. cuando los procedimientos producen a corto, me- 
diano o largo plazo un efecto ambiental irremediable 


c. cuando se emplean metodologías químicas o fí- 
sicas de extracción que puedan sufrir accidentes cu- 
yas consecuencias puedan ser catastróficas para los 
seres humanos o el ecosistema en general 


d. cuando los emprendimientos dejan un rendi- 
miento para la sociedad muy inferior al obtenible con 
otras metodologías de gerenciamiento 


e. cuando los emprendimientos no generan desa- 
rrollo tecnológico y humano asociado a la explotación 
del recurso natural o el número y calidad de empleos 
creados es inferior significativamente a lo prometido. 


Consecuentemente con lo expresado en esta ex- 
posición de motivos, presentamos para su estudio un 
proyecto de ley tendiente a reforzar el control y la 
participación del Estado en los emprendimientos mi- 
neros metalíferos, prohibir la minería de gran escala 
a cielo abierto excepto en condiciones determinadas 
al efecto, y prohibir el empleo de cianuro en minería, 
de acuerdo a la legislación comparada más reciente. 


El proyecto consta de diez artículos. 


En los primeros se declara de valor estratégico 
los yacimientos de minerales metálicos y de esa for- 
ma se los incluye en la previsión del artículo 7” del 
Decreto-Ley 15.242 del 8 de enero de 1982. 


Luego se prohíbe el uso de cianuro en la lixivia- 
ción de aquí en más. De esta forma no se afecta los 
derechos de quienes lo están usando, pero no se au- 
torizarán en el futuro. 


En los artículo 4” y 5” se prohíbe la extracción de 
minerales metálicos en su modalidad de a cielo abier- 
to y se autoriza al Poder Ejecutivo a dejar sin efecto 
dicha prohibición cuando concuerden las hipótesis 
que se establecen, a saber: distancia de poblaciones, 
calidad de la tierra, medidas de mitigación a vecinos, 
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participación del Estado, plan de cierre, garantías y 
no utilización de cianuro. 


Por el artículo 6” se establece el destino de lo que 
el Estado recaude con un fuerte énfasis en el cuidado 
del ambiente y la generación de Pequeñas y Medianas 
Empresas. 


En los artículos 7” a 10 se establecen las directivas 
para la reglamentación de la Ley por el Poder Ejecutivo. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1.-Decláranse de interés estratégico 
todos los yacimientos de sustancias minerales metá- 
licas existentes en el subsuelo de la República, inclu- 
yendo la plataforma marina. 


Artículo 2?.- Agrégase al artículo 7” del Decreto 
Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, el siguiente 
literal: 


“c) Yacimientos de minerales que sean declarados 
de interés estratégico por el Estado” 


Artículo 3“.- Prohíbese en todo el territorio de la 
República el empleo de cianuro para la lixiviación en 
minería, salvo para los casos ya autorizados. 


Artículo 4?.- Prohíbese en todo el territorio de la 
República la extracción de minerales metálicos en 
su modalidad a cielo abierto. A partir de la fecha 
de su aprobación, no se otorgarán permisos ni con- 
cesiones para las actividades de cateo, prospección, 
exploración y explotación de minería a cielo abierto 
de metales pesados, en todo el territorio nacional, 
excepto en los casos establecidos específicamente 
en la presente ley. 


Artículo 57.- Autorízase al Poder Ejecutivo a con- 
ceder excepciones a lo prohibido en el artículo 4” de 
esta Ley si se cumplen las siguientes condiciones. 


5.1 El yacimiento se encuentre en zonas tales que 
el borde más próximo de la mina esté alejando al me- 
nos 3 kilómetros de cualquier población de más de 
1.500 habitantes. 


5.2 El yacimiento se encuentre completamente 
comprendido en zonas con índice Coneat 80 o infe- 
rior (o el equivalente en cualquier nuevo índice desa- 
rrollado con la misma base conceptual). 


5.3 Se compre o arriende los campos necesarios 
para establecer una faja de amortiguamiento de al 
menos tres kilómetros de la zona donde se realizarán 
las explosiones. 
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5.4 Se establezca un sistema de compensación 
para los productores fuera de la faja de amortigua- 
miento que puedan demostrar que su producción ha 
sido afectada por el ruido, el polvo, o la interferencia 
del emprendimiento minero con las aguas superficia- 
les o las napas freáticas. 


5.5 La participación del Estado en el beneficio 
neto del concesionario de la explotación (es decir, 
una vez descontados costos de producción, amortiza- 
ción de capital e impuestos) sea no menor del 18% o 
el 10% sobre el bruto. 


5.6 El concesionario de la explotación presente 
un plan de cierre de la(s) mina(s) que incluya una 
remodelación paisajística congruente con la existente 
previa a la explotación y un proyecto de aplicación 
productiva del predio que sea equivalente o mejor a 
la existente previa a la explotación. 


5.7 El concesionario de la explotación pre- 
sente garantías suficientes, en forma de caución, 
aval o seguro contratado, por un valor equivalente 
al necesario para que el Estado pueda con ello 
cumplir con el punto 5.6 en caso de abandono del 
proyecto. 


5.8 El concesionario de la explotación presente 
Estudio de Impacto Ambiental previo que demues- 
tre sin dudas que las emisiones del emprendimiento 
al ambiente (a suelo, aguas superficiales y subterrá- 
neas, y aire) no viola ninguno de los parámetros pre- 
fijados por la autoridad competente. 


5.9 El concesionario de la explotación deposite 
caución, aval o seguro que asegure el resarcimien- 
to de los daños y perjuicios que puedan derivar de 
la actividad. El monto será fijado por la Dirección 
Nacional de Minería y Geología y no podrá ser li- 
berado hasta trescientos sesenta días calendario a 
contar desde el vencimiento del plazo del permiso, 
si no hubiere demanda judicial por daños y perjui- 
cios. Al finalizar la actividad de exploración, la Di- 
rección Nacional de Medio Ambiente corroborará la 
recomposición del área e informará a la Dirección 
Nacional de Minería y Geología, si esta hubiera sido 
dañada por la actividad y si se ha cumplido con el 
punto 5.6. 


5.10 No use lixiviación con cianuro, ni emplee sus- 
tancias químicas peligrosas para la salud o el ambiente. 


5.11 No afecte directa o indirectamente áreas pro- 
tegidas o reservas declaradas tales por la autoridad 
competente. 


Artículo 6*.- Los beneficios que el Estado obten- 
ga de cada uno de estos emprendimientos autorizados 
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por la excepción del artículo 5” deberán distribuirse 
de la siguiente forma: 


a) Un 50% se invertirá en entidades educativas 
técnicas de nivel secundario y terciario, independien- 
tes administrativamente de otras ya existentes, en la 
región afectada por el emprendimiento, fomentando 
el desarrollo de profesiones conexas a la minería, la 
metalurgia y la investigación en las nuevas tecnolo- 
gías que empleen los metales a ser extraídos. 


b) Un 20% se invertirá en planes que provean capital 
de riesgo para el fomento de PYMES en temas conexos 
con el emprendimiento. Este porcentaje será invertido en 
un fideicomiso puesto bajo la administración de la ANI. 


c) Un 20% se destinará al fortalecimiento de la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente y a la finan- 
ciación de acciones y proyectos relativos al cuidado y 
protección del medio ambiente. 


d) El restante 10% a Rentas Generales. 


Artículo 7*.- Los permisos o concesiones de bue- 
na fe adquiridos con anterioridad a la fecha de apro- 
bación de esta Ley mantendrán su vigencia hasta su 
extinción por cualquiera de las modalidades previstas 
en el Código de Minería y sus normas modificativas. 
Ningún permiso o concesión de cateo, prospección, 
exploración y explotación de minería a cielo abierto 
de metales pesados será renovado. Los titulares de 
estos derechos deberán ajustar la explotación a las 
disposiciones establecidas en el Reglamento a que re- 
fiere el artículo 10 de esta Ley. 


Artículo 8%.- Los trámites administrativos rela- 
cionados con permisos o concesiones de prospección, 
exploración y explotación de minería a cielo abierto 
de metales pesados que se encuentren pendientes de 
resolución y que no se ajusten a las condiciones del 
artículo 6 serán rechazados, disponiéndose su archi- 
vo en forma inmediata, previa notificación. 


Artículo 97.- El Poder Ejecutivo, dentro de los 180 
días posteriores a la aprobación de la presente Ley, con 
el asesoramiento de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente y la Dirección Nacional de Minería, dictará 
un Reglamento al cual deberán ajustarse los titulares 
de los permisos o concesiones mineros referidos en 
el artículo 7” y los que se aprueben por excepción de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 5". 


En los casos de emprendimientos aprobados por 
vía de excepción, el Reglamento deberá contener: 


a) La reglamentación del artículo 7%, punto c), de 
la Ley N* 15.242, en la redacción dada por el artículo 
2" de la presente ley. 
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b) Los procedimientos a seguir para ajustar las 
condiciones en que se desempeñarán los nuevos em- 
prendimientos aprobados en el marco de la excep- 
ción dispuesta. 


En los casos de emprendimientos comprendidos 
por el artículo 7”, el Reglamento deberá contener: 


a) Un programa para el manejo de los residuos de 
la minería a cielo abierto de metales pesados; 


b) Un cronograma para la sustitución de tecnolo- 
gías en base a cianuro o mercurio por nuevas tecnolo- 
gías que no pongan en riesgo el medio ambiente. 


c) Las condiciones de los avales, cauciones o se- 
guros que los titulares de los permisos o concesiones 
mineros deberán constituir, a efectos de cubrir even- 
tuales indemnizaciones por daños causados como con- 
secuencia de accidentes o fallas ocurridas como conse- 
cuencia de las actividades mineras desarrolladas. 


Los titulares de los permisos o concesiones mine- 
ros deberán ajustarse a las normas que dicte el Regla- 
mento dentro de los plazos que este indique. 


Los incumplimientos al Reglamento serán 
sancionados de conformidad con lo establecido en el 
artículo 59 del Decreto-Ley N” 15.242, de 8 de enero 
de 1982, modificativas y concordantes. 


Pedro Bordaberry. Senador.” 


13) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asun- 
to entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánches Piñei- 
ro).- “El Poder Ejecutivo comunica que el día 29 de 
junio de 2011 el señor Presidente de la República se 
ausentará del país en virtud de que participará de la 
XLI Reunión del Consejo del Mercado Común y Cum- 
bre de Presidentes de los Estados Partes del Mercosur 
y Estados Asociados, día durante el cual ejercerá la 
Presidencia de la República el señor Vicepresidente 
Danilo Astori.” 

- TÉNGASE PRESENTE. 


14) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica que, en 
virtud de lo expuesto, el día 29 de junio ocupará la 
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Presidencia del Cuerpo la señora Senadora 
Topolansky. 


Asimismo, al haberse votado la autorización al se- 
ñor Presidente de la República para ausentarse del 
país por más de 48 horas, también asumirá la Presi- 
dencia del Senado durante esos días la señora Sena- 
dora Topolansky, habiendo presentado notas de de- 
sistimiento los señores Juan José Domínguez, Andrés 
Berterreche, Aníbal Pereyra, Gabriel Frugoni, Carlos 
Baldassini, Yamandú Orsi y Daniel Garín, por lo que 
a partir del día 5 de julio queda convocado el señor 
Senador Daniel Montiel, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 23 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
personales por el día 30 del mes en curso. 


Sin otro particular saluda al señor Presidente muy 
atentamente 


José Amorín Batlle. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Eduardo Malaquina 
ha presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no acepta la convocatoria a inte- 
grar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Wilson Sanabria, a quien ya se ha tomado la prome- 
sa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 23 de junio de 2011. 


Sr. Presidente 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que Ud. 
preside se me conceda licencia los días 5 y 6 de julio 
del presente año a los efectos de representar a la Cá- 
mara de Senadores en los actos de conmemoración 
del Bicentenario del Congreso Nacional de Chile. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente. 
Enrique Rubio. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eduardo Brenta, 
Eleonora Bianchi, Edgardo Ortuño, José Bayardi, Ma- 
ría Moraes y Carmen Beramendi han presentado no- 
tas de desistimiento informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Juan José Bentancor, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


15) SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 
ADOLESCENTE (SIRPA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la con- 
sideración del primer punto del Orden del Día, tiene 
la palabra el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: ade- 
lantamos que vamos a votar en forma favorable este 
proyecto de ley y coincidimos en que no alcanza sola- 
mente con esta medida; no es suficiente la creación 
del Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente, 
pero creemos que es un buen aporte. Esto no va a so- 
lucionar todos los problemas, pero sí va en el camino 
correcto, y ese es el gran valor que la medida posee. 


Es público y notorio que estamos proponiendo 
otras medidas complementarias, como el manteni- 
miento de los antecedentes sin límite en el tiempo, 
penalizar más duramente a los mayores que utilicen 
menores para delinquir y la baja de la edad de im- 
putabilidad. ¿Por qué? Porque existe una nueva rea- 
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lidad y, nos guste o no, en ella tenemos que vivir: la 
violencia, en especial en la minoridad delincuente, es 
un fenómeno que ha explotado en el Uruguay y en el 
mundo en los últimos años. 


Ayer nos desayunábamos con la noticia de 
que el Banco Mundial y el BID van a destinar 
US$ 1.000:000.000 para mejorar el sistema de se- 
guridad en América Central, donde hay un proble- 
ma mucho mayor que el nuestro. Allí pasaron por las 
situaciones que estamos viviendo nosotros, pero no 
tomaron las medidas correspondientes a tiempo. 


Podemos echarnos la culpa entre los distintos par- 
tidos y ver si lo que hicimos fue bueno o no, pero creo 
que un país lo construye toda la sociedad. Me parece 
que no es justo decir que las medidas para terminar 
con la pobreza infantil comenzaron en el Gobierno an- 
terior. A ese respecto, quiero recordar tan solo uno de 
los tantos programas que siguen vigentes actualmen- 
te, como el de los Centros CAIF que reconocemos son 
instrumentos formidables para la lucha contra la po- 
breza infantil y para el desarrollo de la familia. 


¿Cuáles son las causas de esta minoridad delin- 
cuente? No podemos asignar a un gobierno la causa 
por la cual hay una minoridad delincuente, ni pen- 
sar que es una sola, porque se trata de una situación 
multicausal. Hay quienes dicen que la violencia se 
debe a lo que se ve en la televisión y a la falta de co- 
municación. También se habla de la desintegración 
de la familia a partir de la realidad de que el 70% de 
las mujeres trabajan y están fuera de su hogar, por 
lo menos, ocho horas diarias; como los niños asisten 
a las escuelas solamente durante cuatro horas, hay 
cuatro o cinco horas por día en que quedan sin la 
supervisión de sus madres y padres. 


Tampoco hay que mirar para otro lado cuando se 
habla de la droga. En los últimos años la pasta base 
ha sido un fenómeno que ha acelerado la violencia 
en la minoridad delincuente. Y también hay que te- 
ner en cuenta los mensajes equivocados que se dan 
a la población. Creo que al final del día todos vamos 
a concluir que quizás lo más importante sea que esa 
falla que está teniendo nuestro sistema educativo y, 
sin lugar a dudas, los retrocesos que en esta materia 
hemos tenido, son parte del problema. 


La creación de este instituto no puede enfocarse 
exclusivamente desde el punto de vista de la reeduca- 
ción o la rehabilitación del menor, sino que también 
debe verse con otros objetivos. Hoy en el Uruguay hay 
menores que no tienen o no visualizan los límites. To- 
dos los menores, pero sobre todo los adolescentes, es- 
tán en conflicto con los límites. La sicología moderna 
nos enseña que los adolescentes empujan hacia los lí- 
mites; a esa edad siempre hay conflicto con los límites: 
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a veces se los traspasa, a veces se llega justo hasta el 
límite, pero luego se retorna. El problema es que ac- 
tualmente hay una minoridad delincuente en el Uru- 
guay que no visualiza que existen límites. El menor 
delincuente toma un revólver, sale a rapiñar, mata y, 
además, hace alarde de que es menor y no le va a pasar 
nada -y se le tiene que dar el dinero o lo que exija-, por- 
que a los pocos meses va a estar de nuevo en la calle. 
No visualiza los límites, pero los debe tener. Quizás, 
este sea el gran fundamento para la baja de la edad de 
imputabilidad, es decir que vean que hay un límite y 
que, si lo pasan, habrá una sanción, una consecuencia. 


No podemos mirar para otro lado. A nadie le gus- 
ta este asunto; nadie quiere menores en un centro 
de reclusión, como tampoco personas en las cárceles, 
pero es la realidad actual. Por ende, los países y los 
gobiernos tienen que prepararse responsablemente 
para enfrentar estas circunstancias. ¿Alcanza con la 
creación del instituto? Creo que no. Cuando se habla 
de las sanciones de reclusión o de no reclusión, quizás 
se parta de un concepto equivocado. Podemos discutir 
durante horas si es mejor la reeducación y la rehabili- 
tación dentro de la familia, fuera del centro de reclu- 
sión; podemos estudiar los índices, pero en realidad no 
nos damos cuenta de que también tenemos que con- 
siderar otro elemento sobre el que nadie habla. Si con 
el menor que realizó una rapiña -los menores son res- 
ponsables del 53% de las rapiñas que se cometen en el 
Uruguay- o que asesinó -son responsables del 26% de 
los homicidios cometidos el año pasado en el país- no 
se toma una medida preventiva de reclusión, va a vol- 
ver a hacerlo, va a reincidir. En lo que estamos pensan- 
do aquí, como bien jurídico tutelado, no es solamente 
en la necesidad de reeducar al menor, sino también 
de proteger a la sociedad. ¿Cuándo vamos a pensar en 
las próximas víctimas? ¿Cuándo vamos a hablar de los 
índices en esta materia? Considero que no hacerlo es 
muy ingenuo. Parecería que en la construcción teórica 
llegamos a una conclusión y después, cuando se baja a 
la realidad, esta dice que está equivocada, pero es peor 
para la realidad. Y debemos tenerlo en cuenta. No se 
recluye al menor para sancionarlo, sino para reedu- 
carlo, para señalarle que hay límites y, también, para 
proteger a la próxima víctima de su inconducta. 


No vamos a seguir discutiendo para dirimir de 
quién son las propuestas. Allá por el año 1987, 1988, 
en esta Casa, creo que en esta misma banca, el escriba- 
no Pedro W. Cersósimo presentaba un proyecto de ley 
relativo a la minoridad delincuente que establecía la 
baja de la edad de imputabilidad. No vamos a entrar en 
ese torneo para dictaminar si es mérito de uno u otro; 
lo que sí queremos decir es que no somos unos adve- 
nedizos con respecto a estas propuestas. Hace cuatro 
años invitamos a dos técnicos a conversar sobre este 
tema y nos presentaron un informe que documentaba 
cómo se habían solucionado los problemas de insegu- 
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ridad en países que tenían los mismos problemas que 
los que tiene Uruguay en el presente. Concretamente, 
ese informe contenía las medidas adoptadas por Es- 
tados Unidos, países de Europa Central y algunos de 
Centroamérica. A partir de allí un grupo de técnicos 
se encargó de trabajar en el tema y elaboró cincuenta 
propuestas que en su momento entregamos -creo que 
generosamente- al entonces Presidente Tabaré Váz- 
quez. Alguna de estas propuestas son las que estamos 
proponiendo en esta reforma constitucional. Es más, 
algunas de ellas están siendo analizadas por la Comi- 
sión Bicameral del Parlamento. De más está decir que 
en la campaña la incluimos en nuestro programa de 
Gobierno. Asimismo, el año pasado presentamos seis 
proyectos de ley sobre este tema, y creo que lo hicimos 
legítimamente, porque es un derecho constitucional. 
Ante la falta de voluntad legislativa por parte de la ma- 
yoría legítima que existe en el Parlamento, decidimos 
convocar a una consulta popular. Sin lugar a dudas, 
esto no es materia de la Constitución, pero no hay otra 
forma de que sea aprobado en el país porque, legítima- 
mente, quien tiene la mayoría no lo hace. 


Todas estas medidas, como la creación del insti- 
tuto y otras más sobre la minoridad delincuente, son 
a corto plazo; creemos que a mediano o largo pla- 
zo debemos encarar el problema de la educación. Si 
pensamos que solamente con estas medidas corto- 
placistas vamos a solucionar los problemas sociales y 
de la minoridad delincuente, estamos equivocados. A 
nuestro juicio, la que se hace en educación es la me- 
jor inversión, porque un menor recluido en un insti- 
tuto como este le cuesta al país US$ 2.000 por mes, 
que equivalen a US$ 24.000 por año, mientras que 
un estudiante en la educación pública le representa 
US$ 1.800 por año. No solamente es la mejor medida 
sino, reitero, también es la mejor inversión. Quizás 
el esfuerzo que estamos haciendo para concretar los 
acuerdos en materia de seguridad, tendrían que vol- 
carse hacia la educación, y nos adelantamos a señalar 
que sobre este tema, la Bancada del Partido Colorado 
desde siempre está a las órdenes para trabajar y lograr 
acuerdos. Tan es así que en las últimas dos sesiones 
de la Asamblea General, en las que se trató el tema 
de la seguridad, el señor Senador Amorín propuso la 
creación de la Comisión Bicameral de Educación. 


Creemos que, a largo plazo, si no mejoramos la 
educación, terminaremos creando más institutos de 
rehabilitación del menor, pero no solucionaremos el 
problema de fondo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Al ir culminando el debate 
en general del proyecto de ley, me ha solicitado el uso 
de la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini, para realizar algunos comentarios finales. 
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Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no voy a 
entrar en ninguna polémica, fiel al propósito de que 
este proyecto de ley se apruebe con el mayor respaldo 
y fuerza posible. 


El señor Senador Tajam, que es un observador sa- 
gaz y está en los detalles, me hizo la observación de 
que en todos los artículos del proyecto de ley se habla 
del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, o 
del Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente. 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con los recursos, 
en el artículo 8” se hace referencia al artículo 328 de 
la Ley N* 18.719, que es la Ley de Presupuesto del 
año pasado. Allí se faculta al Ministerio de Economía 
y Finanzas para habilitar las partidas necesarias para 
el funcionamiento del Instituto de Rehabilitación del 
Adolescente Infractor, como se lo denominó. Podría 
quedar la duda de que los recursos no estuvieran ha- 
bilitados conforme a la ley, pero cuando se lee el ar- 
tículo 8% en su totalidad, ella queda zanjada porque 
en el primer inciso dice: “El presupuesto del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente se establecerá 
en base a las previsiones del artículo 328 de la Ley 
N* 18.719” y allí ya se dispone que esos recursos van 
dirigidos a dicho Sistema. En el segundo inciso se 
expresa: “Especialmente dispondrá de fondos a los 
efectos de cubrir las necesidades en materia de in- 
fraestructura incluyendo, entre otros, construcción, 
mejoramiento y rehabilitación de inmuebles, comu- 
nicaciones, vigilancia electrónica externa e interna y 
vehículos.” Por otra parte, en el tercer inciso se ex- 
presa: “Se dispondrá de fondos tendientes a la insta- 
lación de una guardia especializada”. Con esto quiero 
hacer notar que cualquier observación que se haga 
con respecto al artículo 8” y al referido artículo de 
la Ley de Presupuesto está expresamente salvada a 
partir de esta autorización que estamos dando por el 
artículo 8” de este proyecto de ley. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende 
que la constancia que ha realizado el señor Miembro 
Informante -que se supone, también comparte todo 
el Senado- resulta suficiente como para estar seguros 
de que la disponibilidad de recursos que propone la 
Ley de Presupuesto tendrá la trayectoria deseada que 
plantea el proyecto de ley que hoy tenemos a consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: formulo 
moción para que se suprima la lectura de los artícu- 
los y, si no hubiera inconvenientes, se vote en bloque. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: solicito 
que se desglosen los artículos 1” y 2” del proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la salvedad pro- 
puesta por el señor Senador Gallinal en el sentido 
de desglosar los dos primeros artículos, se va a votar 
la moción del señor Senador Penadés de suprimir la 
lectura y votar el resto de los artículos en bloque. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 1”. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filip- 
pini).- “Artículo 1”.- Cométese al Instituto del Niño 
y Adolescente del Uruguay (INAU) la creación con 
carácter transitorio, de un órgano desconcentrado 
que se denominará Sistema de Responsabilidad Pe- 
nal Adolescente (SIRPA) a fin de suceder al Sistema 
de Ejecución de Medidas para Jóvenes en Infracción 
(SEMEJD, en todo lo relativo a la ejecución de las 
medidas socioeducativas dispuestas por los artículos 
77 y siguientes de la Ley N* 17.823, de 7 de setiem- 
bre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia). 


El citado órgano cumplirá funciones hasta tanto la 
ley disponga, en el transcurso del actual Período de 
Gobierno, dentro del plazo más breve posible, la crea- 
ción del Instituto de Responsabilidad Penal Adoles- 
cente como servicio descentralizado de acuerdo con 
lo dispuesto en la Sección XI de la Constitución de 
la República; y asumirá, por competencia delegada, 
los cometidos que el artículo 78 de la Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004, y el literal F) del artículo 
2% de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, 
asignan al INAU.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: simple- 
mente quiero dejar constancia de que he votado ne- 
gativamente el artículo 1% y lo propio haré respecto 
del 2” en función de los argumentos que expresé en 
la discusión en general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 22. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2%. (Delegación).- A los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 1 de esta ley, el Directorio 
del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay de- 
legará, por resolución fundada, las atribuciones que 
le asignan las normas legales -en particular la que 
refiere a ser ordenador primario de gastos e inver- 
siones dentro de los límites de las asignaciones pre- 
supuestales correspondientes- en una Comisión De- 
legada compuesta por tres miembros de reconocida 
idoneidad técnica. 


Todo ello en un todo de acuerdo con las normas de 
esta ley y lo preceptuado por el artículo 106 de la Ley 
N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, y los literales 
A), B), J), O) y P) del artículo 7* de la Ley N* 15.977, 
de 14 de setiembre de 1988.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

En consideración los artículos 3% a 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que 
será remitido al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


16) SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESIGNAR FISCALES 
LETRADOS NACIONALES EN LO PENAL, DE 
MENORESY DE LO CIVIL, ALOS DOCTORES 
CARLOS GENARO NEGRO FERNÁNDEZ Y 
GILBERTO CARLOS RODRÍGUEZ OLIVAR Y 
A LA DOCTORA SILVIA LILIANA PORTEIRO 
BELLO, RESPECTIVAMENTE 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a consi- 
derar el asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Informe de la Comisión de Asuntos 
Administrativos relacionado con la solicitud remitida 
por el Poder Ejecutivo a fin de designar: 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional en lo Pe- 
nal de Sexto Turno, al doctor Carlos Genaro Negro 
Fernández. 

(Carp. N* 532/11 - Rep. N* 317/11) 


- en el cargo de Fiscal Letrado Nacional de Meno- 
res de Primer Turno, al doctor Gilberto Carlos Rodrí- 
guez Olivar. 

(Carp. N* 531/11 - Rep. N* 318/11) 


- en el cargo de Fiscal Letrada Nacional de lo Ci- 
vil de Cuarto Turno, a la doctora Silvia Liliana Por- 
teiro Bello. 

(Carp. N* 555/11 - Rep. N* 322/11)” 

(Antecedentes:) 


“Carp. N* 532/11 
Rep. N* 317/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 
Montevideo, 28 de abril de 2011. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Señor Presidente: 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 


Cuerpo a efectos de solicitar la venia requerida por el 
numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la 


380-C.S. 


República, para una vez obtenida, proceder a la de- 
signación del señor Fiscal Letrado Nacional de lo Pe- 
nal de Sexto Turno (Escalafón “N” Magistrados) cuyo 
nombre y mérito se individualiza en el presente texto. 


Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, Dr. Rafael Ubiría, elevó a consideración 
del Ministerio de Educación y Cultura -en el marco 
de la competencia que le asigna el numeral 5” del ar- 
tículo 7* del Estatuto del Ministerio Público y Fiscal-, 
el nombre del señor Fiscal Letrado Departamental, 
que a su criterio y en virtud de los argumentos que 
expone, se encontraría en condiciones de acceder 
al cargo. (Oficio No. 77/11 de fecha 9 de febrero de 
201. 


La mencionada propuesta del Sr. Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, en su calidad de 
jerarca de la Unidad Ejecutora -Ministerio Público y 
Fiscal- jerarquizada a su vez al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura 
(artículo 1? del Decreto-Ley N* 15.365), debe ajus- 
tarse a las disposiciones de rango legal que regulan 
el ingreso y la carrera administrativa de los miembros 
del Ministerio Público y Fiscal, artículos 22 y 31 del 
mencionado decreto-ley. 


El Poder Ejecutivo -como órgano jerarca máximo 
en materia administrativa- tiene la responsabilidad 
de analizar la correspondencia legal de la propues- 
ta sugerida, así como la oportunidad y mérito de la 
misma. Efectuado el análisis de rigor, se cumple con 
enviar la solicitud de venia al cuerpo legislativo. 


En efecto, el Dr. Carlos Genaro NEGRO FER- 
NÁNDEZ ingresó al Ministerio Público y Fiscal, por 
Concurso de Oposición y Mérito, el 15 de setiembre 
de 1993, habiendo sido designado por Resolución del 
Poder Ejecutivo de esa misma fecha, para ocupar un 
cargo de Asesor I - Abogado, en la Fiscalía Letrada 
Departamental de Lavalleja. Por Resolución del Po- 
der Ejecutivo de 13 de setiembre de 1994 es designa- 
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do Secretario Letrado en la Fiscalía Letrada Nacional 
de lo Penal de Quinto Turno, siendo redistribuido 
posteriormente el 23 de noviembre de 1994 y el 25 
de marzo de 1996 a las Sedes Penales de Décimo Se- 
gundo y Décimo Primer Turno, respectivamente. 


Por Resolución del Poder Ejecutivo de fecha 12 
de diciembre de 1997 ingresa a la magistratura fiscal 
con motivo de ser designado por vía de ascenso, para 
ocupar el cargo de Fiscal Letrado Departamental de 
Young. Posteriormente, por Resolución del Ministe- 
rio de Educación y Cultura de fecha 20 de abril de 
2001, es trasladado a la Fiscalía Letrada de Paysandú 
de Segundo Turno, en donde se desempeña hasta el 
20 de diciembre de 2007, en que por Resolución del 
Ministerio de Educación y Cultura, es trasladado a la 
Fiscalía Letrada Departamental de Las Piedras de Se- 
gundo Turno, donde actualmente cumple funciones. 


A lo largo de su dilatada trayectoria funcional en el 
Ministerio Público y Fiscal, el Dr. Negro ha evidencia- 
do excelente capacidad y solvencia técnica, lo que su- 
mado a la contracción al trabajo y a la responsabilidad 
profesional que ha demostrado en el cumplimiento 
de las tareas técnicas que ha debido desempeñar, lo 
hacen largamente merecedor del ascenso que signi- 
fica acceder al cargo de Fiscal Letrado Nacional para 
el que se lo propone. 


En base a las razones expuestas, es que se solici- 
ta al Senado de la República la venia que habilite la 
designación del señor Fiscal Letrado Departamental 
de Las Piedras de Tercer Turno (Escalafón “N” Ma- 
gistrados), Dr. Carlos Genaro NEGRO FERNÁNDEZ, 
para ocupar el cargo de Fiscal Letrado Nacional de lo 
Penal de Sexto Turno (Escalafón “N” Magistrados). 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Cámara de Senadores con su más alta consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Ricardo 
Ehrlich.” 
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Disposiciones citadas 
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Decreto Ley N* 15,365, 
de 30 de diciembre de 1982 


MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


SE APRUEBA LA LEY ORGANICA 


CAPÍTULO | - OBJETO Y ORGANIZACIÓN 


Artículo 1*.- (Concepto orgánico. Objetivos). El Ministerio Público y Fiscal 
constituye un cuerpo técnico-administrativo jerarquizado al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, bajo la jefatura directa del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, integrado por la Fiscalia de Corte y 
Procuraduria General de la Nación, Fiscalías Letradas Nacionales, Fiscalía Adjunta de 
Corte, Fiscalia Letrada Suplente, Fiscalias Letradas Departamentales y Fiscalías 
Letradas Adjuntas, que tiene como objetivos la defensa de la sociedad, la defensa y 
representación del Estado en el ámbito que las leyes le asignen y el asesoramiento al 
Poder Ejecutivo y a la Justicia cuando le sea requerido. 


Fuente: Redacción dada por: Ley N* 16.170 de 28/12/1990 artículo 364 


Artículo 4% - (Estructura orgánica). El Ministerio Público y Fiscal cumplirá sus 
objetivos y funciones por medio de la siguiente estructura orgánica jerárquicamente 
ordenada: 


1) Fiscalía de Corte y Procuraduria General de la Nación. 

2) Fiscalias Letradas Nacionales de lo Civil, de lo Penal, de Hacienda y de Aduana. 
3) Fiscalia Adjunta de Corte. 

4) Fiscalía Letrada Suplente. 

5) Fiscalías Letradas Departamentales. 

6) Fiscalias Letradas Adjuntas. 


Fuente: Numeral 2%) redacción dada por: Decreto Ley N" 15,648 de 22 de octubre de 1984, articulo 4. 


Artículo 7. - Competencia funcional en el orden administrativo). Al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, en el orden administrativo, corresponde: 


1) Ejercer la jefatura directa e integral del Ministerio Público y Fiscal con facultades de 
vigilancia y superintendencia directiva, correctiva, consultiva e instructiva de sus 
integrantes. 

2) Solicitar, de cualquier dependencia del Poder Ejecutivo, las informaciones que 
estimare necesarias para el mejor cumplimiento de sus cometidos y requerir 
directamente en el ejercicio de sus funciones, al igual que los demás miembros del 
Ministerio Público, el auxilio de la fuerza pública. 

3) Dirimir contiendas de competencia entabladas entre Fiscales. 

4) Proponer al Poder Ejecutivo, en su oportunidad, la designación de los Fiscales que 
deberán actuar en lo nacional y en lo departamental durante el periodo de vacaciones 
judiciales, y el de sus respectivos subrogantes. 

5) Proponer al Poder Ejecutivo la designación, el traslado y la promoción de los 
magistrados integrantes del Ministerio Público y Fiscal. 

6) Disponer, cuando corresponda, las subrogaciones de los magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal, ciñéndose al régimen legal y reglamentario que las determinen. 
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7) Disponer los traslados de funcionarios del organismo de un despacho a otro de las 
unidades con sede en la Capital, y proponer su redistribución entre las sedes 
departamentales y de la Capital hacia ellas o viceversa cuando razones atinentes a la 
mejor marcha del servicio así lo aconsejen; 

8) Poner en conocimiento del Ministerio de Educación y Cultura las circunstancias que 
a su juicio aconsejen modificar las disposiciones que rigen el servicio y sugerir la 
adopción de las medidas o la promoción de las gestiones que crea corresponder. 

9) Cometer al Fiscal Adjunto de Conte, al Fiscal Letrado Suplente y a los Secretarios 
Letrados de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, las tareas 
técnicas y administrativas que considere convenientes y acordes, respectivamente, 
con sus jerarquías. 

10) Elevar al Ministerio de Educación y Cultura, dentro de los seis meses de cada 
ejercicio, la memoria anual del Ministerio Público y Fiscal. 


Fuentes: Numeral 7%) redacción dada por: Decreto Ley N* 15.648 de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4. 


Numerales 8%) y 10) redacción dada por: Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990, 
articulo 364 


CAPÍTULO V - DE LAS FISCALÍAS LETRADAS DEPARTAMENTALES 


Artículo_17.- (Objetivos y competencia funcional en el orden judicial). A los 
Fiscales Letrados Departamentales, conforme a lo que la ley establezca, compete: 


1) Ejercer las funciones especificadas para el Ministerio Público en lo Civil de la 
Capital, dentro de la jurisdicción que le fuere asignada. 
2) Hacer lo propio con las detalladas para los del Ministerio Público en lo Penal en los 
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apartados 1), 2) y 4) del artículo 12 de esta ley, dentro de la jurisdicción criminal que ' 


para los órganos de la justicia ordinaria delimita el Código del Proceso Penal. 
3) Ejercer el Ministerio Fiscal dentro de su jurisdicción en todo asunto respecto al cual 
la ley prescriba expresamente su intervención. 


Fuente: Numeral 39) redacción dada por: Decreto Ley N* 15,648 de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4 


CAPÍTULO VII - DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL 
MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


SECCIÓN |l - NOMBRAMIENTO 


Articulo 21.- (Nombramiento de los Fiscales Letrados Nacionales, Fiscal 
Adjunto de Corte y Fiscal Letrado Suplente). Para ser designado Fiscal Letrado 
Nacional, Fiscal Adjunto de Corte o Fiscal Letrado Suplente, se requiere: 


1) Cinco años de actuación en el Ministerio Público o Fiscal. 
2) Ciudadanía natural o legal con cinco años de ejercicio. 


Articulo 22.- (Nombramiento de los Fiscales Letrados Departamentales y 
Fiscales Letrados Adjuntos). Para ser designado Fiscal Letrado Departamental y Fiscal 
Letrado Adjunto, se requiere: 


1) Título de abogado. 
2) Ciudadanía natural o legal con tres años de ejercicio. 
3) Habilitación psíquica, física y moral para el desempeño del cargo. 
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Es impedimento psico-físico el que resulta de enfermedades crónicas o permanentes 
que afecten gravemente la actividad de la personalidad física o psíquica, 

Es impedimento moral el generado por el comportamiento socialmente degradante o 
por las condenaciones de carácter penal, 

No puede ser nombrado Fiscal quien esté procesado por delito perseguible mediante 
acción pública. 


CAPÍTULO VII - DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL 
MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


SECCIÓ N Ill - RÉGIMEN ESTATUTARIO 


Artículo 31.- (Ingreso y carrera del Ministerio Público y Fiscal). El ingreso al 
Ministerio Público y Fiscal se hará por el cargo de menor jerarquía, 
El régimen normal de ascensos en el Ministerio Público y Fiscal se ajustará a los 
principios de la carrera administrativa, según el orden establecido en el articulo 4*. 
Sólo será admisible apartarse de estos principios en casos excepcionales, cuando asi 
lo solicite el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación fundándose en el 
interés del servicio. 


Artículo 32.- (Normas que regulan la carrera de los magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal). El traslado de los Fiscales Letrados Departamentales a las sedes 
homólogas conceptuadas como de ascenso se hará de acuerdo a pautas de 
antigúedad calificada, sin perjuicio de dar prevalencia, en todo caso, a la especial 
aptitud funcional o a la versación científico-jurídica. La calificación de Fiscalía Letrada 


Departamental de ascenso se hará atendiendo exclusivamente a los principios que * 


establecerá la reglamentación, con la finalidad de adecuar la calidad y cantidad de 
actividad de cada sede, con la proximidad de su radicación a la capital de la 
República. 


La misma norma regirá, en lo pertinente, el ascenso de los Fiscales Adjuntos a las 
Fiscalías Letradas Departamentales; la de los Fiscales Letrados Departamentales a la 
Fiscalia Adjunta de Corte y, sucesivamente, la promoción a los cargos de superior 
jerarquia de acuerdo al orden establecido en el artículo 4”. 


Artículo 33.- (Deberes funcionales). El Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, los Fiscales Letrados Nacionales, el Fiscal Adjunto de Conte, el Fiscal 
Letrado Suplente, los Fiscales Letrados Departamentales y los Fiscales Letrados 
Adjuntos quedan sujetos a las siguientes obligaciones: 


1) Residir en el lugar donde tenga su asiento la Fiscalía correspondiente. En casos 
especiales de imposibilidad debidamente justificados, el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación podrá conceder a dichos magistrados autorización temporal para 
residir en otro lugar, comunicándolo al Ministerio de Justicia, estándose a lo que éste 
en definitiva resuelva. » 

2) Asistir diariamente a su despacho. 

3) Cumplir las obligaciones inherentes a su cargo y hacerlas cumplir a sus 
subordinados. 

4) Expedir sus dictámenes dentro de los términos fijados por las disposiciones 
vigentes. 

5) Abstenerse de emitir y hacer públicos juicios o censuras, manifiestos o encubiertos, 
en sus dictámenes o por cualquier otro medio, sobre gobernantes o jerarcas del 
servicio; dar a publicidad o facilitar de cualquier modo la difusión de antecedentes e 
informaciones sobre cuestiones o asuntos de cualquier naturaleza de que conozcan, O 
en que intervengan o hubieran intervenido en razón de sus funciones; promover 
gestiones relativas a la organización o funcionamiento del servicio a su cargo o de su 
situación administrativa o de la de sus funcionarios, de otro modo que por escrito y 
ante el jerarca respectivo. 
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Comisión de Asuntos Administrativos 
ACTA N?* 21 


En Montevideo, el día ocho del mes de junio del 
año dos mil once, a la hora diez y diez minutos, en la 
Sala “Juan Andrés Ramírez”, se reúne la Comisión 
de Asuntos Administrativos de la Cámara de Senado- 
res. Asisten sus miembros, señoras Senadoras Susana 
Dalmás y Lucía Topolansky y los señores Senadores 
Rodolfo Nin Novoa, Gustavo Penadés y Jorge Riani. 
Preside el Vicepresidente de la Comisión, señor Se- 
nador Rodolfo Nin Novoa. Actúa en Secretaría la Se- 
cretaria de la Comisión, señora María Celia Desalvo. 
Iniciado el acto, se da cuenta de los siguientes asun- 
tos entrados: 

Carpeta N* 374/10. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que reitera la solicitud de venia para destituir 
de su cargo, por la causal de omisión a los deberes 
funcionales, a un funcionario perteneciente al Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, titular de un 
cargo en la Unidad Ejecutora 5, Escalafón B, Grado 
11, Serie del cargo “Veterinaria”, Denominación del 
cargo “Técnico IV”, Radicación Lavalleja. Distribuido 
N* 786/11. Pasa a estudio del señor Senador Gustavo 
Penadés. 

Carpeta N”* 562/11. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para destituir de su cargo, por 
la causal de omisión, a un funcionario perteneciente 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, Opera- 
rio IV Oficios, Presupuestado, Escalafón E - Grado 01 
de la Unidad Ejecutora 004 -Dirección Nacional de 
Hidrografía. Distribuido N* 764/11. Pasa a estudio del 
señor Senador Rodolfo Nin Novoa. 

Inmediatamente se procede a considerar los si- 
guientes asuntos a estudio: 

1) Carpeta N* 532/11. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para designar al doctor Carlos 
Genaro Negro Fernández para ocupar el cargo de Fis- 
cal Letrado Nacional en lo Penal de Sexto Turno (Es- 
calafón “N” Magistrados). Distribuido N* 728/11. La 
Comisión adopta resolución. Se vota: 5 en 5. Afirma- 
tiva. UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante 
al señor Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en 
forma verbal. 

2) Carpeta N”* 543/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de 
su cargo, por la causal de ineptitud física, a una 
funcionaria perteneciente al Ministerio de Salud 
Pública, Especialista VII Servicios Asistenciales 
del Centro Departamental de Treinta y Tres, de- 
pendiente de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (Programa 07 - Unidad Ejecutora 
32 - Escalafón D - Grado 03 - Correlativo 4830). 
Distribuido N* 741/11. La Comisión adopta reso- 
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lución. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en forma 
verbal. 

3) Carpeta N” 548/11. Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo por el que solicita venia para destituir de su cargo, 
por la causal de ineptitud física, a una funcionaria 
perteneciente al Inciso 05 “Ministerio de Economía 
y Finanzas”, Programa 005 “Dirección General Im- 
positiva”. Distribuido N* 742/11. La Comisión adopta 
resolución. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en forma 
verbal. 

4) Carpeta N* 554/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de 
su cargo, por la causal de ineptitud física, a una 
funcionaria perteneciente al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, Unidad Ejecutora 11, Instituto 
de Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”. 
Distribuido N* 761/11. La Comisión adopta resolu- 
ción. Se designa Miembro Informante a la señora 
Senadora Lucía Topolansky, quien lo hará en forma 
verbal. 

5) Carpeta N” 560/11. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para destituir de su cargo, por la 
causal de ineptitud física, a una funcionaria pertenecien- 
te al Ministerio de Salud Pública, Especialista VII Servi- 
cios Asistenciales de la Dirección General de la Salud. 
Distribuido N* 762/11. La Comisión adopta resolución. 
Se designa Miembro Informante a la señora Senadora 
Lucía Topolansky, quien lo hará en forma verbal. 

A la hora diez y treinta minutos se levanta la se- 
sión. Para constancia se labra la presente Acta que, 
una vez aprobada firman el señor Vicepresidente y la 
señora Secretaria de la Comisión. 


Rodolfo Nin Novoa, Vicepresidente; Maria Celia 
Desalvo, Secretaria. 


Carp. N* 531/11 
Rep. N* 318/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 
Montevideo, 28 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo a efectos de solicitar la venia requerida 
por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitu- 
ción de la República, para una vez obtenida, pro- 
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ceder a la designación del señor Fiscal Letrado Na- 
cional de Menores de Primer Turno (Escalafón “N” 
Magistrados) cuyo nombre y mérito se individualiza 
en el presente texto. 


Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, Dr. Rafael Ubiría, elevó a consideración 
del Ministerio de Educación y Cultura -en el marco 
de la competencia que le asigna el numeral 5” del ar- 
tículo 7* del Estatuto del Ministerio Público y Fiscal-, 
el nombre del señor Fiscal Letrado Departamental, 
que a su criterio y en virtud de los argumentos que 
expone, se encontraría en condiciones de acceder 
al cargo. (Oficio No. 71/11 de fecha 8 de febrero de 
2011). 


La mencionada propuesta del Sr. Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, en su calidad de 
jerarca de la Unidad Ejecutora -Ministerio Público y 
Fiscal- jerarquizada a su vez al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura 
(artículo 1* del Decreto-Ley No. 15.365), debe ajus- 
tarse a las disposiciones de rango legal que regulan 
el ingreso y la carrera administrativa de los miembros 
del Ministerio Público y Fiscal, artículos 22 y 31 del 
mencionado decreto-ley. 


El Poder Ejecutivo -como órgano jerarca máximo 
en materia administrativa- tiene la responsabilidad 
de analizar la correspondencia legal de la propues- 
ta sugerida, así como la oportunidad y mérito de la 
misma. Efectuado el análisis de rigor, se cumple con 
enviar la solicitud de venia al cuerpo legislativo. 


En efecto, el Dr. Gilberto Carlos RODRIGUEZ 
OLIVAR ingresó al Ministerio Público y Fiscal, 
procedente del Poder Judicial -donde se 
desempeñara como Juez Letrado de Primera 
Instancia de Bella Unión-, por Resolución del Poder 
Ejecutivo de fecha 26 de marzo de 1998, en el cargo 
de Fiscal Letrado Departamental de Paysandú de 
Segundo Turno. 


Por Resolución de la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación de fecha 3 de 
febrero de 2000 es asignado transitoriamente a la 
Fiscalía Letrada Departamental de Maldonado de 
Segundo Turno, en donde se desempeñó hasta el 
20 de abril de 2001, fecha en la que es trasladado 
a la Fiscalía Letrada Departamental de Florida de 
Primer Turno. 


Posteriormente, por Resolución del Ministerio 
de Educación y Cultura de 30 de junio de 2004 es 
trasladado a la Fiscalía Letrada Departamental de la 
Ciudad de la Costa de Segundo Turno, donde actual- 
mente cumple funciones. 
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A lo largo de su dilatada trayectoria funcional en 
el Ministerio Público y Fiscal, el Dr. Rodríguez ha 
evidenciado excelente capacidad y solvencia técni- 
ca, lo que sumado a la contracción al trabajo y a la 
responsabilidad profesional que ha demostrado en el 
cumplimiento de las tareas técnicas que ha debido 
desempañar, lo hacen largamente merecedor del as- 
censo que significa acceder al cargo de Fiscal Letrado 
Nacional para el que se lo propone. 


En base a las razones expuestas, es que se solicita 
al Senado de la República la venia que habilite la 
designación del señor Fiscal Letrado Departamental 
de la Ciudad de la Costa de Segundo Turno (Escalafón 
“N” Magistrados), Dr. Gilberto Carlos RODRÍGUEZ 
OLIVAR, para ocupar el cargo de Fiscal Letrado 
Nacional de Menores de Primer Turno (Escalafón 
“N” Magistrados). 


El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores con su más alta consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República, Ricardo 
Ehrlich.” 
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Comisión de Asuntos Administrativos 
ACTA N?* 22 


En Montevideo, el día quince del mes de junio del 
año dos mil once, a la hora trece, en la Sala “Juan 
Andrés Ramírez”, se reúne la Comisión de Asuntos 
Administrativos de la Cámara de Senadores. Asisten 
sus miembros, señora Senadora Lucía Topolansky y 
los señores Senadores Pedro Bordaberry, Rodolfo Nin 
Novoa, Ruben Obispo y Gustavo Penadés. 

Preside su titular, señor Senador Pedro Bordabe- 
rry. Asiste especialmente invitado, el señor Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, doctor Ra- 
fael Ubiría. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria, señora 
Gloria Mederos. 

Iniciado el acto, se da cuenta de los siguientes 
asuntos entrados: 

1) Carpeta N* 575/11. Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo por el que solicita venia para destituir de su cargo, 
por la causal de ineptitud física, a una funcionaria 
perteneciente al Ministerio de Salud Pública, Espe- 
cialista VII Servicios Asistenciales del Hospital Pas- 
teur, dependiente de la Administración de los Ser- 
vicios de Salud del Estado (Programa 06 - Unidad 
Ejecutora 006 - Escalafón D - Grado 03 - Correlativo 
11950). Distribuido N* 812/11. Pasa a estudio de la 
señora Senadora Lucía Topolansky. 
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2) Carpeta N* 576/11. Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que solicita venia para destituir 
de su cargo, por la causal de ineptitud física, a un 
funcionario perteneciente al Inciso 12 “Ministerio 
de Salud Pública”, Técnico III Profesional, Unidad 
Ejecutora 003 “Dirección General de la Salud”, 
Comisión Departamental de Zoonosis de Cerro Largo. 
Distribuido N” 813/11. Pasa a estudio de la señora 
Senadora Lucía Topolansky. 

3) Carpeta N* 580/11. Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo por el que solicita venia para destituir de su cargo, 
por la causal de ineptitud física, a una funcionaria 
perteneciente al Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca”, Unidad Ejecutora 001 “Direc- 
ción General de Secretaría”, Escalafón C, Grado 09. 
Distribuido N” 814/11. Pasa a estudio de la señora 
Senadora Susana Dalmás. 

Acto seguido se procede a considerar los siguien- 
tes asuntos a estudio: 

1) Carpeta N* 374/10. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que reitera la solicitud de venia para destituir 
de su cargo, por la causal de omisión a los deberes 
del cargo, a un funcionario presupuestado del Inci- 
so 07 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca”, 
Unidad Ejecutora 5, Escalafón B, Grado 11, Serie del 
cargo “Veterinaria”, Denominación del cargo “Técni- 
co IV”, Radicación Lavalleja. 

Distribuido N* 786/11. La Comisión adopta resolu- 
ción. Se designa Miembro Informante al señor Sena- 
dor Gustavo Penadés, quien lo hará en forma verbal. 

2) Carpeta N* 530/11. Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo por el que solicita venia para destituir de su cargo, 
por la causal de ineptitud para el ejercicio del cargo, 
a un funcionario del Programa 007 “Dirección Nacio- 
nal de Aduanas” del Inciso 05 “Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas”. Distribuido N* 723/11. La Comisión 
adopta resolución. Se designa Miembro Informante 
al señor Senador Pedro Bordaberry, quien lo hará en 
forma verbal. 

3) Carpeta N* 531/11. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita venia para designar al doctor 
Gilberto Carlos Rodríguez Olivar para ocupar el car- 
go de Fiscal Letrado Nacional de Menores de Pri- 
mer Turno (Escalafón “N” Magistrados). Distribuido 
N* 727/11. La Comisión adopta resolución. Se vota: 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante al señor Senador Rodolfo Nin Novoa, 
quien lo hará en forma verbal. 

4) Carpeta N* 555/11. Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo por el que solicita venia para designar a la doctora 
Silvia Liliana Porteiro Bello para ocupar el cargo de 
Fiscal Letrada Nacional de lo Civil de Cuarto Turno 
(Escalafón “N” Magistrados). Distribuido N* 768/11. 
La Comisión adopta resolución. Se vota: 5 en 5. Afir- 
mativa. UNANIMIDAD. Se designa Miembro Infor- 
mante al señor Senador Rodolfo Nin Novoa quien lo 
hará en forma verbal. 
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Inmediatamente ingresa a Sala el Fiscal de Cor- 
te y Procurador General de la Nación, doctor Rafael 
Ubiría, quien expone sobre los criterios utilizados 
para las designaciones de Fiscales. 

De lo actuado, se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 827/11 
que integra este documento. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Pedro Bordaberry, Presidente; María Celia 
Desalvo, Secretaria. 


Carp N* 555/11 
Rep N* 322/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 16 de mayo de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a efectos de solicitar la venia requerida por el 
numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la 
República, para una vez obtenida, proceder a la desig- 
nación de la señora Fiscal Letrada Nacional de lo Ci- 
vil de Cuarto Turno (Escalafón “N” Magistrados) cuyo 
nombre y mérito se individualizan en el presente texto. 


Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, Dr. Rafael Ubiría, elevó a consideración 
del Ministerio de Educación y Cultura -en el marco 
de la competencia que le asigna el numeral 5* del ar- 
tículo 7* del Estatuto del Ministerio Público y Fiscal-, 
el nombre de la señora Fiscal Letrada Departamen- 
tal, que a su criterio y en virtud de los argumentos 
que expone, se encontraría en condiciones de acce- 
der al cargo. (Oficio N* 381/11 de fecha 11 de abril 
de 2011). 


La mencionada propuesta del Sr. Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, en su calidad de 
jerarca de la Unidad Ejecutora -Ministerio Público y 
Fiscal- jerarquizada a su vez al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura 
(artículo 1? del Decreto-Ley N* 15.365), debe ajus- 
tarse a las disposiciones de rango legal que regulan 
el ingreso y la carrera administrativa de los miembros 
del Ministerio Público y Fiscal, artículos 22 y 31 del 
mencionado decreto-ley. 
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El Poder Ejecutivo -como órgano jerarca máximo 
en materia administrativa- tiene la responsabilidad 
de analizar la correspondencia legal de la propues- 
ta sugerida, así como la oportunidad y mérito de la 
misma. Efectuado el análisis de rigor, se cumple con 
enviar la solicitud de venia al cuerpo legislativo. 


En efecto, la Dra. Silvia Liliana PORTEIRO BE- 
LLO ingresó al Ministerio Público y Fiscal, proceden- 
te del Poder Judicial, por Resolución del Poder Eje- 
cutivo de 18 de junio de 1998, en el cargo de Fiscal 
Letrado de Paysandú de Tercer Turno, cargo que no 
llegó a desempeñar dado que fue trasladada en la 
misma fecha, a la Fiscalía Letrada Departamental de 
Rivera de Primer Turno. En el Poder Judicial había 
cumplido funciones como Juez Letrado de Primera 
Instancia de Cerro Largo de Tercer Turno y de La- 
valleja. 


A lo largo de su dilatada trayectoria funcional en 
el Ministerio Público y Fiscal, la Dra. Porteiro ha evi- 
denciado excelente capacidad y solvencia técnica, lo 
que sumado a su contracción al trabajo y a la res- 
ponsabilidad profesional que ha demostrado en el 
cumplimiento de las tareas técnicas que ha debido 
desempeñar, la hacen largamente merecedora del as- 
censo que significa acceder al cargo de Fiscal Letrada 
Nacional para el que se la propone. 


En base a las razones expuestas, es que se solici- 
ta al Senado de la República la venia que habilite la 
designación de la señora Fiscal Letrada Departamen- 
tal de Rivera de Primer Turno (Escalafón “N” Magis- 
trados), Dra. Silvia Liliana PORTEIRO BELLO, para 
ocupar el cargo de Fiscal Letrado Nacional de lo Civil 
de Cuarto Turno (Escalafón “N” Magistrados). 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Cámara de Senadores con su más alta consideración. 


JOSÉ MUJ1CA, Presidente de la República. 
Ricardo Ehrlich.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la solicitud 
de venia correspondiente a la Carpeta N* 532/11. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Se trata de la recomenda- 
ción de la Comisión de Asuntos Administrativos para 
otorgar la venia de designación como Fiscal Letrado 
Nacional en lo Penal de Sexto Turno al doctor Carlos 
Genaro Negro Fernández. 
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Leídos los antecedentes remitidos por el Minis- 
terio de Educación y Cultura, teniendo en cuenta 
la propuesta del señor Fiscal de Corte y corroboran- 
do que dicho funcionario ingresa en el año 1993 al 
Ministerio Público y Fiscal, por concurso de oposi- 
ción y méritos; que con esa fecha es asignado a la 
Fiscalía Letrada Departamental de Lavalleja con el 
cargo de Asesor; que en 1994 es designado Secre- 
tario Letrado en la Fiscalía Letrada Nacional en lo 
Penal de Quinto Turno, siendo posteriormente re- 
distribuido a las sedes penales de Décimo Segundo 
y Décimo Primer Turno, con fecha 23 de noviembre 
de 1994 y 25 de marzo de 1996, respectivamente; 
que el 12 de diciembre de 1997 es designado Fis- 
cal Letrado Departamental de Young; que el 20 de 
abril de 2001 es trasladado a la Fiscalía Letrada 
de Paysandú de Segundo Turno; que el 20 de di- 
ciembre de 2007 es trasladado a la Fiscalía Letrada 
Departamental de Las Piedras de Segundo Turno, 
el Poder Ejecutivo consideró que el doctor Negro 
evidenció la capacidad y solvencia técnica nece- 
sarias para desempeñar el cargo de Fiscal Letrado 
Nacional en lo Penal de Sexto Turno. 


Por lo tanto, solicitamos al Senado que conceda la 
venia solicitada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 


solución. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez 
Filippini).- “Artículo Único.- Concédese al Poder 
Ejecutivo la venia solicitada para designar como 
Fiscal Letrado Nacional de lo Penal de Sexto Turno 
(Escalafón “N” Magistrados), al doctor Carlos Genaro 
Negro Fernández.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado dará cuenta al Poder Ejecutivo. 


En discusión la solicitud de venia correspondiente 
a la Carpeta N* 531/11. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: en este 
caso también la Comisión de Asuntos Administrativos 
ha resuelto, por unanimidad de sus miembros, otor- 
gar la venia solicitada por el Poder Ejecutivo y sugerir 
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al Cuerpo que tome el mismo camino que adoptó con 
la consideración de la venia anterior. 


En efecto, se trata de la designación del doctor 
Gilberto Carlos Rodríguez Olivar, que ingresó al Mi- 
nisterio Público y Fiscal procedente del Poder Judi- 
cial, donde se desempeñó como Juez Letrado de Pri- 
mera Instancia de Bella Unión. Luego pasó al cargo 
de Fiscal Letrado Departamental por resolución del 
Poder Ejecutivo de Paysandú de Segundo Turno. Des- 
pués tiene un largo periplo por la Fiscalía Letrada De- 
partamental de Maldonado de Segundo Turno, por la 
Fiscalía Letrada Departamental de Florida de Primer 
Turno y, actualmente, por la Fiscalía Letrada Depar- 
tamental de la Ciudad de la Costa. 


A lo largo de su dilatada trayectoria funcional en 
el Ministerio Público y Fiscal, el doctor Rodríguez ha 
evidenciado excelente capacidad y solvencia técni- 
ca, lo que sumado a la contracción al trabajo y a la 
responsabilidad profesional que ha demostrado en el 
cumplimiento de las tareas técnicas que ha debido 
desempeñar, lo hace largamente merecedor del as- 
censo que significa acceder al cargo de Fiscal Letrado 
Nacional para el que se lo propone. 


En otro orden, y con el fin de evaluar la idoneidad 
técnica y la especial aptitud funcional del magistrado 
departamental, el Fiscal de Corte ha efectuado, como 
en todos los casos, un pormenorizado examen de los 
dictámenes con trascendencia procesal y las senten- 
cias judiciales que hubieran recaído en los mismos; el 
examen de las consultas; la participación en eventos 
de formación técnica; el relevamiento de sus ante- 
cedentes funcionales; y constatado la inexistencia de 
procedimientos administrativos disciplinarios en el 
ejercicio de su función. 


Todo esto ha resultado plenamente satisfactorio, 
además de los méritos extrafuncionales, entre los 
que se destacan: “Seminario de Seguridad Pública en 
Uruguay”, “Jornada de Derecho Penal y Menores”; 
“Taller sobre Seguridad Ciudadana”, “Taller de De- 
recho Penal sobre Instrucción Penal”, “Curso sobre 
Prostitución de Menores en el Uruguay”, “Semina- 
rio de Minoridad y Derechos Humanos”, “Seminario 
sobre Problema de las Drogas para Magistrados del 
Ministerio Público” y “Jornadas de Actualización en 
Protección de la Niñez y la Adolescencia para Jueces, 
Fiscales, Abogados, Funcionarios Policiales y Técni- 
cos de INAU”. He hecho una síntesis para no exten- 
der demasiado esta Sesión. 
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Por todas estas razones, el Ministerio Público pro- 
puso al Ministerio de Educación y Cultura el nombra- 
miento del doctor Gilberto Carlos Rodríguez Olivar 
como Fiscal Letrado Nacional de Menores de Primer 
Turno, y la Comisión de Asuntos Administrativos lo 
aprobó por unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Concédese al Poder Ejecutivo 
la venia solicitada para designar como Fiscal Letra- 
do Nacional de Menores de Primer Turno (Escalafón 
“N” Magistrados), al doctor Gilberto Carlos Rodríguez 
Olivar.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-21en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado dará cuenta al Poder Ejecutivo. 


En discusión la solicitud de venia correspondiente 
a la Carpeta N* 555/11. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: breve- 
mente, debo decir que la doctora Silvia Liliana Portei- 
ro Bello ingresó al Ministerio Público y Fiscal proce- 
dente también del Poder Judicial, por resolución del 
Poder Ejecutivo del 18 de junio de 1998, en el cargo 
de Fiscal Letrado de Paysandú de Tercer Turno, cargo 
que no llegó a desempeñar dado que fue trasladada 
en la misma fecha a la Fiscalía Letrada Departamen- 
tal de Rivera de Primer Turno. En el Poder Judicial 
había cumplido funciones como Juez Letrado de Pri- 
mera Instancia de Cerro Largo de Tercer Turno y de 
Lavalleja. 


A lo largo de su dilatada trayectoria funcional en 
el Ministerio Público y Fiscal, la doctora Porteiro ha 
evidenciado excelente capacidad y solvencia técni- 
ca, lo que, sumado a su contracción al trabajo y a la 
responsabilidad profesional que ha demostrado en el 
cumplimiento de las tareas técnicas que ha debido 
desempeñar, la hace largamente merecedora del as- 
censo que significa acceder al cargo de Fiscal Letrada 
Nacional para el que se la propone. 
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En consecuencia, y vistos estos antecedentes, la 
Comisión de Asuntos Administrativos, también por 
unanimidad de sus miembros, aprobó esta venia y so- 
licita que el Cuerpo haga lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Concédese al Poder Ejecutivo 
la venia solicitada para designar como Fiscal Letra- 
da Nacional de lo Civil de Cuarto Turno (Escalafón 


“N” Magistrados), a la doctora Silvia Liliana Porteiro 
Bello.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto de resolución. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


17) SOLICITUDES DE LICENCIAS E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 23 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Quien suscribe, el Senador Dr. Eber Da Rosa Váz- 
quez, solicita a Ud. se dé trámite a la licencia desde 
el día martes 28 del corriente hasta el día 5 de julio 
inclusive por viaje en “misión de observación electo- 
ral” al Estado de México. 


Sin más, saluda atte. 
Eber Da Rosa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


En consecuencia, queda convocado el señor Ja- 
vier García. 


Léase otra solicitud de licencia. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 23 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia los días 4 y 5 de 
julio. 


Motiva dicha solicitud la invitación que recibiera 
para participar de expositora en la mesa redonda: “El 
papel de Brasil en América Latina: desafíos y percep- 
ciones mutuas”, que organiza el proyecto Plataforma 
Democrática del Instituto Fernando Henrique Cat- 
doso, a realizarse en la ciudad de San Pablo, Brasil. 


Solicito dicha licencia al amparo del artículo 1% de 
la Ley 17.827 de 14 de setiembre de 2004. Solicito 
también se convoque a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy cordialmente. 
Constanza Moreira. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Queda convocado el señor Eduardo Muguruza. 


Finalmente, se comunica que en virtud de que la 
señora Senadora Lucía Topolansky ocupará la Presi- 
dencia del Cuerpo el día 29 de junio de 2011 y ha- 
biendo presentado notas de desistimiento los señores 
Juan José Domínguez y Andrés Berterreche, queda 
convocado el señor Aníbal Pereyra, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 
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18) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN presentes los señores Senadores  Agazzi, 


y Antognazza, Bordaberry, Chiruchi, Da Rosa, 
SENOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 


; E Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, Gamou, 
tos a considerar, se levanta la Sesión. 


Heber, Montiel, Moreira (Constanza), Nin 
(Así se hace, a la hora 13 y 47 minutos, Novoa, Pasquet, Rubio, Tajam, Topolansky, 
presidiendo el señor Danilo Astori y estando Umansky y Viera.) 
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